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ACTA SESIÓN Nº 2/15
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(27 de febrero de 2015)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día veintisiete de febrero de dos mil quince, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez – Conde y bajo la Presidencia del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Luis Ángel González Agüero a partir de los asuntos  incluidos en el apartado A.2. (autorizaciones en suelo rústico) y en los asuntos en los que el Delegado territorial debe abstenerse, con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Vicepresidente:

· D. Luis Ángel González Agüero - Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid

Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:

· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento (se ausentó a partir de los asuntos incluidos en el apartado A.2.1 (autorizaciones en suelo rústico) y se reincorporó en el A.2.6
· Dª Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 

· D. José Ignacio Rodríguez Calvo - Servicio Territorial de Cultura.

· D. Marceliano Herrero Sinovas - Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo.

· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

· Dª María Victoria Diez Arce. Servicio Territorial de Sanidad

Centro Directivo en materia de Prevención Ambiental

·  D. Alejandro Meana Gutiérrez

Centro Directivo en materia de Urbanismo

· Dª Francisco Pablos Álvarez
Administración General del Estado: 

· Dª. Isabel Catalina Herrero – Confederación Hidrográfica del Duero.
Representante de la Diputación Provincial:

· D. Luis Torroglosa Martínez
Representante de sindicatos:
· Dª. Blanca Casado Placer
· Eva Miguel Cuñado 
Representante de asociaciones empresariales:

· D. Alberto López Soto
· D. Pedro del Olmo González
Representante de organizaciones agrarias:

· D. Gregorio Sanz Muñoz

Representante de ONGS:
· Don Fernando Polanco Uya
Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:

· Don Ricardo de la Cal Santamaría

Representante del colegio de secretarios:
· Don Francisco Ginés Ortiz Barriuso

Vocalías de libre designación:
· Don Jesús Hernández Duque
Asesores: Dª. Mercedes Casanova Roque, D. Carlos de Andrés Montalvo Navarro, Dª. Laura Paredes Aparicio, D. Julián Atienza del Rey, Dª. Raquel Pisonero Borge y D. Francisco Javier Caballero Villa, técnicos de la Delegación Territorial.

Secretaria: Doña Verania Domínguez Sabugo
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 29 de enero de dos mil quince, por parte del representante de las organizaciones no gubernamentales en defensa del medio ambiente se hace constar que “al final del punto A.1.4.- PLAN PARCIAL SECTOR 2.- VALORIA LA BUENA.- (EXPTE. CTU 127/12), pág. 12 del Acta, no queda claro que el sometimiento del Plan Parcial a evaluación de impacto ambiental simplificada o decisión de sometimiento o no a evaluación de impacto ambiental (según la normativa aplicable) forma parte del acuerdo de la Comisión, debería para ello incluirse en la relación de subsanaciones requeridas, al margen de que se reproduzca íntegramente nuestra intervención, como se hace al final”, siendo aprobada por unanimidad con la corrección indicada anteriormente.
II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS PARCELA 5108 POLIGONO 6.- BOLAÑOS DE CAMPOS.- (EXPTE. CTU 75/14).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta minutos, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El objeto de la presente modificación tiene una triple finalidad, interrelacionadas entre sí:

· Reclasificación de una parcela de suelo rústico a urbano consolidado

· Creación de una nueva ordenanza agroalimentaria

· Calificación de la parcela que se reclasifica y de la colindante con la citada ordenanza


La justificación del objeto de la modificación, señala que la parcela que se reclasifica es colindante con el suelo urbano consolidado y cuenta con todos los servicios necesarios para justificar su condición de solar, de acuerdo con el art. 24 del RUCyL ya que cuenta con todos los servicios urbanísticos y tiene frente a vía pública.


Respecto a la creación de una nueva ordenanza, esta viene justificada por la necesidad de contar con un uso que permita edificaciones agroalimentarias, de gran demanda en el municipio y que no existen entre los usos permitidos por el planeamiento vigente. Esta nueva ordenanza permite la construcción de espacios destinados a actividades agrícolas y ganaderas de índole urbana, así como industrias de transformación, envasado y distribución de productos alimenticios, almacenes y talleres artesanales, hasta ahora de difícil materialización, debido a la ausencia de regulación específica para estos usos en las vigentes Normas Urbanísticas.


El cambio de calificación de la parcela colindante, de residencial Casco Urbano Tradicional, a Agroalimentaria, permitirá recoger en ella algunas empresas ya existentes en el municipio que se dedican a esta actividad.


La parcela que se reclasifica a suelo urbano cuenta con una superficie de 2.335 m2 


El interés público de la modificación se basa en la necesidad de favorecer la implantación de actividades agroalimentarias, materializándose en industrias mas pequeñas donde se mezclan actividades como la alimentación, la gastronomía y el turismo, verdaderos motores económicos y de desarrollo de municipios como Bolaños de Campos, y que se concreta en una adaptación de la normativa urbanística que posibilite la implantación de nuevas actividades productivas.


Se da cumplimiento a los art. 169, 172 y 173 del RUCyL. La documentación presentada se considera correcta y adecuada a la finalidad perseguida. Se justifica la innecesariedad del trámite ambiental.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada con fecha 27 de noviembre de 2014.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 12 de diciembre de 2014, el Norte de Castilla de 11 de diciembre de 2014, en el tablón de edictos del municipio y en la página web del ayuntamiento durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Informe de la Comisión  de patrimonio Cultural de fecha 10/09/2014, favorable
· Informe de CHD de fecha 18/08/2014, favorable 

· Informe de Subdelegación de Gobierno de fecha 1/09/2014, favorable
· Informe del Mº de Industria, D.G. de Telecomunicaciones de fecha 29/07/2014, favorable
· Informe de la Agencia de Protección Civil de fecha 25/08/2014, riesgo bajo o muy bajo por lo que si alguna actividad pudiera incrementar el riesgo deberá hacerse un análisis de riesgos. Se justifica en la memoria la ausencia de riesgos.

· Informe del S.T. de Medio Ambiente de fecha 22/08/2014, favorable
· Informe. del Servicio de Urbanismo de la Diputación de fecha 18/07/2014.

· Informe del Servicio Territorial de Fomento en el cual se indicó lo siguiente:


“1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial, de acuerdo con la citada Instrucción, aportando para ello certificado municipal suscrito por el Secretario.


2.- Dado que uno de los objetivos de la modificación propuesta es la reclasificación de terrenos será necesario, de acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León, aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local. 


3.- Será necesario indicar un retranqueo, tanto a linderos laterales como al frente, además del ya definido, a fondo”.


SEXTO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 29 de enero de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


SEPTIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 4 de febrero de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


OCTAVO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.


OCTAVO.- Conocida por el Ayuntamiento la propuesta del Servicio Territorial en trámite de audiencia, fue aportada el día 24 de febrero de 2015  nueva documentación al objeto de corregir las incidencias reseñadas en ella.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas en la parcela 5108 del polígono 6.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Bolaños de Campos, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación puntual de las Normas Urbanísticas en la parcela 5108 del polígono 6 de Bolaños de Campos, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León. 
A.1.2.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS SECTOR 3.- TRASPINEDO.- (EXPTE. CTU 13/14).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta y cinco minutos, los mismos no comparecieron. 


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio de Traspinedo tiene una población de 1.117 habitantes y cuenta con Normas Urbanísticas Municipales aprobadas definitivamente el 28 de marzo de 2004.


La presente modificación está promovida por Carlos García Fadrique y tiene como objeto establecer una nueva delimitación del Sector de Suelo Urbanizable Delimitado S-3 debido a que se propone el cambio en la clasificación de suelo de una parcela actualmente incluida en el Sector, pasando de Suelo Urbanizable Delimitado a Suelo Urbano Consolidado, así como establecer una nueva Actuación Aislada de Urbanización y Normalización Nº7 (NF-7) para incluir la mencionada parcela.


El Sector S-3 tiene con la actual delimitación una superficie de 40.492 m2 y lo que se pretende es excluir del mismo una parcela de 3.405 m2, ubicada en el lindero suroeste y con frente en la Calle Nueva nº8, cuyo propietario es el promotor de esta Modificación Puntual, quedando dicha parcela clasificada como Suelo Urbano Consolidado e incluida en la Actuación Aislada de Urbanización y Normalización Nº7 (NF-7).


Se establece para la parcela incluida en Suelo Urbano Consolidado la Ordenanza de Unifamiliar Aislada y se incluye en la Actuación Aislada (NF-7) para realizar las actuaciones de urbanización para que los terrenos alcancen la condición de solar y para realizar actuaciones de normalización de fincas por la apertura de un tramo de vial que atraviesa la parcela que estaba establecido en la ficha del Sector S-3 como determinación de ordenación general vinculante. 


La Actuación Aislada NF-7 tiene una superficie de 3.405 m2 y se establece una edificabilidad máxima de 681 m2 y un máximo de 4 viviendas.


La justificación de la conveniencia de la modificación se basa en que los terrenos que se pretenden clasificar como Suelo Urbano Consolidado tienen la condición de solar ya que cuentan con todos los servicios urbanos necesarios o pueden alcanzarlos mediante una actuación de gestión urbanística aislada.


El interés público se justifica en base a lo citado anteriormente y en el cumplimiento del art. 173 del RUCyL en el sentido de que no existe incremento de superficie edificable con destino privado ni de densidad de población, ya que no se modifican las condiciones de aprovechamiento.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 4 de mayo de 2014, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 18 de marzo de 2014, el Norte de Castilla de 10 de marzo de 2014, en el tablón de edictos del municipio y en la página web de la Diputación durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

-Confederación Hidrográfica del Duero- informe favorable de fecha 17 de marzo de 2014.

-Subdelegación del Gobierno en Valladolid, Área de industria y Energía- Informe favorable del 26 de febrero de 2014.

-Comisión Territorial de Patrimonio Cultural- Informe favorable en sesión celebrada el 12 de marzo de 2014.

-Servicio Territorial de Medio Ambiente- Informe de fecha 1 de julio de 2014 indicando que no existen elementos del valor del medio natural que puedan verse afectados por la modificación propuesta.

-Agencia de Protección Civil de la Junta de Castilla y León- Informa el 26 de enero de 2014 indicando que el municipio no tiene riesgo de inundaciones, tiene riesgo bajo de incendios forestales y riesgo medio de accidentes en el transporte de mercancías peligrosas por carretera y que por tanto deberá hacerse un análisis de riesgos sobre las zonas que se pretende actuar, en el que se incluyan tanto los riesgos naturales como los tecnológicos.

-ADIF- informe favorable de fecha 26 de febrero de 2014.

-Diputación de Valladolid – Sección de Urbanismo informa el 7 de marzo de 2014.

-Servicio Territorial de Fomento- Informe de fecha 10 de abril de 2014 en el cual se indicó lo siguiente:


“1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación o bien señalar su innecesaridad. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- La presente modificación establece una nueva delimitación del Sector de Suelo Urbanizable S-3 para excluir del mismo la parcela ubicada en la Calle Nueva nº8, justificada en que dicha parcela cumple con las condiciones reguladas en los artículos 24 y 25 del RUCyL para poder ser clasificada como Suelo Urbano Consolidado, sin embargo no se han presentado planos que justifiquen dichas condiciones y que reflejen las infraestructuras existentes, lo que deberá subsanarse.


Así mismo, es necesario señalar que las parcelas colindantes y con frente a la misma calle (los nº6 y nº10 de la Calle Nueva, ésta última ocupada por una vivienda existente), cuentan con las mismas condiciones que la parcela que se pretende incluir dentro de la categoría de Suelo Urbano Consolidado, sin embargo no han sido incluidas en la presente Modificación Puntual, por lo que se tendrá en cuenta y se reflejará en la documentación.


4.- La nueva delimitación establecida para el Sector 3 da lugar a una nueva parcela en la parte posterior de la que se clasifica como Suelo Urbano Consolidado, que tiene un fondo de unos 7,5 metros, por lo que deberá justificarse que ésta nueva parcela cuenta con dimensiones suficientes para ser edificable. En caso contrario, se revisará la ubicación de los viales vinculantes interiores al mismo, para que todas las parcelas incluidas en su interior tengan un fondo suficiente para ser edificables.


5.- El vial que se abre en la parcela de la Calle Nueva nº8, incluida en Suelo Urbano Consolidado, tendrá continuidad con la Calle José Zorrilla y seguirá su misma trayectoria.


Se considerará la posibilidad de establecer los viales interiores al Sector sólo vinculantes en la conexión y continuidad con los viales existentes exteriores al Sector y orientativos en el resto, para no comprometer posibles variaciones en el trazado viario propuesto en la redacción del Plan Parcial que establezca la ordenación detallada del Sector.


6.- La Actuación Aislada nº7 deberá incluir todos los terrenos en los que sea necesario realizar actuaciones de urbanización para que las parcelas alcancen la condición de solar. En particular, no se ha incluido el vial de la Calle Nueva en toda su anchura a partir de la intersección con la Calle José Zorrilla, constando en la documentación presentada que no se encuentra urbanizado.


7.- El artículo 122 del RUCyL establece un porcentaje de la edificabilidad residencial de cada sector de suelo urbanizable que debe reservarse para la construcción de viviendas con protección pública con un mínimo del 30 por ciento, sin embargo para el Sector S-3 modificado se establece un 10 por ciento, por lo que deberá ser subsanado ya que de conformidad con la Disposición Transitoria 1ª del RUCyL: “las modificaciones de cualesquiera instrumentos de planeamiento urbanístico deben también cumplir lo dispuesto en este Decreto, si bien tan sólo en aquellas determinaciones que sean objeto de modificación”


8.- Respecto a la documentación:

· En cumplimiento de lo señalado en el artículo 169 del RUCyL, se presentará toda la documentación de las Normas Urbanísticas Municipales que se modifica, en su estado actual y modificado, a la misma escala, tamaño y grafismo. Entre otros, la ficha modificada del Sector S-3 y el plano nº5 de “Ordenación del Suelo Urbano y Urbanizable”. 

El plano de la NF-7 se presentará a la misma escala, tamaño y grafismo que el resto de las Actuaciones Aisladas incluidas en las Normas Urbanísticas Municipales.

· En la documentación presentada se denomina al Sector S-3 modificado como S-31, al respecto será necesario aclarar si se trata de una errata o, en caso contrario, se incluirá dicho cambio de la denominación del Sector como uno de los objetos de la Modificación.

· La determinación de ordenación general de “Viario Mínimo Vinculante” establecida en el apartado 3.6.2 de la Memoria de la Modificación, se reflejará de igual manera que en la ficha vigente del Sector, en caso de que dichos viarios sigan teniendo la consideración de vinculantes.

· En los parámetros de Ordenación General establecidos para la Actuación Aislada NF-7 se eliminarán la densidad máxima de viviendas, el aprovechamiento medio máximo y las tipologías y deberá incluirse la Ordenanza de aplicación, que en todo caso se corresponderá con la reflejada en el plano de ordenación y en las Normas Urbanísticas Municipales vigentes.”


SEXTO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 22 de diciembre de 2014 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


SEPTIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 14 de enero de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


OCTAVO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en el Sector 3.


SEGUNDO.- Examinada la documentación presentada por el Ayuntamiento, respecto de lo informado por el Servicio Territorial de Fomento el pasado día 10 de abril de 2014, no resultan subsanados todos los extremos reseñados, lo cual impide su aprobación definitiva.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Traspinedo, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en el Sector 3 de Traspinedo, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 92 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de RJPAC:

1º.- Se comprueba que las prescripciones señaladas en los informes sectoriales relacionados, han sido incorporadas y subsanadas en el nuevo documento presentado de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, excepto en lo requerido en el informe de la Agencia de Protección Civil de la Junta de Castilla y León, ya que no se ha incluido un análisis de riesgos sobre las zonas que se pretende actuar.

2º.- Se comprueba en la nueva documentación presentada que se han subsanado todas las deficiencias relacionadas en el informe del Servicio Territorial de Fomento de 10 de abril de 2014, excepto en lo indicado en los puntos 2, 3, 5 y 6.

-En cuanto a lo indicado en el punto 2, no se ha incluido zonificación acústica del territorio objeto de la modificación, en cumplimiento de los artículos 7 y 8 de la Ley de Ruido de Castilla y León, ni se ha justificado su innecesariedad.

-Respecto a lo informado en el punto 3, no se han incluido en la modificación, las parcelas colindantes y con frente a la misma calle (los nº6 y nº10 de la Calle Nueva, ésta última ocupada por una vivienda existente), que cuentan con las mismas condiciones que la parcela que se pretende incluir dentro de la categoría de Suelo Urbano Consolidado.

-Respecto a lo indicado en el punto 5, el vial que se abre en la parcela de la Calle Nueva nº8 no sigue la misma trayectoria que la Calle José Zorrilla, a la que da continuidad.

-En cuanto al apartado 6, en la Actuación Aislada nº7 no se han incluido todos los terrenos en los que es necesario realizar actuaciones de urbanización para alcanzar la condición de solar. En particular, no se ha incluido el vial de la Calle Nueva en toda su anchura a partir de la intersección con la Calle José Zorrilla, que no se encuentra urbanizado.

3º.- Se observan asimismo en la nueva documentación presentada las siguientes deficiencias que deberán ser subsanadas:

-El plano 5 modificado de las Normas Urbanísticas Municipales, denominado Ord-01, incluye un cuadro resumen de Sectores de Suelo Urbanizable Delimitado y de Actuaciones Aisladas, que deberá modificarse para incluir la nueva NF-7 y para reflejar la nueva superficie del Sector S-3.

Ese mismo plano deberá denominarse plano 5 modificado de las Normas Urbanísticas Municipales y reflejar dicha denominación con el mismo grafismo que en el plano vigente.

-El plano incluido en la Memoria Vinculante de la ficha del Sector S-3 modificada, no se corresponde con el plano Ord-3.

A.1.3.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS RECATEGORIZACION SUELO RUSTICO.- CASTRONUÑO.- (EXPTE. CTU 67/13).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cuarenta minutos, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El objeto de la modificación es el cambio de categoría de suelo rústico de determinadas parcelas del término municipal de Castronuño, ordenado mediante Normas Urbanísticas Municipales, que actualmente se encuentran incluidas como Suelo Rústico de Protección Natural para incluirlas en la categoría de Suelo Rústico Común.


La superficie total de las parcelas incluidas en la modificación es de 46.32 Has y se encuentran situadas al éste del núcleo urbano, colindante con Suelo Rústico Común, y limitado por la carretera CL-602.


La justificación aportada en el documento es la falta de valores naturales que propicien la inclusión de las parcelas en la categoría de Protección Natural, ya que no cuentan ni con arbolado ni con ningún otro valor que merezca ser protegido. Se señala en la memoria que el motivo por el que se ha realizado la presente modificación es posibilitar la construcción de determinadas instalaciones vinculadas al suelo rústico, que con la actual categoría no sería posible.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión ordinaria celebrada con fecha 20 de diciembre de 2013, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León, en el diario el Norte de Castilla y en la página web www.castronuno.com, durante el cual no se presentaron alegaciones según certificado municipal.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1. del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- A su vez, y de conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes:

· Informe de la Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 11/09/2013, favorable.

· Informe del Servicio de Urbanismo de la Diputación Provincial de fecha 17/07/2013, favorable.

· Informe de la D.G. del Medio Natural de fecha 16/12/2013, favorable.

· Informe de Subdelegación de Gobierno de fecha 16/07/2013, favorable.

· Informe de CHD de fecha 13/11/2013, favorable.

· Informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente de fecha 16/12/2013, emitido en sentido favorable.

· Informe del Servicio Territorial de Fomento de 29 de octubre de 2013 que señala que:


1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación o bien señalar su innecesaridad. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- Se subsanará el error de citar de nuevo el título de la memoria informativa en vez de la memoria vinculante y se renumerarán los apartados incluidos en la memoria vinculante empezando por el número 1 en vez de como continuación de la memora informativa”.


SEXTO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril, con el quórum exigido por el art. 47.2.ll) del citado texto legal, en sesión ordinaria celebrada el día 12 de junio de 2014 . 


SÉPTIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en las Dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León del día 27 de agosto de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva habiéndose subsanado las deficiencias señaladas en el Informe del Servicio Territorial de Fomento, en concreto:

· Se aportan todos los informes que se consideran necesarios, indicando la innecesariedad de aquellos que no han sido aportados por no concurrir afecciones en su ámbito sectorial. 

· Se aporta la zonificación acústica de la zona. 

· Se subsana el error de citar de nuevo el título de la memoria informativa en vez de la memoria vinculante y se renumeran los apartados incluidos en la memoria vinculante empezando por el número 1, en vez de como continuación de la memora informativa.


OCTAVO.- En la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 24 de septiembre de 2014, tras el correspondiente debate y votación, con la abstención de Dª. Eva Miguel Cuñado y emitido voto particular por D. Miguel Angel Ceballos Ayuso, la COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO NO ADOPTA ACUERDO, SI NO QUE SOLICITA INFORME A LA D.G. DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO DE LA CONSEJERIA DE FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE, que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del acuerdo durante dos meses.
No obstante lo anterior, se señalan las deficiencias detectadas en el Informe- Propuesta del Servicio Territorial de Fomento:

· Se debe aportar un ejemplar más de la documentación gráfica (planos 01 a 04)

· Se ha de remitir la certificación de la correspondencia del soporte digital con los documentos en formato papel aprobados definitivamente por la Comisión, o bien la certificación de los archivos digitales mediante firma electrónica, remisión que de conformidad con lo establecido en el artículo 402.4 del RUCyL deberá realizarse previamente a la publicación del acuerdo de aprobación definitiva en el BOCyL, con el fin de su incorporación al Registro de Urbanismo de Castilla y León y proceder a su publicación.

· Se aportará la página del encabezamiento del documento escrito donde figuran el título y los datos de los autores en la que se recoja “Memoria modificada para aprobación definitiva” en vez de “inicial”, por triplicado ejemplar.


NOVENO.- Con fecha 30 de octubre de 2014 se emite informe de la D.G. de Urbanismo informando que respecto del voto particular emitido en relación con la aprobación definitiva del documento de modificación puntual de NUM de Castronuño, deberá hacerse consulta al órgano ambiental, de forma previa a su aprobación definitiva, para verificar si es necesario someter el expediente a evaluación ambiental o si es posible declarar la innecesariedad del trámite, al tratarse de una modificación menor del instrumento de planeamiento, señalándose lo siguiente:

“INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE EL VOTO PARTICULAR FORMULADO EN LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID DURANTE LA TOMA DE ACUERDO SOBRE LA APROBACIÓN DEFINITVA DE LA MODIFICACIÓN DE LAS NUM DE CASTRONUÑO PARA LA RECATEGORIZACIÓN DE DIVERSAS PARCELAS DE SUELO RÚSTICO
La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo -CTMAU- de Valladolid en su sesión de 24 de septiembre de 2014, en relación al acuerdo para la aprobación definitiva de una modificación de las Normas Urbanísticas Municipales -NUM- de Castronuño -Valladolid-, solicita informe del centro directivo competente en materia de urbanismo, ante la falta de unanimidad y la formulación de voto particular por  uno de los vocales del órgano colegiado.

Este informe se emite de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.b. del artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

El voto particular del vocal representante de las asociaciones y organizaciones no gubernamentales cuyo objeto es la defensa del medio ambiente,  propone que la CTMAU adopte el acuerdo de suspender la aprobación definitiva del PGOU, según lo previsto en el apartado 3.b. del artículo 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León -RUCyL-. El resto de los miembros presentes del órgano colegiado propuso acordar la aprobación definitiva de acuerdo con el apartado 3.a. del citado artículo, se entiende que pendiente de resolver algunas cuestiones formales del documento a publicar -según la propuesta del Servicio Territorial de Fomento-.

Se transcribe el contenido del voto particular -pendiente de aprobación el Acta de esa sesión-:

«El objeto de la Modificación es el cambio de clasificación de 46,32 hectáreas de Suelo Rústico con Protección Natural a Suelo Rústico Común. Dicho cambio de clasificación conlleva una notable alteración del régimen de usos, de manera que algunos en este momento prohibidos como las actividades extractivas, la vivienda unifamiliar aislada o los usos comerciales, industriales y de almacenamiento pasarían a considerarse autorizables.

De acuerdo a lo previsto en el artículo 52 bis. 1 .b)2° de la Ley de Urbanismo de Castilla y León y el artículo 157.2.2° del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, serán objeto de evaluación ambiental las modificaciones de instrumentos de planeamiento general que modifiquen la clasificación de terrenos clasificados como suelo rústico con protección natural, entre otros supuestos.

Hay que notar que la Memoria Vinculante de las Normas Urbanísticas Municipales justifica la clasificación vigente en base a la vocación territorial de cada una de las unidades ambientales diferenciadas, incluyendo en la categoría de suelo rústico con protección natural las unidades de mayor calidad ecológica y paisajística, procurando la consecución de unidades territoriales coherentes, evitando la aparición de islas de suelo rústico común dentro de zonas de suelo protegido y viceversa (las negritas son del original).

A este criterio técnico, resultado de un detallado análisis ambiental del territorio, el promotor sólo opone su convicción sobre "la falta de valores naturales que propicien la inclusión de las parcelas en la categoría de Protección Natural, ya que no cuentan ni con arbolado ni con ningún otro valor que merezca ser protegido". El instrumento adecuado para solventar esta aparente controversia es la evaluación ambiental, por lo que de acuerdo a los preceptos legales señalados proponemos que se suspenda la aprobación definitiva del expediente hasta que se cumplimente agtilig1211~el trámite ambiental preceptivo.

De cara a dicho trámite, consideramos que debería abordarse la función de enlace o corredor ecológico de las parcelas objeto de la Modificación entre la Reserva Natural de las Riberas de Castronuño - Vega del Duero y la Zona de Especial Protección para las Aves (ZEPA) "Tierras de Campiñas" (ES0000204) en el municipio, situadas respectivamente al norte y sur del ámbito de la Modificación.

Finalmente, la Modificación ha sido sometida a información pública por el plazo de un mes, en lugar del mínimo de dos meses preceptivos de acuerdo al artículo 58.3 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en relación al artículo 52.2.a) de la misma Ley.»

De acuerdo con la memoria, el documento técnico “tiene por objeto establecer una propuesta de modificación del régimen urbanístico establecido por las Normas Urbanísticas Municipales a una serie de parcelas pertenecientes al término municipal de Castronuño a fin de dotarlas de una nueva categoría de suelo pasándolas de Suelo Rústico de Protección Natural a Suelo Rústico Común”

…

“En total ocupan todas ellas una superficie total de 463.157 m2, es decir 46,32 Has”.

Por razón de la materia, no podemos pronunciarnos sobre si esta modificación tiene efectos relevantes sobre el medio ambiente, ni sobre si estos son compatibles con la conservación de los valores que pudieran existir. Sin embargo, sí debemos informar sobre la tramitación de un expediente urbanístico cuyo objeto es el que se ha indicado.

Haremos una referencia inicial al contenido urbanístico del expediente puesto que determina en cierta manera en cual puede ser su tramitación ambiental. El RUCyL en su artículo 169 establece que para la modificación de los instrumentos de planeamiento urbanístico debe contenerse “La justificación de la conveniencia de la modificación, acreditando su interés público”. Cuando un ámbito tiene la clasificación de suelo rústico de protección natural, ésta puede ser modificada, pero para ello debe verificarse la inexistencia de los valores que lo hicieron objeto de protección por esa específica causa -o la compatibilidad del cambio propuesto-. En este caso, la motivación necesaria del planeamiento requiere hacer una consideración técnica de sí realmente existen unos valores determinados y en su caso, si los cambios que se introducen pueden dañarlos. Hay dos informes sectoriales en el expediente sobre materias medioambientales que ya se pronuncian sobre la inexistencia y admiten la modificación de la categoría de suelo; en consecuencia, no parecen existir razones que impidan esta modificación.

No obstante, debemos tener en cuenta que artículo 157 del RUCyL, que en su apartado 2.2º. señala que serán objeto de evaluación ambiental las modificaciones de los instrumentos de planeamiento que “modifiquen la clasificación de … terrenos clasificados como suelo rústico de protección natural”. En este caso, no se cambia estrictamente la clase de suelo, porque sólo hay tres y se mantiene la de rústico, se cambia la categoría.  Pero también debemos considerar la tramitación que en los órganos ambientales y en la doctrina jurisprudencial se ha ido consolidando en el tiempo, sobre la aplicación de la legislación sobre evaluación ambiental. En relación a esto, vemos que en la tramitación llevada a cabo, no consta que en el expediente se haya hecho consideración sobre la existencia de efectos significativos en el medio ambiente que establece la legislación sobre evaluación ambiental, o que se considere una modificación menor que puede ser eximida. A la vista de los informes existentes seguramente sea así, pero debería haberse consultado al órgano competente de la administración para que en su caso, declare la innecesariedad de la evaluación. 

En consecuencia, informamos que no puede ser aprobado el expediente sin haber sido realizada la consulta y en su caso, determinado el no sometimiento al procedimiento de  evaluación ambiental de la modificación de las NUM. Si se determinara que el expediente debe someterse a evaluación ambiental, la información pública urbanística debería ser de dos meses como mínimo como señala el voto particular, de acuerdo con el artículo 52.2.a. de la LUCyL.

La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, respecto al voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 24 de septiembre de 2014, en el acuerdo para la aprobación definitiva de la modificación de las  Normas Urbanísticas Municipales de Castronuño -Valladolid-, informa que antes de su aprobación definitiva debería hacerse consulta al órgano ambiental para verificar si es necesario someter el expediente a evaluación ambiental o es posible declarar la innecesariedad del trámite, tratándose de una modificación menor del instrumento de planeamiento.”


DECIMO.- Consultado el órgano ambiental se dicta la ORDEN FYM/28/2015 de 19 de enero por el que se adopta la decisión de NO SOMETER A EVALUACION AMBIENTAL la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales de Castronuño, promovida por Dª María Lourdes Mateo Rubio y publicada en el BOCyL nº 21 de 2 de febrero de 2015.


UNDECIMO.- Con fecha 22 de diciembre de 2014 se remite la documentación requerida en el Informe- Propuesta del Servicio Territorial de Fomento.


DUODECIMO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales para la recategorización de diversas parcelas en suelo rústico.


SEGUNDO.- A la vista de la última documentación aportada puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Castronuño, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, con las abstenciones de Eva Miguel Cuñado y Fernando Polanco Uya y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales para la recategorización de diversas parcelas en suelo rústico de Castronuño, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

El representante de las ONGs en materia de medio ambiente manifiesta que “Aceptando las conclusiones del informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, que como es habitual debería ser transcrito en el Acta, manifestamos nuestra abstención en el expediente por no habérsenos consultado en el trámite ambiental, como es preceptivo, motivo por el que hemos recurrido en vía administrativa la Orden FYM/28/2015, de 19 de enero por el que se adopta la decisión de no someter a evaluación ambiental la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales de Castronuño”.
A.1.4.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS PARCELA 115 DEL POLIGONO 10.- ALCAZAREN.- (EXPTE. CTU 14/14).

 Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cuarenta y cinco minutos, los mismos no comparecen.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio de Alcazarén tiene una población de 707 habitantes y cuenta con Normas Urbanísticas Municipales aprobadas definitivamente el 26 de agosto de 2004.


La presente modificación está promovida por Hermanos Ruano Fernandez y tiene como objeto cambiar la clasificación de parte de la Parcela 115 del Polígono 10, de Suelo Rústico Común a Suelo Urbano Consolidado.


La parcela está ubicada al sur del casco urbano, en colindancia con el mismo, tiene un total de 67.326 m2 y lo que se plantea en esta modificación es el cambio de clasificación de una parte de 3.516,85 m2, que se corresponde con un fondo de 30 metros medidos desde la vía pública.


La Ordenanza de aplicación establecida es la de Edificación Aislada –AS.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2014, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 13 de junio de 2014, el Norte de Castilla de 15 de mayo de 2014, en el tablón de edictos del municipio y en la página web del Ayuntamiento durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

-Subdelegación del Gobierno en Valladolid, Área de industria y Energía- Informe favorable del 20 de marzo de 2014.

-Comisión Territorial de Patrimonio Cultural- Informe favorable en sesión celebrada el 11 de junio de 2014.

-Agencia de Protección Civil de la JCyL- Informa el 20 de marzo de 2014 indicando que el municipio no tiene riesgo de inundaciones, tiene riesgo bajo de incendios forestales y que ninguna de las actuaciones que se planifiquen, ni los diferentes usos que se asignen al suelo deben incrementar el riesgo hacia las personas, sus bienes y el medio ambiente.

-Diputación de Valladolid – Sección de Urbanismo informa el 14 de marzo de 2014.
Se comprueba que las prescripciones señaladas en los informes sectoriales relacionados, han sido incorporadas y subsanadas en el nuevo documento presentado de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales.

-Servicio Territorial de Fomento- Informe de 3 de junio de 2014 en el cual se indicó lo siguiente:


“1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL, de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- En la memoria vinculante se indica que la parcela cumple con lo exigido en los artículos 23, 24 y 25 del RUCyL para poder clasificarse como Suelo Urbano Consolidado, lo que deberá acreditarse y justificarse técnicamente con planos de infraestructuras y fotografías.


4.- En los planos presentados consta la apertura de un vial en fondo de saco de 8 metros de ancho y 30 metros de fondo, perpendicular a la calle, sin que se haga referencia a dicho vial en la Memoria Vinculante. Al respecto se indica que dicho vial no cumple lo exigido en el apartado 1.2.5 del SI-5 “Intervención de los Bomberos” del Real Decreto 214/2006, de 17 de marzo por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, que regula que “en las vías de acceso sin salida de más de 20 metros de largo se dispondrá de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos del servicio de extinción de incendios.”


5.- En cumplimiento del artículo 169 del RUCyL se presentará toda la documentación de las Normas Urbanísticas Municipales que se modifica, en su estado actual y modificado, a la misma escala, tamaño y grafismo. (Entre otros los planos nº 1-2, 3 y 12).”


SEXTO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 22 de enero de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


SEPTIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 3 de febrero de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


OCTAVO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en la parcela 115 del polígono 10.


SEGUNDO.- Examinada la documentación presentada por el Ayuntamiento respecto de lo informado por el Servicio Territorial de Fomento, no resultan subsanados todos los extremos reseñados, lo cual impide su aprobación definitiva.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Alcazarén, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en la parcela 115 del polígono 10 de Alcazarén, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 92 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de RJPAC:

-Se comprueba en la nueva documentación presentada que se han subsanado todas las deficiencias relacionadas en el informe del Servicio Territorial de Fomento de 3 de junio de 2014, excepto en lo indicado en el punto 4, en cuanto a que se proyecta un vial en fondo de saco de 8 metros de ancho y 30 metros de fondo, que no cumple lo exigido en el apartado 1.2.5 del SI-5 “Intervención de los Bomberos” del Real Decreto 214/2006, de 17 de marzo por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, que regula que “en las vías de acceso sin salida de más de 20 metros de largo se dispondrá de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos del servicio de extinción de incendios”.

A.1.5.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS Nº 4.- QUINTANILLA DE ONESIMO.- (EXPTE. CTU 123/14).

 Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cincuenta  minutos, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El objeto del documento se refiere a dos aspectos:

· Modificar en la ordenanza de Suelo Urbano Consolidado - Área de Conexión, para las edificaciones tipo nave o almacén, el acabado de las cubiertas, establecido en las normas vigentes en cubierta inclinada de teja, por otro más adecuado a la tipología edificatoria de naves (cubiertas ligeras).

· Modificar en las condiciones de edificación de los usos en Suelo Rústico Común, diversos parámetros para los usos de naves y almacenes tales como: ocupación, incluir un límite del 50% sobre parcela; retranqueos a linderos, para pasar de 6 m. a 3 m; superficie máxima de edificación en naves y almacenes, para establecerla en función de las condiciones de ocupación y de edificabilidad por tramos en vez de los 2000 m2 máximos establecidos y altura máxima de edificación, para pasar de 8 a 10 m. en naves. Y para los usos de interés público o social cambiar los retranqueos a linderos, pasando de 6 m. a 3 m. y la altura máxima posibilitando, en casos excepcionales y técnicamente justificados alturas superiores a la máxima establecida (10 m.).

La justificación aportada para realizar los cambios citados, es la necesidad de poder materializar edificaciones destinadas a naves o almacenes, en suelo rústico común, ya que con las condiciones de edificación, actualmente establecidas, y por el parcelario de rústica del municipio es prácticamente imposible materializar naves que resuelvan las necesidades y requerimientos actuales de la población.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 25 de noviembre de 2014, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 27 de noviembre de 2014, en El Dia de Valladolid de 26 de noviembre  de 2014, en el Boletín Oficial de la Provincia de 27 de noviembre de 2014,  en la página web de la Diputación y en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento durante el cual se ha presentado una alegación por D. Miguel Angel Ceballos Ayuso en representación de Ecologistas en Acción, la cual ha sido resuelta y consta en el expediente.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural - Informe favorable en sesión celebrada el 10 de diciembre de 2014.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente - Informe favorable de fecha 5 de diciembre de 2014

· Confederación Hidrográfica del Duero - Informe favorable de fecha 9 de diciembre de 2014. 

· Diputación de Valladolid – Servicio de Urbanismo informa el 9 de diciembre de 2014.

· Subdelegación de Gobierno de fecha 18 de diciembre  de 2014.

· Demarcación de carreteras del Estado de fecha 10 de diciembre  de 2014.
· ADIF de fecha 27 de noviembre de 2014

· S.T. de Fomento, Sección de carreteras,  de fecha 28 de noviembre de 2014

· Informe del Servicio Territorial de Fomento, de fecha 9 de diciembre de 2014 que señala:


"1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial, de acuerdo con la citada Instrucción, aportando para ello certificado municipal suscrito por el Secretario.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León, se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, o bien justificar su innecesariedad, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local. 


3.- Se incluirá en el art. 2.2 la acreditación del interés público a la justificación de las modificaciones planteadas.


4.- Se suprimirá o se modificará la referencia que se hace en el art. 2.2 de la memora vinculante a las Normas Subsidiarias de ámbito provincial.


5.- Dado que en las Normas Urbanísticas Municipales no existen condiciones de edificación para usos en las distintas categorías de suelo rústico de protección, sería conveniente que se incorporara, bien en esta modificación o en otra modificación que se tramitara al efecto, a fin de recoger, al menos, los parámetros de edificación señalados en el art. 124 del RUCyL.”


SEXTO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 7 de enero de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. Con fecha 20 de enero de 2015, se adopta nuevo acuerdo de aprobación provisional por el Pleno del Ayuntamiento a la documentación complementaria aportada.


SEPTIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 13 de enero de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la presentada el día 20 de enero de 2015, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.

OCTAVO.- En la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 29 de enero de 2015, tras el correspondiente debate y votación, con la abstención de Dª. Eva Miguel Cuñado y emitido voto particular por D. Miguel Angel Ceballos Ayuso, de acuerdo con el artículo 5.5.b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las CTMAyU, la COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO NO ADOPTA ACUERDO, SI NO QUE SOLICITA INFORME A LA D.G. DE VIVIENDA , ARQUITECTURA Y URBANISMO DE LA CONSEJERIA DE FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE, que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del acuerdo durante dos meses; emitido el informe, se devolverá el expediente a la Comisión para que prosiga las actuaciones, sin que sea ya aplicable esta regla en el caso de que se formule nuevamente algún voto particular.

NOVENO.- Con fecha 23 de febrero de 2015 se emite informe de la D.G. de Urbanismo informando que respecto a las tres cuestiones señaladas en el voto particular emitido en relación con la aprobación definitiva del documento de modificación puntual nº 4 de NUM de Quintanilla de Onésimo, informa que no hay cuestiones de legalidad y oportunidad supramunicipal que impidan su aprobación definitiva, señalándose lo siguiente:

“INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE EL VOTO PARTICULAR FORMULADO EN LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID EN EL ACUERDO SOBRE LA APROBACIÓN DEFINITVA DE LA MODIFICACIÓN Nº 4 DE LAS NUM DE QUINTANILLA DE ONÉSIMO
La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo -CTMAU en adelante- de Valladolid en su sesión de 28 de enero de 2015, en relación al acuerdo para la aprobación definitiva de la Modificación nº 4 de las Normas Urbanísticas Municipales -NUM en adelante- de Quintanilla de Onésimo -Valladolid-, solicita informe del centro directivo competente en materia de urbanismo, ante la falta de unanimidad y la formulación de voto particular por  uno de los vocales del órgano colegiado.

Este informe se emite de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.b. del artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

El voto particular del vocal representante de las asociaciones y organizaciones no gubernamentales cuyo objeto es la defensa del medio ambiente,  propone que la CTMAU adopte el acuerdo de no aprobar la modificación de las NUM, según lo previsto en el apartado correspondiente del artículo 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León -RUCyL en adelante-. 

Se transcribe el contenido del voto particular:

 “Conforme señala el artículo 23.2.e) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en la redacción dada por el artículo 19.1 de la Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre  rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo, vigente desde el 19 de octubre de 2014, la vivienda unifamiliar aislada no vinculada a otro uso autorizable es un uso prohibido en suelo rústico, al no estar comprendido entre los usos permitidos ni autorizables.

La Ley de Urbanismo de Castilla y León establece un régimen mínimo de protección del suelo rústico (artículo 24), que actúa como límite sobre los usos del suelo y vincula al planeamiento urbanístico (artículo 7) por el principio de jerarquía normativa. No obstante, la Modificación pretendida mantiene como uso autorizable en suelo rústico común la construcción destinada a vivienda unifamiliar aislada, sin mención a la necesaria vinculación a otro uso autorizable, lo que no es conforme con la normativa urbanística aplicable. 

En consecuencia, el documento de planeamiento, y, en concreto, la norma que establece los usos autorizables y prohibidos en suelo rústico común, debería ser modificada en el sentido de considerar como un uso prohibido en suelo rústico la vivienda unifamiliar aislada no vinculada a otro uso autorizable.

Por otro lado, la Ley de Urbanismo de Castilla y León supedita la autorización de usos excepcionales en suelo rústico a una serie de condiciones de superficie mínima de parcela, ocupación máxima de parcela y distancias mínimas al dominio público y a las parcelas colindantes, para asegurar el carácter aislado de las construcciones y el mantenimiento de la naturaleza rústica de los terrenos (artículo 25.3).

La Modificación propuesta propone flexibilizar de manera notable dichas condiciones, para facilitar la implantación de naves: rebajando la separación a linderos de 6 a 3 metros, e incluso a menos en parcelas con frente inferior a 15 metros (en contradicción con el artículo 24.3 de la Ley de Urbanismo); omitiendo la parcela mínima; y estableciendo una ocupación máxima del 50 por ciento para cualquier tipo de parcela, independientemente de su tamaño, dado el mecanismo previsto de traspaso de edificabilidad entre parcelas.

La mejora de las condiciones edificatorias de las parcelas pequeñas puede lograrse mediante procedimientos de agregación parcelaria.

Finalmente, la Modificación ha sido sometida a información pública por el plazo de un mes, en lugar del mínimo de dos meses preceptivos de acuerdo al artículo 58.3 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en relación al artículo 52.2.a) de la misma Ley.”
No es el objeto de este informe revisar todo el documento de planeamiento, sino interpretar la aplicación de los artículos que regulan los aspectos concretos respecto de los que se ha discrepado con la posición mayoritaria de los miembros de la CTMAyU.

a) La prohibición de las construcciones destinadas a vivienda unifamiliar aislada en suelo rústico.

Debemos señalar que la modificación tiene como objeto y justificación lo señalado en su memoria; es decir se modifican unas determinaciones concretas, pero no es su objeto la adaptación de las NUM de Quintanilla de Onésimo aprobadas definitivamente el 28 de abril de 2005 a la normativa urbanística vigente, modificada varias veces después fecha de su entrada en vigor. En este caso se modifica un parámetro edificatorio en suelo urbano consolidado y varios parámetros edificatorios en suelo rústico común.

En el planeamiento urbanístico es posible y más adecuado, ante circunstancias concretas dar soluciones específicas, sin esperar a la revisión o adaptación de los instrumentos de planeamiento general, de mayor complejidad en cuanto a contenido y tramitación. El planeamiento tiene vigencia indefinida, lo que no significa que los actos derivados del mismo puedan incumplir la normativa de carácter general vigente en el momento de dictarse, aún en caso de que el instrumento vigente no se adapte a esa normativa. Respecto a la cuestión planteada, no existe duda o conflicto normativo alguno: la LUCyL es de rango superior a cualquier instrumento de planeamiento urbanístico y la prohibición de viviendas no vinculadas en suelo rústico es de aplicación directa a las licencias urbanísticas en toda la Comunidad, con independencia de lo que establezcan los instrumentos de planeamiento municipales vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de esa norma.

En todo caso es posible modificar parcialmente el planeamiento sin adaptar el instrumento a las nuevas normas; la legislación anterior denominaba a tales modificaciones “puntuales”, reflejando que puede alterarse sólo ciertas determinaciones concretas con efecto acotado, no siendo necesario revisar todo el Plan o cambiar cuestiones ajenas a su objetivo concreto.

Actualmente ese criterio se formula con claridad en el apartado b) de la Disposición transitoria primera de la Ley 7/2014 de 12 de septiembre de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo:

Adaptación a la ley. 

Los municipios deberán adaptarse a lo dispuesto en esta ley cuando procedan a elaborar o revisar su planeamiento general. No obstante: 

a) … 

b) Las modificaciones de cualesquiera instrumentos de planeamiento que se aprueben antes de dicha adaptación deberán cumplir lo dispuesto en esta ley, pero solo en cuanto a las determinaciones que sean objeto de modificación.

En este caso, las determinaciones modificadas son algunos parámetros que afectan al volumen de los usos constructivos en el suelo rústico común, pero no se pretende adaptar a la normativa la estructura de las categorías de esa clase de suelo o el régimen de los usos, dentro de estas. 

Como por encima de las determinaciones de las NUM vigentes, se debe aplicar lo establecido en el artículo 23 de la LUCyL actual, y puesto que ésta no permite las viviendas unifamiliares no vinculadas a los otros usos posibles, no es preciso adaptar las NUM formalmente en ese apartado, puesto que no se está modificando ahora la regulación de los usos sino las condiciones de edificación de los usos; con una redacción u otra, tendría idéntico resultado de aplicación a las licencias que se tramiten con el instrumento de planeamiento vigente a partir de la entrada en vigor de la legislación modificada en 2014.

b)  La modificación de las condiciones edificatorias de las parcelas del suelo rústico común.

La modificación tiene como objeto cambiar los parámetros de ocupación, condiciones de edificabilidad, retranqueo, superficie y altura máxima de edificación en la categoría de suelo rústico común para 2 usos: naves y almacenes y edificaciones de interés público o social.

Se fundamenta en la existencia de actividades agrarias -vitícolas- en el municipio, que necesitan esas nuevas condiciones más adecuadas a sus actuales requerimientos, para garantizar sus posibilidades de implantación y ampliación con la configuración catastral existente, cuestiones asociadas a los aspectos económicos y de empleo de tal uso.

Se trata de suelo rústico común no afectado por protecciones supramunicipales, por lo que estamos ante aspectos discrecionales que la normativa urbanística permite concretar para “asegurar el carácter aislado de las construcciones y el mantenimiento de la naturaleza rústica de los terrenos”. No se cuestiona el objeto o interés público de la modificación, sino los parámetros concretos decididos por el Pleno municipal por unanimidad, tal cuestión discrecional, al no existir referencias de aplicación en la normativa urbanística general, no corresponde a la Comunidad Autónoma sino al Ayuntamiento valorar; no hay aspectos de legalidad o supramunicipales que se estén aplicando, sino distinta opinión para garantizar el carácter aislado.

Hay alguna cuestión terminológica discutible en el expediente, no se debe hablar de edificabilidad en suelo rústico sino sería más correcto indicar parámetros y condiciones de los usos permitidos y autorizables; tampoco es claro el término de “traspaso de edificabilidad” entre parcelas, sería más correcto indicar que esos parámetros de superficie edificable máxima se puede aplicar sobre fincas discontinuas; criterio vigente en bastantes instrumentos de planeamiento que reconocen esa discontinuidad característica de las actividades agrícolas y la posible vinculación de las edificaciones para ese uso a un conjunto de fincas que constituyen la explotación a la que se vincula por ser necesaria.

En todo caso se fija un parámetro de ocupación del 50 % máximo sobre parcela que es independiente de la “edificabilidad”; ese parámetro garantiza el carácter aislado y puede ser suficiente, oportuno y adecuado, como ha considerado el Ayuntamiento basándose en la configuración parcelaria existente, fundamento fáctico aplicado en sede municipal en el que se basa esta ordenación. No hay criterios legales que indiquen que deba ser un 60 % o un 40 % y el parámetro de ocupación sobre parcela garantiza que aún con la intensidad máxima sobre las fincas discontinuas -traspaso de edificabilidad-, el volumen materializado en parcela es compatible con garantizar su carácter aislado, puesto que al menos la mitad de la superficie de la parcela no estará ocupada.

Como afirma el voto particular “La mejora de las condiciones edificatorias de las parcelas pequeñas puede lograrse mediante procedimientos de agregación parcelaria”, pero la normativa urbanística no prohíbe esta otra forma de ordenar que admite la realidad existente de explotaciones agrícolas discontinuas, donde el uso edificatorio se sitúa en una finca determinada vinculando todas; no parece necesario exigir una especie de reparcelación donde el agricultor cambie algunas de sus finca por las colindantes para poder edificar.

c) Plazo mínimo de la información pública

Para la última cuestión se debe determinar el plazo mínimo de la información pública para esta modificación de planeamiento general, aplicando lo establecido en las  letras a) o b) de apartado 2 de los artículos 52  de la Ley de Urbanismo de Castilla y León -LUCyL- y el 155 de su Reglamento, en relación con el 58.3 de la LUCyL.

La redacción del apartado 2 del artº. 52 de la LUCyL es interpretada en el voto particular como que todos los expedientes de modificaciones de planeamiento general también requieren 2 meses de información pública.

“Artículo 52. Aprobación inicial e información pública. 

2. A tal efecto, el Ayuntamiento publicará anuncios al menos en el «Boletín Oficial de Castilla y León», en uno de los diarios de mayor difusión en la provincia y en su página Web, o en su defecto en la página Web de la Diputación Provincial. La duración del período de información pública será: 

a) De dos a tres meses para el planeamiento general y sus revisiones, así como para los demás instrumentos de planeamiento urbanístico sometidos a evaluación ambiental. 

b) De uno a tres meses para los demás instrumentos de planeamiento urbanístico.”

Al entender que se requieren 2 meses mínimo, consideran que el plazo para todas las modificaciones es siempre el mismo de los instrumentos de planeamiento general, por ser la misma tramitación según el artículo 58.3 de la LUCyL; el apartado 2.b). del 52 no sería posible aplicarlo a modificaciones al no tratarse de "... demás instrumentos de planeamiento", que se referiría sólo a los instrumentos que no son "planeamiento general"; todas las modificaciones estarían en el apartado 2.a).

Se trata del procedimiento y en concreto relacionado con el trámite ambiental, por lo que debe acudirse al artículo que regula ese trámite en el planeamiento urbanístico. En la LUCyL  específicamente el artº. 52 bis define como instrumentos de planeamiento general que tienen efectos sobre el medio ambiente 2 clases de instrumentos:

“a) Los instrumentos de planeamiento general y sus revisiones, en todo caso.
b) Las modificaciones de instrumentos de planeamiento general en las que concurran alguna de las siguientes circunstancias:…”.

Por tanto, con respecto a la Evaluación Ambiental hay 3 categorías: 

· Planeamiento general y revisiones.

· Modificaciones de planeamiento general sometidas a evaluación.

· Modificaciones de planeamiento general no sometidas.

En cuanto a la información pública las modificaciones no sometidas a evaluación, consideraría el voto discrepante que requieren a la misma tramitación que el planeamiento sometido; pero puesto que medioambientalmente son otro tipo, pertenecen a los  que el apartado b) incluye como "demás  instrumentos", porque el grupo a) son sólo los “sometidos a evaluación”.

El artículo 52 sí tiene en cuenta esta diferencia de plazos; el párrafo IV de la exposición de motivos de la Ley 4/2008 de modificación de la LUCyL que estableció los plazos actuales del apartado 2, fundamenta: "… la ampliación a dos meses del plazo de información pública para los instrumentos que estén sometidos a evaluación ambiental"; cuando se afirma esto, se niega su contrario: no se amplió el plazo para cualquier tramitación, sino sólo para aquellas en que era necesario hacerlo para integrar la nueva tramitación de la normativa ambiental en la urbanística, puesto que era la entonces nueva evaluación ambiental la que exige 45 días de información pública, pero no para aquellos que no están sometidos.

De acuerdo con este fundamento, el apartado 52.2.b. cuando cita los "demás instrumentos de planeamiento" se refiere no sólo al planeamiento de desarrollo (que no tienen evaluación ambiental) sino también a las modificaciones de planeamiento general excluidas expresamente en el apartado a), por pertenecer a la categoría de las no sometidas a evaluación ambiental.

La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, respecto a las tres cuestiones señaladas en el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 28 de enero de 2015, en la propuesta sobre la modificación Nº. 4 de las  Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo -Valladolid- promovida por su Ayuntamiento, informa que no hay cuestiones de legalidad y oportunidad supramunicipal que impidan la aprobación definitiva.”

DECIMO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 4.


SEGUNDO.- A la vista de la última documentación aportada por el Ayuntamiento, que subsana todos los aspectos señalados en los informes, y al informe de D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, con las abstenciones de Eva Miguel Cuña y Fernando Polanco Uya y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 4 de Quintanilla de Onésimo, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.1.6.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS Nº 1 CONDICIONES EDIFICATORIAS PARA SRC-2 Y CAMBIO DE ALINEACIONES.- MATAPOZUELOS.- (EXPTE. CTU 81/14).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cincuenta y cinco minutos, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El objeto de la modificación tiene una doble finalidad:

1.- Alterar las condiciones de edificación en suelo rústico común subcategoría 2 a fin de permitir:

· una mayor ocupación de parcela que facilite la implantación de industrias agrícolas y ganaderas vinculadas a la producción agroalimentaria 

· eliminar la obligatoriedad de redactar una Plan especial para construcciones mayores de 3.500 m2  

· eliminar el parámetro de parcela mínima para los usos de equipamiento público.

2.- Modificar una serie de alineaciones previstas en las vigentes NUM restableciéndolas a su situación actual, a fin de desbloquear la imposibilidad de consolidar la nueva alineación prevista. 

Los vigentes parámetros de ocupación de parcela señalan:

· Hasta 5.000 m2 – 30%

· De 5.000 a 10.000 m2 – 20%

· Mas de 10.000 m2 – 10%

Se plantea la modificación de la ocupación con los siguientes límites:

· Hasta 10.000 m2 – 30%

· De 10.000 a 30.000 m2 – 20%

· De 30.000 a 60.000 m2 – 10%

· Mas de 60.000 m2 – 5%


La justificación para el cambio de parámetros en suelo rústico se basa en la finalidad de facilitar la implantación de industrias agrícolas y ganaderas vinculadas a la producción agroalimentaria.


Para el cambio de alineaciones la justificación se basa en que afectan a edificaciones de reciente construcción por lo que es inviable aplicarlas con exactitud y genera problemas al intentar autorizar obras de vallados o de nuevas edificaciones en parcelas afectas por la nueva alineación prevista.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 22 de noviembre de 2014, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 28 de noviembre de 2014, en El Norte de Castilla de 28 de noviembre  de 2014 y en la página web de la Diputación durante el cual no se presentaron alegaciones.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural - Informe favorable en sesión celebrada el 12 de noviembre de 2014.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente - Informe favorable de fecha 9 de diciembre de 2014

· Confederación Hidrográfica del Duero - Informe favorable de fecha 22 de octubre de 2014. 

· Diputación de Valladolid – Servicio de Urbanismo informa el 21 de agosto de 2014.

· D.G. de Telecomunicaciones del Mº de Industria, Energía y Turismo de fecha 6 de octubre de 2014.

· ADIF de fecha 4 de noviembre de 2014

· Agencia de Protección Civil de fecha 31 de octubre de 2014 que señala la necesidad de redactar un análisis de riesgos

· Sección de carreteras del S.T. de Fomento de fecha 20 de octubre de 2014

· Informe del Servicio Territorial de Fomento, de fecha 23 de diciembre de 2014 que señala:

1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial, de acuerdo con la citada Instrucción, aportando para ello certificado municipal suscrito por el Secretario.

2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León, se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, o bien justificar su innecesariedad mediante  certificado municipal suscrito por el Secretario, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local. 

3.- Respecto de la documentación aportada se considera necesario reordenar y completar el documento en base a, tal como señala el art. 169 del RUCyL, que se incluya un documento denominado Memoria Vinculante donde se expresen y justifiquen los cambios propuestos y que haga referencia a los siguientes aspectos:

1º. La justificación de la conveniencia de la modificación, acreditando su interés público.

2º. La identificación y justificación pormenorizada de las determinaciones del instrumento modificado que se alteran, reflejando el estado actual y el propuesto.

3º. El análisis de la influencia de la modificación sobre el modelo territorial definido en los instrumentos de ordenación del territorio vigentes y sobre la ordenación general vigente.

En relación con la “identificación y justificación pormenorizada de las determinaciones del instrumento modificado que se alteran”  respecto al segundo de los objetivos de esta modificación (el cambio de alineaciones) señalar la necesidad de identificar claramente toda la información relativa a cada uno de los cambios propuestos unificando bien con datos, números o cualquier otro sistema identificador, cada una de las informaciones aportadas, es decir que cada cambio de alineación se identifique con su situación en los planos, la cartografía catastral, la foto aérea,  las fotos de la situación actual, las cuales sería conveniente que se acompañaran de un plano de tomas a fin de conocer desde donde están hechas, la justificación y el motivo de manera que cada alteración quede perfectamente definida y justificada.

4.- En relación con el punto anterior, se señala que existen modificaciones que ni se han citado ni se han justificado, ya que se ha comprobado la existencia de diferencias entre los planos vigentes y los aportados. Se han detectado al menos, una situada en la calle Ovejas correspondiente a un retranqueo del cual se preveía su eliminación y que se plantea mantenerlo, otra en la calle del Rio, una esquina que no tenía calificación residencial y que se incluye con la ordenanza de Manzana Cerrada, una tercera situada en la Ronda de las Flores un retranqueo que estaba calificado como viario y se pasa a residencial y la cuarta en la carretera de Mojados esquina calle Ronda en la cual se rectifica la alineación sin indicar nada al respecto. 

5.- Uno de los cambios detectados, pero que no está ni descrito ni justificado, es el correspondiente al cambio de alineación de la calle Ronda del Río que pretende incluir un suelo calificado como anexo a viario (acera) y calificarlo como Manzana Cerrada, apoyándose en la alineación de unas edificaciones existentes. Dichas edificaciones no existen y en la manzana residencial existe una  edificación de reciente construcción cuyo acceso se realiza por el suelo que se pretende recalificar. Dicho cambio no se considera un cambio de alineaciones sino un cambio de calificación.

6.- Otro cambio que tampoco se considera cambio de alineaciones sino de calificación es el correspondiente al situado en Villalba de Adaja. Este suelo al estar calificado como Espacio Libre y pasarse a Residencial deberá aplicarse lo señalado en el art. 172 del RUCyL relativo a modificaciones de Espacios Libres  y requerirá consulta del Consejo Consultivo de Castilla y León, en virtud de la modificación del artículo 4 de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León operado por la Ley 4/2013, de 19 de junio, por la que se modifica la organización y el funcionamiento de las instituciones propias de la Comunidad de Castilla y León, que modifica el mencionado artículo 4,  que queda redactado del siguiente modo: “El Consejo Consultivo deberá ser consultado por la Administración en los siguientes asuntos: i) Expedientes tramitados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León y por las Administraciones Locales que versen sobre las siguientes materias:  6º Modificación de los planes urbanísticos cuando tengan por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes o de los espacios libres previstos.” El citado dictamen será instado por la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, en el momento en que, a juicio de dicho órgano, el expediente esté completo.
7.- Puesto que el cambio de alineación de la calle Guindaleras, que pasa de 8 a 7 metros de anchura afecta a la Actuación Aislada 7, deberá aportarse nuevamente la ficha con las nuevas determinaciones del ámbito. 

8.- Respecto a la documentación que se aporte para su aprobación definitiva se procurará que la trama identificadora de las distintas calificaciones de suelo tenga más intensidad, ya que tal y como han sido aportados resulta difícil distinguir unas calificaciones de otras (los planos actuales tienen mas intensidad de color en las tramas y se ven mejor). 


SEXTO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 16 de enero de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


SEPTIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 19 de enero de 2015 , fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


OCTAVO.- En la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 29 de enero de 2015, tras el correspondiente debate y votación y emitido voto particular por D. Miguel Angel Ceballos Ayuso, de acuerdo con el artículo 5.5.b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las CTMAyU, la COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO NO ADOPTA ACUERDO, SI NO QUE SOLICITA INFORME A LA D.G. DE VIVIENDA , ARQUITECTURA Y URBANISMO DE LA CONSEJERIA DE FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE, que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del acuerdo durante dos meses; emitido el informe, se devolverá el expediente a la Comisión para que prosiga las actuaciones, sin que sea ya aplicable esta regla en el caso de que se formule nuevamente algún voto particular.

NOVENO.- Con fecha 23 de febrero de 2015 se emite informe de la D.G. de Urbanismo informando que respecto a las dos cuestiones señaladas en el voto particular emitido en relación con la aprobación definitiva del documento de modificación puntual nº1 de las NUM de Matapozuelos, informa que no hay cuestiones de legalidad y oportunidad supramunicipal que impidan la aprobación definitiva, señalándose lo siguiente:

“INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE EL VOTO PARTICULAR FORMULADO EN LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID EN EL ACUERDO SOBRE LA APROBACIÓN DEFINITVA DE LA MODIFICACIÓN Nº 1 DE LAS NUM DE MATAPOZUELOS
La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo -CTMAU en adelante- de Valladolid en su sesión de 28 de enero de 2015, en relación al acuerdo para la aprobación definitiva de la Modificación nº 1 de las Normas Urbanísticas Municipales -NUM en adelante- de Matapozuelos -Valladolid-, solicita informe del centro directivo competente en materia de urbanismo, ante la falta de unanimidad y la formulación de voto particular por  uno de los vocales del órgano colegiado.

Este informe se emite de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.b. del artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

El voto particular del vocal representante de las asociaciones y organizaciones no gubernamentales cuyo objeto es la defensa del medio ambiente,  propone que la CTMAU adopte el acuerdo de no aprobar la modificación de las NUM, según lo previsto en el apartado correspondiente del artículo 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León -RUCyL en adelante-. 

Se transcribe el contenido del voto particular:

“Conforme señala el artículo 23.2.e) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en la redacción dada por el artículo 19.1 de la Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre  rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo, vigente desde el 19 de octubre de 2014, la vivienda unifamiliar aislada no vinculada a otro uso autorizable es un uso prohibido en suelo rústico, al no estar comprendido entre los usos permitidos ni autorizables.

La Ley de Urbanismo de Castilla y León establece un régimen mínimo de protección del suelo rústico (artículo 24), que actúa como límite sobre los usos del suelo y vincula al planeamiento urbanístico (artículo 7) por el principio de jerarquía normativa. No obstante, la Modificación pretendida mantiene como uso autorizable en suelo rústico común S.R.C.2 la construcción destinada a vivienda unifamiliar aislada, sin mención a la necesaria vinculación a otro uso autorizable, lo que no es conforme con la normativa urbanística aplicable. 

En consecuencia, el documento de planeamiento, y, en concreto, la norma que establece los usos autorizables y prohibidos en suelo rústico común, debería ser modificada en el sentido de considerar como un uso prohibido en suelo rústico la vivienda unifamiliar aislada no vinculada a otro uso autorizable.”

Finalmente, la Modificación ha sido sometida a información pública por el plazo de un mes, en lugar del mínimo de dos meses preceptivos de acuerdo al artículo 58.3 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en relación al artículo 52.2.a) de la misma Ley.”

No es el objeto de este informe revisar todo el documento de planeamiento, sino interpretar la aplicación de los artículos que regulan los aspectos concretos respecto de los que se ha discrepado con la posición mayoritaria de los miembros de la CTMAyU.

En la misma fecha de este informe, hemos emitido otro en el que se da respuesta a idénticas cuestiones que las que ahora se plantean en este voto particular; es el informe sobre la Modificación nº 4 de las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo emitido también ante la falta de unanimidad y la formulación de voto particular en la sesión de 28 de enero de 2015 de la CTMAyU. Nos remitimos a esa respuesta, cambiando las referencias al término municipal:

d) La prohibición de las construcciones destinadas a vivienda unifamiliar aislada en suelo rústico.

Debemos señalar que la modificación tiene como objeto y justificación lo señalado en su memoria; es decir se modifican unas determinaciones concretas, pero no es su objeto la adaptación de las NUM de Matapozuelos aprobadas definitivamente el 20 de septiembre 2012 a la normativa urbanística vigente, modificada después fecha de su entrada en vigor. En este caso se modifican alineaciones en suelo urbano consolidado y el parámetro de la ocupación para usos edificatorios en suelo rústico común subcategoría 2.

En el planeamiento urbanístico es posible y lo más adecuado, ante circunstancias concretas dar soluciones específicas, sin esperar a la revisión o adaptación de los instrumentos de planeamiento general, de mayor complejidad en cuanto a contenido y tramitación. El planeamiento tiene vigencia indefinida, lo que no significa que los actos derivados del mismo puedan incumplir la normativa de carácter general vigente en el momento de dictarse, aún en caso de que el instrumento vigente no se adapte a esa normativa. Respecto a la cuestión planteada, no existe duda o conflicto normativo alguno: la LUCyL es de rango superior a cualquier instrumento de planeamiento urbanístico y la prohibición de viviendas no vinculadas en suelo rústico es de aplicación directa a las licencias urbanísticas en toda la Comunidad, con independencia de lo que establezcan los instrumentos de planeamiento municipales vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de esa norma.

En todo caso es posible modificar parcialmente el planeamiento sin adaptar el instrumento a las nuevas normas; la legislación anterior denominaba a tales modificaciones “puntuales”, reflejando que puede alterarse sólo ciertas determinaciones concretas con efecto acotado, no siendo necesario revisar todo el Plan o cambiar cuestiones ajenas a su objetivo concreto.

Actualmente ese criterio se formula con claridad en el apartado b) de la Disposición transitoria primera de la Ley 7/2014 de 12 de septiembre de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo:

Adaptación a la ley. 

Los municipios deberán adaptarse a lo dispuesto en esta ley cuando procedan a elaborar o revisar su planeamiento general. No obstante: 

a) … 

b) Las modificaciones de cualesquiera instrumentos de planeamiento que se aprueben antes de dicha adaptación deberán cumplir lo dispuesto en esta ley, pero solo en cuanto a las determinaciones que sean objeto de modificación.

En este caso, las determinaciones modificadas que afectan es un parámetro que regula la ocupación de los usos constructivos en el suelo rústico común subcategoría 2, pero no se pretende adaptar a la normativa la estructura de las categorías de esa clase de suelo o el régimen de los usos, dentro de estas. 

Como por encima de las determinaciones de las NUM vigentes, se debe aplicar lo establecido en el artículo 23 de la LUCyL actual, y puesto que ésta no permite las viviendas unifamiliares no vinculadas a los otros usos posibles, no es preciso adaptar las NUM formalmente en ese apartado, puesto que no se está modificando ahora la regulación de usos sino una condición para la edificación de los usos; con una redacción u otra, tendría idéntico resultado de aplicación a las licencias que se tramiten con el instrumento de planeamiento vigente a partir de la entrada en vigor de la legislación modificada en 2014.

e) Plazo mínimo de la información pública

Para la última cuestión se debe determinar el plazo mínimo de la información pública para esta modificación de planeamiento general, aplicando lo establecido en las  letras a) o b) de apartado 2 de los artículos 52  de la Ley de Urbanismo de Castilla y León -LUCyL- y el 155 de su Reglamento, en relación con el 58.3 de la LUCyL.

La redacción del apartado 2 del artº. 52 de la LUCyL es interpretada en el voto particular como que todos los expedientes de modificaciones de planeamiento general también requieren 2 meses de información pública.

“Artículo 52. Aprobación inicial e información pública. 

2. A tal efecto, el Ayuntamiento publicará anuncios al menos en el «Boletín Oficial de Castilla y León», en uno de los diarios de mayor difusión en la provincia y en su página Web, o en su defecto en la página Web de la Diputación Provincial. La duración del período de información pública será: 

a) De dos a tres meses para el planeamiento general y sus revisiones, así como para los demás instrumentos de planeamiento urbanístico sometidos a evaluación ambiental. 

b) De uno a tres meses para los demás instrumentos de planeamiento urbanístico.”

Al entender que se requieren 2 meses mínimo, consideran que el plazo para todas las modificaciones es siempre el mismo de los instrumentos de planeamiento general, por ser la misma tramitación según el artículo 58.3 de la LUCyL; el apartado 2.b). del 52 no sería posible aplicarlo a modificaciones al no tratarse de "... demás instrumentos de planeamiento", que se referiría sólo a los instrumentos que no son "planeamiento general"; todas las modificaciones estarían en el apartado 2.a).

Se trata del procedimiento y en concreto relacionado con el trámite ambiental, por lo que debe acudirse al artículo que regula ese trámite en el planeamiento urbanístico. En la LUCyL  específicamente el artº. 52 bis define como instrumentos de planeamiento general que tienen efectos sobre el medio ambiente 2 clases de instrumentos:

“a) Los instrumentos de planeamiento general y sus revisiones, en todo caso.
b) Las modificaciones de instrumentos de planeamiento general en las que concurran alguna de las siguientes circunstancias:…”.

Por tanto, con respecto a la Evaluación Ambiental hay 3 categorías: 

· Planeamiento general y revisiones.

· Modificaciones de planeamiento general sometidas a evaluación.

· Modificaciones de planeamiento general no sometidas.

En cuanto a la información pública las modificaciones no sometidas a evaluación, consideraría el voto discrepante que requieren a la misma tramitación que el planeamiento sometido; pero puesto que medioambientalmente son otro tipo, pertenecen a los  que el apartado b) incluye como "demás  instrumentos", porque el grupo a) son sólo los “sometidos a evaluación”.

El artículo 52 sí tiene en cuenta esta diferencia de plazos; el párrafo IV de la exposición de motivos de la Ley 4/2008 de modificación de la LUCyL que estableció los plazos actuales del apartado 2, fundamenta: "… la ampliación a dos meses del plazo de información pública para los instrumentos que estén sometidos a evaluación ambiental"; cuando se afirma esto, se niega su contrario: no se amplió el plazo para cualquier tramitación, sino sólo para aquellas en que era necesario hacerlo para integrar la nueva tramitación de la normativa ambiental en la urbanística, puesto que era la entonces nueva evaluación ambiental la que exige 45 días de información pública, pero no para aquellos que no están sometidos.

De acuerdo con este fundamento, el apartado 52.2.b. cuando cita los "demás instrumentos de planeamiento" se refiere no sólo al planeamiento de desarrollo (que no tienen evaluación ambiental) sino también a las modificaciones de planeamiento general excluidas expresamente en el apartado a), por pertenecer a la categoría de las no sometidas a evaluación ambiental.

La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, respecto a las dos cuestiones señaladas en el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 28 de enero de 2015, en la propuesta sobre la modificación Nº. 1 de las  Normas Urbanísticas Municipales de Matapozuelos -Valladolid- promovida por su Ayuntamiento, informa que no hay cuestiones de legalidad y oportunidad supramunicipal que impidan la aprobación definitiva.”

DECIMO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 1 (condiciones edificatorias para SRC-1 y cambio de alineaciones).


SEGUNDO.- A la vista de la última documentación aportada por el Ayuntamiento, que subsana todos los aspectos señalados en los informes, y al informe de D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Matapozuelos, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, con las abstenciones de Eva Miguel Cuña y Fernando Polanco Uya, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 1 (condiciones edificatorias para SRC-1 y cambio de alineaciones) de Matapozuelos, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.1.7.- MODIFICACION PLAN GENERAL FINCA VILLAGODIO.- MEDINA DE RIOSECO.- (EXPTE. CTU 156/11).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las diez horas, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El objeto de la modificación es la reclasificación y establecimiento de la ordenación detallada de unas fincas rústicas del término municipal de Medina de Rioseco, con destino al establecimiento de un nuevo sector de suelo urbanizable residencial para la construcción de 397 viviendas y un campo de golf anexo, a ubicar en suelo rústico común, el cual se tramitará mediante la oportuna autorización de uso.


La superficie total de la finca es de 75.22 Has de las cuales se pretende su reclasificación a suelo urbanizable residencial de 19.8 Has. Reservándose el resto para la implantación del Campo de Golf. Se adscriben, a fin de poder realizar un acceso desde la carretera VA-505 con las condiciones necesarias, 0.38 Has que mantendrán su clasificación como Suelo Rústico de Protección de Infraestructuras, teniendo la consideración de SS.GG. externo adscrito al sector.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 15 de enero de 2013, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 28 de enero de 2013, en el Norte de Castilla de 23 de enero de 2013 y en la página web del Ayuntamiento durante el cual se presentaron cuatro alegaciones:  una de D.Rafael García Fernández en representación de Red Eléctrica de España, dos presentadas por D. Javier Gutierrez Hurtado en representación de Ecologistas en Acción de Valladolid y una cuarta presentada por D. Emilio Ganado Abad en representación de Ecologistas en Acción de Valladolid. 


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.-  El documentoha ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la Orden FYM/2014 de 3 de octubre de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, por la que se dicta la Declaración de Impacto Ambiental, sobre la Modificación Puntual con ordenación detallada del Plan General deOrdenación Urbana de Medina de Rioseco e instalación deportiva y de ocio con campo de golf, en el término municipal de Medina de Rioseco (Valladolid) promovida por Sociedad Villagodio, en el BOCyL nº 198 de 15 de octubre de 2014. 


SEXTO.- De conformidad con el artículo 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente  los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:
· Subdelegación del Gobierno en Valladolid -  informe de fecha 12 de diciembre de 2011 favorable
· Confederación Hidrográfica del Duero - informe de fecha 7 de marzo de 2014, emitido en sentido favorable respecto de la conexión del saneamiento a la EDAR y favorable condicionado el relativo a la conexión a la red de la Mancomunidad del abastecimiento a que se resuelva el expediente administrativo de la Mancomunidad.
· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural - Informe en sesión celebrada el 22 de diciembre de 2011 desfavorable para el Patrimonio Arqueológico, siendo necesario realizar una propspección y favorable para el Patrimonio Arquitectónico, informe favorable en sesión celebrada el 13 de noviembre de 2013 respecto a la prospección efectuada.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente- Informe de fecha 16 de enero de 2011 medioambientalmente favorable.

· S.T. Fomento - Carreteras de Castilla y León - Sección de Conservación y Explotación- Informe de fecha 23 de febrero  de 2015 favorable 

· Agencia de Protección Civil de la JCyL- Informe de fecha de 27 de diciembre de 2011 se debe incluir un análisis de riesgos en el documento..

· Diputación de Valladolid – Informe del Servicio de Vías y Obras de fecha 17 de junio de 2013 y del Servicio de Urbanismo de fecha 27 de diciembre de 2011.
· Demarcación de carreteras del Estado – Informe de fecha 23 de febrero de 2015. 

· Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo - informe en sesión de fecha 21 de febrero de 2012, que señala que:

1º.- La Modificación contribuye a incrementar el desfase ya existente entre las  viviendas previstas en suelo urbanizable y la suma de las existentes y previstas en suelo urbano, superando aquellas el 50% del número de éstas, según se desprende del cuadro de la página 11 del vigente PGOU de Medina de Rioseco. No incluyéndose en el apartado 2.c.2 (pág. 22) de la Modificación justificación alguna de este aspecto, exigible según art. 81.2b del Rucyl.


2º.- El Sector de suelo urbanizable propuesto incumple los criterios de clasificación que se indican en el art. 27 del Rucyl porque su transformación en suelo urbano no está justificada en la documentación remitida por la demanda de usos residenciales o productivos, según indica el apartado 2.a.- del citado artículo y porque su perímetro no es colindante al menos en un 20% con el suelo urbano de un núcleo de población existente, no pudiendo excusarse este requisito en el apartado 2.b.3º del citado art. 27 por no estar separado del suelo urbano por terrenos protegidos por la legislación sectorial, sino del suelo rústico común. 


3º.- La Modificación propone la delimitación de un núcleo residencial aislado contrario al modelo del vigente PGOU de generoso crecimiento compacto incrustado entre el suelo urbano y la variante, con escaso o nulo desarrollo desde su aprobación. La influencia de la modificación a la que se refiere el art. 169.b.3º del Rucyl, no es coherente con la ordenación general vigente, ni con la demanda de suelo.


4º.- No se considera justificada la conveniencia de la Modificación acreditando su interés público según se indica en el art. 169.3.b.3º del Rucyl


Por lo señalado en los apartados precedentes, en particular por los dos primeros, se informa desfavorablemente la Modificación.


SEPTIMO.- Con fecha 28 de agosto de 2012 se recibe informe de la D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo en respuesta a una solicitud de informe requerida por el Ayuntamiento de Medina de Rioseco a la vista del informe emitido por la Ponencia Técnca de la Comisión de Urbanismo el cual se aporta en anexo a esta propuesta.


OCTAVO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 4 de noviembre de 2014 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


NOVENO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 17 de noviembre de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


DÉCIMO.- Con fecha 29 de enero de 2015, el Servicio Territorial de Fomento solicita informe a la D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo a fin de clarificar criterios en relación con el informe recibido el 28 de agosto de 2012 y las Sentencias del Tribunal Superior de Castilla y León y Tribunal Supremo.


UNDÉCIMO.- Con fecha 11 de febrero de 2015 se recibe informe de la D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, que señala lo siguiente:

INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE LA MODIFICACIÓN DEL PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN URBANA DE MEDINA DE RIOSECO EN LA FINCA “VILLAGODIO”,

Con fecha 30 de enero de 2015, el Servicio Territorial de Fomento de Valladolid ha remitido una solicitud de clarificación de criterios en relación con el expediente CTU 156/11 (Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Medina de Rioseco en la finca “Villagodio”), a la vista del informe de esta Dirección General de 8 de agosto de 2012, obrante en dicho expediente, y de varias sentencias posteriores del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León y del Tribunal Supremo, que a juicio del Servicio Territorial pudieran alterar las consideraciones de aquel informe.

El fondo del asunto es la interpretación de los artículos 13 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León (en adelante Ley de Urbanismo) y 27 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado por Decreto 22/2004, de 29 de enero (en adelante Reglamento de Urbanismo), en relación con el artículo 10 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio (en adelante Ley de Suelo), en cuanto se refiere a los criterios para la clasificación de suelo urbanizable. 

Como bien apunta el escrito del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, se trata de una cuestión relevante que trasciende al expediente concreto que lo motiva, siendo de interés conseguir una armonización de criterios al respecto, aplicable por el conjunto de los órganos urbanísticos de la Administración de la Comunidad. Así pues, el objeto de este informe es, sin perjuicio de su especial repercusión sobre un expediente concreto pendiente de resolución, sintetizar los criterios necesarios para la correcta aplicación de los artículos 13 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León y 27 de su Reglamento, en relación con el artículo 10 de la Ley de Suelo.

Para ello se analizan a continuación, siguiendo su propio orden, los argumentos expuestos en el escrito del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, que le llevan a la conclusión de que procede denegar la aprobación definitiva de la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Medina de Rioseco en la finca “Villagodio”, por incumplirse los preceptos normativos que van a ser objeto de discusión.

1. Normativa aplicable. 

El fundamento primero del escrito del Servicio Territorial es de carácter teórico, relacionando las normas y sentencias que a su entender resultan aplicables para resolver sobre la aprobación definitiva del planeamiento propuesto, citando en tal sentido los artículos 13 y 34 de la Ley de Urbanismo y 27 de su Reglamento, el apartado 1.a) del artículo 10 de la Ley de Suelo, así como varias sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León y del Tribunal Supremo.

 En este sentido, hay que comenzar recordando que el apartado 1 del artículo 10 de la Ley de Suelo tiene junto con otros muchos, conforme a la disposición final primera del mismo texto legal, “el carácter de condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los correspondientes deberes constitucionales y, en su caso, de bases del régimen de las Administraciones Públicas, de la planificación general de la actividad económica y de protección del medio ambiente, dictadas en ejercicio de las competencias reservadas al legislador general en el artículo 149.1.1, 13, 18 y 23 de la Constitución.”

Es decir, se trata de un precepto de la legislación básica del Estado, que puede ser desarrollado por el legislador autonómico, y que, según el Tribunal Constitucional, no puede vaciar de contenido las competencias propias de las Comunidades Autónomas. Así la legislación básica del Estado y la legislación autonómica de desarrollo se condicionan mutuamente: la segunda debe respetar la primera, que acota su ámbito de actuación, pero la legislación básica no puede agotar totalmente la regulación de la materia, para que la norma de desarrollo disponga de un espacio suficiente donde la Comunidad Autónoma pueda ocuparse de sus especificidades.

Por lo tanto, el apartado 1 del artículo 10 de la Ley de Suelo no debe ser objeto de interpretación y aplicación de forma separada e independiente de aquellos preceptos de la normativa urbanística de Castilla y León que se ocupan de las mismas materias, sino que todos ellos deben aplicarse de forma conjunta, lo que a su vez debe hacerse a través del desarrollo autonómico de la legislación básica. Aplicando la legislación de desarrollo, que en este caso es la urbanística, se aplica automáticamente la legislación básica, que en este caso es la relativa al suelo, por la simple razón de que aquella desarrolla esta, adaptándola a las particularidades y necesidades de Castilla y León.

Así pues carece de sentido contrastar el cumplimiento del artículo 10.1.a) de la Ley de Suelo con un análisis separado e independiente del que se debe hacer en relación con los artículos 13 de la Ley de Urbanismo y 27 de su Reglamento. Es aplicando estos preceptos como de forma indirecta pero con seguridad jurídica y en nuestro marco constitucional, se aplica también el artículo 10.1.a) de la Ley de Suelo, en su recta interpretación como legislación básica que ha sido objeto de desarrollo legítimo e incuestionado por el legislador autonómico.

Hacerlo de otra forma implicaría que sobre una misma materia se solaparían las normas del Estado y de la Comunidad Autónoma, siendo posible que en un determinado supuesto se cumpliera la legislación estatal pero no la autonómica y viceversa, lo cual es contrario al principio de distribución competencial que establece nuestra Constitución. Cierto es que se puede cuestionar la adecuación de la norma autonómica al marco básico del Estado, pero ello ha de hacerse mediante los procedimientos establecidos para juzgar la constitucionalidad de las normas. 

Es pues el momento adecuado para recordar que el artículo 13 de la Ley de Urbanismo, cuya redacción original data de 1999, fue modificado íntegramente por la Ley 4/2008, de 15 de septiembre, de medidas sobre urbanismo y suelo, norma cuyo objeto fue el de adaptar la legislación urbanística de Castilla y León a la nueva legislación básica del Estado plasmada en la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, luego refundida mediante el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Por lo tanto no se trata de una norma previa, que deba reinterpretarse en función de una posterior legislación básica, sino de una redacción perfecta e intencionadamente acomodada a dicha legislación básica, sin que su constitucionalidad haya sido ni siquiera puesta en cuestión.

Análogamente, el artículo 27 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, cuya redacción original databa del año 2004, fue modificado íntegramente por el Decreto 45/2009, de 9 de julio, cuyo objeto primordial fue trasladar al plano reglamentario la nueva orientación de la Ley de Urbanismo de Castilla y León operada por la antes mencionada reforma de 2008, de modo que también este precepto responde y se acomoda de forma constitucionalmente indiscutida a los mandatos de la legislación básica, y más en concreto a lo dispuesto en el ya tantas veces mencionado apartado 1.a) del artículo 10 de la Ley de Suelo.

En cuanto a las sentencias citadas, es cierto que estas y todas aquellas otras en las que se analice la aplicación de un determinado precepto legal, han de servir para iluminar en adelante la intepretación de dicho precepto. Pero en sí mismas no tienen carácter normativo y no pueden modificar la dicción literal de las normas. Importa mucho, por tanto, que el supuesto concreto que se analice sea análogo a aquel que juzga la sentencia que se invoca. Dicho de otra forma, no todo el contenido de una sentencia es extrapolable a la generalidad de los supuestos en los que entren en juego unos concretos preceptos, pues debe tenerse presente el efecto de las diferentes circunstancias, como se verá de forma más concreta en los siguientes apartados de este informe.

En conclusión y para cerrar esta reflexión introductoria sobre la normativa que resulta aplicable al expediente que nos ocupa, hay que decir que en cuanto a la clasificación de suelo urbanizable, los preceptos normativos cuyo cumplimiento debe ser comprobado previamente a la aprobación definitiva del planeameinto propuesto por el Ayuntamiento de Medina de Rioseco, son los artículos 13 de la Ley de Urbanismo y 27 de su Reglamento (cumplimiento que de darse, implica de forma automática el cumplimiento del apartado 1.a) del artículo 10 de la Ley de Suelo). Y que su eventual matización derivada del análisis de sentencias judiciales debe hacerse teniendo en cuenta las posibles diferencias entre los casos juzgados y el que se analiza ahora.

2. Interpretación del apartado 2.a) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo.

El fundamento segundo del escrito del Servicio Territorial comienza analizando con acierto la estructura del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo, según el cual es necesario cumplir de forma simultánea las condiciones establecidas en sus apartados 2.a) y 2.b) para que se puedan clasificar unos determinados terrenos como suelo urbanizable. Sentada esa premisa, se analiza a continuación el cumplimiento de la condición establecida en el apartado 2.a):

a) Que su transformación en suelo urbano se considere justificada a la vista de las demandas de suelo para usos residenciales, dotacionales o productivos. Estas demandas deben analizarse en la memoria del instrumento que clasifique los terrenos.

Y comienza su análisis el escrito del Servicio Territorial con una primera apreciación que ya se aparta del tenor literal de la norma analizada: “la posible reclasificación precisa de una justificación que depende de la demanda de los usos residenciales.” Punto. ¿Y los usos dotacionales y productivos que también cita el mismo apartado?

Como se explica en su memoria vinculante, la modificación “se promueve y justifica junto a una propuesta complementaria de campo de golf” (que en sí misma no requiere una modificación de planeamiento). Y es que la norma, como se acaba de ver, no menciona solo la demanda de suelo para usos residenciales, sino también para usos dotacionales o productivos.

Hay que tener presente la clara orientación de la legislación urbanística de Castilla y León hacia una ordenación urbanística integral, que armonice y haga compatibles todos los usos convenientes para el desarrollo social y económico, lo cual resulta de especial relevancia en las áreas rurales con problemas demográficos, en lo que más adelante habremos de insistir con más detalle.

Pero lo que ahora importa dejar claro, en este punto, es que no cabe un análisis simplificador que reduzca la comprobación de legalidad a uno solo de los aspectos de una determinada propuesta; parece deducirse del escrito un razonamiento reduccionista, según el cual puesto que se proponen viviendas el análisis de la justificación de las demandas ha de acotarse a lo puramente residencial, obviando los aspectos relacionados con los usos dotacionales o productivos.

Es claro que la norma no dice tal cosa, y que aquí nos encontramos con una propuesta que se basa y fundamenta en unas demandas de suelo para usos solo complementariamente residenciales, pues la base de la actuación, que se explica abiertamente en la memoria, es la construcción de un campo de golf, sin la cual la promoción residencial carece de sentido y viabilidad.

Si se argumenta que lo aquí se juzga es escuetamente una modificación que clasifica un ámbito urbanizable de 19,82 hectáreas, se llegaría a un reduccionismo absurdo según el cual la justificación de cualquier actuación debe estar dentro de sí; como ejemplo, una gasolinera no podría ser autorizada ya que su razón de ser es la carretera vecina, fuera de su estricto ámbito; o de forma análoga un centro de turismo rural, cuya justificación es la vecindad con áreas de atracción turística.

Y si se argumenta que el campo de golf debe preexistir, o que por su parte el campo de golf no precisa de un desarrollo residencial vecino, se obvia que estamos ante una propuesta de actuación unitaria y dotada de una lógica conjunta, lo cual no impide que su materialización haya de hacerse por procedimientos administrativos no unificados, porque así lo exige la normativa, pero sin que ello implique que su análisis deber realizarse parte a parte, negando su interconexión.

Por último, discutir la adscripción del campo de golf a los usos dotacionales y productivos (simultánea por cierto en este contexto) supondría, respecto de los primeros, negar la literalidad de la disposición adicional única del Reglamento de Urbanismo (apartado f.5º) en cuanto la consideración de los usos deportivos como equipamiento, sin perjuicio de su titularidad pública o privada, y respecto de los segundos, ignorar que las actividades vinculadas al ocio y al turismo son la actividad productiva primordial en amplísimas zonas de España, siendo incluso frecuentes aquellas donde el protagonismo en este aspecto económico lo cobran las actividades deportivas, como en determinadas zonas los deportes de invierno, en otras los deportes náuticos y en no pocas la práctica del golf.

Por lo tanto y en conclusión, hemos de atenernos al tenor literal del apartado 2.a) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo y hacer una valoración integral del concepto de “demandas de suelo”, que en este caso no se limita a los usos residenciales (sin perjuicio de lo que se dirá más adelante al respecto), sino que incluso cabe afirmar que en esta concreta actuación el uso residencial es tan solo complementario, un elemento instrumental que razonablemente resulta necesario para la viabilidad económica de la actuación, correspondiendo el protagonismo al campo de golf.

Ello hace necesario juzgar la propuesta en términos de demanda de suelo para un uso que combina el carácter dotacional (por su vertiente de equipamiento deportivo) y el carácter productivo, que para un campo de golf no se da de forma automática (pues más difícilmente podría predicarse dicho carácter en un área urbana) sino por su situación en un área rural en declive socioeconómico y demográfico, que busca legítimamente en las actividades vinculadas al ocio, al deporte y al turismo una vía de salida para dichos problemas.

Sin perjuicio de todo lo anterior, también cabe reparar las conclusiones obstativas del escrito del Servicio Territorial en lo tocante a la justificación de la demanda de suelo para uso residencial, tanto por su falta de base normativa y lógica, como por sus eventualmente dramáticas consecuencias para nuestra Comunidad, en caso de generalizarse como interpretación normativa:

· En primer lugar, de forma no desconectada con los argumentos hasta ahora expuestos, hay que destacar que se realiza un análisis de la oferta residencial exclusivamente cuantitativo: como se pueden construir un total de 5.562 viviendas en Medina de Rioseco (sumando todas las clases de suelo), y durante los 6 años de vigencia del Plan General de Ordenación Urbana solo se han construido 151 viviendas, simplemente no sería necesaria la previsión de más suelo residencial.

Con ello se ignora que los 6 años de vigencia del Plan General coinciden con los de profunda crisis económica que ha atravesado España, y que ha repercutido de forma especialmente notable en el sector de la construcción y en la demanda de vivienda, de forma que dicho análisis temporal resulta profundamente distorsionado; análogo razonamiento implicaría la renuncia a toda obra pública en adelante, contrastados solo los datos de actividad económica de los últimos 6 años, o lo que es peor, negar la legitimidad de nuevas inversiones privadas porque durante estos últimos años lo que hemos visto es el cierre de empresas o la reducción de su actividad.

Se ignora también que ni toda oferta ni toda demanda de suelo residencial es equiparable, y que bien podría suceder que tan amplia oferta de suelo resultase completamente inútil a efectos de las demandas concretas que ahora se plantean. En efecto, si se pretende la construcción de un campo de golf viable económicamente como destino de turismo deportivo, lo cual conlleva la demanda de una previsión razonable de suelo residencial vinculado al mismo, de nada sirven los solares del casco antiguo de Medina de Rioseco, ni los sectores de suelo urbano no consolidado y urbanizable anejos a dicho casco, en situación periférica potencialmente apta para el crecimiento residencial endógeno, pero inútil por completo para generar un desarrollo basado en el turismo, que necesita de ubicaciones que gocen de un mínimo atractivo.

Además, a pesar de esa baja actividad constructiva de los últimos años, si extendemos  el rango de estudio a los datos del censo INE apara los 20 años entre 1991 al 2011, se observa que en dicho lapso se han construido 865 viviendas en el municipio, y ninguna de ellas lo ha sido con vinculación a un equipamiento deportivo de carácter turístico de estas características; puesto que no hay ningún campo de golf con viviendas relacionadas con ese uso principal, existe tal demanda, que además es de carácter supramunicipal pero dependiente de las características y posición del municipio. 

Si el Plan vigente admite 5.562 viviendas, ¿solo podría tramitarse una modificación que, como una pieza de ajedrez, cambie de sitio las 397 ahora previstas quitándolas de otro sitio? La ordenación urbanística no es tan simple, ni responde a un modelo matemático; cuando se da por buena la necesidad de 5.562 viviendas, no puede negarse que lo sea también incluir un 7 % de viviendas más, pero vinculadas a un uso y una tipología que no caben en el modelo vigente. De hecho, según los citados datos del INE, estas 397 viviendas podrían construirse en los próximos 10 años. Pero los cálculos puramente numéricos conducen a error y a la rígida firmeza de un modelo siempre inexacto, puesto que depende de factores propios de una economía de mercado y competencia entre municipios. En este caso, se trata de responder a una nueva circunstancia, de iniciativa privada, sí, pero positiva para el municipio, por incluir una actividad de interés general que cualifica su oferta turística.

· Más grave aún es que se invoque como argumento obstativo precisamente la situación de declive demográfico de Medina de Rioseco (pérdida de 102 habitantes desde 2008), que hay que enmarcar en una situación análoga, o peor, de la inmensa mayoría de municipios de la Comunidad y de la propia Comunidad en su conjunto. En sentido inverso, parece deducirse que en un municipio que haya crecido en población recientemente sí sería legítimo e incluso obligado incrementar la oferta de suelo. Así por ejemplo en la provincia de Valladolid, Arroyo de la Encomienda ha multiplicado su población un 903,54 % desde 1996, poniéndose habitualmente como ejemplo de desarrollo urbanístico insostenible e indeseable en toda España; pues allí sería necesario prever más suelo residencial (se supone que en altura, habiendo agotado ya el término municipal).

En este sentido, cuando el escrito del Servicio Territorial matiza acertadamente que la población de Medina de Rioseco no es superior a 5.000 habitantes, sino que se cifra actualmente en 4.906, por mor del descenso demográfico antes aludido, ello debería llevarnos a la conclusión, formando parte de una administración pública que ha hecho objetivo esencial el combate contra el declive demográfico, que las actividades susceptibles de generar empleo y por tanto recuperación demográfica deben ser potenciadas y apoyadas. Naturalmente con el cumplimiento de todo precepto normativo, pero cuando la discusión se centra, como es el caso, en una interpretación subjetiva del concepto de demanda que se hace depender de la evolución precedente, el resultado, extendido al conjunto de la Comunidad, resultaría en la ilegitimidad de cualquier iniciativa de pretensiones dinamizadoras, deslegitimada precisamente por la situación a la que pretende responder. Ideas centrales de la planificación, como el reequilibrio territorial, quedarían completamente en entredicho.

· Por otro lado, deduce injustificadamente el escrito del Servicio Territorial que la propuesta se basa en las demandas de suelo endógenas, que considera (esto sí con razón) escasas. Se ignora así la naturaleza de la actuación prevista, totalmente diferente de cualquier propuesta orientada a satisfacer la demanda residencial local. Decir que “el uso residencial y la señalada tipología innovadora, el desarrollo urbanístico atractivo, las diversas tipologías y la vivienda de protección pública, bien pueden desarrollarse en el suelo urbanizable actualmente existente” y decir “que el destino del suelo con uso residencial es eso: residencial” supone una simplificación difícilmente entendible.
Cierto es que, como obliga la Ley, se prevé una determinada cantidad de viviendas protegidas, cuya demanda sí sería lógicamente local; pero esta oferta se incluye porque así lo obliga la normativa, y debe por tanto entenderse como estándar urbanístico de cumplimiento obligado. Por lo demás, la oferta de viviendas vinculadas a actividades de ocio, deporte y turismo, no solo es excepcional sino que incluso es predominante en amplias zonas de España, considerándose en ellas una necesidad inexcusable para el desarrollo de un sector esencial para su economía: el turismo.

Por ello conviene invocar aquí dos preceptos normativos más: en primer lugar, uno de la propia Ley de Urbanismo, cuyo artículo 34.1 establece que “el planeamiento general tendrá como objetivo resolver las necesidades de suelo residencial, dotacional, industrial y de servicios del término municipal correspondiente y de su área de influencia, teniendo en cuenta las previsiones de los instrumentos de ordenación del territorio y, en su caso: … c) La situación del municipio en ámbitos de la Comunidad que por su atractivo turístico precisen la previsión ordenada de suelo para segunda residencia y usos vinculados al ocio.”

Con mayor detalle, el apartado 1.d) del artículo 81 del Reglamento de Urbanismo señala que “…el Plan General debe tener en cuenta todas las demandas, en el marco de las previsiones de los instrumentos de ordenación del territorio y teniendo en cuenta la situación del Municipio en: … 3º. Áreas de atracción turística donde sea conveniente la previsión ordenada de suelo para segunda residencia y usos vinculados al ocio, de forma que se asegure la pervivencia de los valores naturales o culturales que generan dicha atracción turística.”

Aparecen aquí precisiones importantes. La referencia a “todas las demandas” implica que no es admisible un análisis basado en exclusiva en la demanda residencial, como ya se ha dicho antes, y mucho menos uno basado en exclusiva en la demanda residencial local. Por otro lado, la referencia a la conservación de los valores naturales o culturales nos remite a los informes favorables de los órganos competentes sobre dichas materias.

Pero también conviene sin duda invocar la Ley 3/2008, de 17 de junio, de aprobación de las Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio de Castilla y León, cuyo artículo 5.7 “compromiso activo con los espacios menos favorecidos”, establece que “serán áreas de actuación preferente… aquéllas con densidad inferior a 10 habs. / km2 (la densidad de la Tierra de Campos en la provincia de Valladolid es de 8,5 habs./ km2)… En todas estas áreas se realizará un esfuerzo de diagnóstico para fomentar propuestas atractivas de implantación o reconversión de actividades económicas, tanto en el sector industrial como en el turismo ligado a la calidad del entorno.” 

· Por último, debe advertirse también que los argumentos del escrito niegan definitivamente la naturaleza de los instrumentos de planeamiento urbanístico general como la herramienta necesaria para cumplir los objetivos de la actividad urbanística pública; en concreto en este caso, lo que en el artículo 4 de la Ley de Urbanismo se formula como “la regulación del uso del suelo para favorecer la funcionalidad del tejido productivo, la atracción de nuevas inversiones y la capacidad para incorporar innovaciones tecnológicas”. En todo contexto de falta de actividad económica y empleo, debe planificarse el suelo para acogerla precisamente cuando no lo hay; si bien clasificar suelo no basta sólo para generarla, la inexistencia del suelo “necesario” para un uso determinado y conveniente impediría cambiar esa realidad, lo que constituye el fin esencial de toda planificación. Los planes sirven a los objetivos, no al contrario.

Tampoco el mero resultado del análisis coyuntural de la tendencia cercana debe necesariamente inducir a un Ayuntamiento a mantener mediante el planeamiento esa tendencia de decrecimiento, sino que su obligación, o al menos su opción legítima, será tratar de transformarla ordenadamente hacia el crecimiento. Aquí se trata de definir un suelo adecuado para un uso productivo, basado en su potencial real para albergar un equipamiento deportivo privado, turístico y de segunda residencia, que por las características espaciales de tal demanda no puede realizarse en cualquier sitio. Por lo tanto, ante esa circunstancia de interés general, no prevista en el modelo del Plan vigente cuando se aprobó, se debe responder ubicándola en un lugar que ya se ha evaluado como adecuado desde el punto de vista de la normativa sectorial (en especial la ambiental), porque ese nuevo uso principal no es posible en el suelo del término municipal ya clasificado como urbano o urbanizable.

En un municipio que trata de reorientar su actividad económica (tomando como inevitable punto de partida el declive de los usos agropecuarios) hacia la atracción de un turismo interior cualificado, lo racional es planificar el suelo necesario para los usos y actividades propias de ese sector en auge, que además ayudará al resto de actividades comerciales o terciarias existentes en el municipio y en definitiva, a mantener su población.

Como conclusión a este largo apartado, puede resumirse así la interpretación correcta del apartado 2.a) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo:

· En primer lugar, atendiendo al tenor literal de ese apartado, debe hacerse una valoración integral del concepto de “demandas de suelo”, que en este caso no se limita a los usos residenciales, siendo estos aquí complementarios de la actuación principal: la construcción de un campo de golf.

· Por tanto debe juzgarse la propuesta en términos de demanda de suelo para un uso que combina el carácter dotacional y el productivo, este último habida cuenta de la escasez de alternativas viables para el desarrollo socioeconómico de la Tierra de Campos.

· Incluso acudiendo al estudio de las demandas de suelo para uso residencial, no puede hacerse un análisis exclusivamente cuantitativo, como si todas las viviendas fueran equiparables: de hecho, las viviendas construibles en los solares del caso histórico y en los sectores de su entorno responden a modelos y necesidades radicalmente diferentes de las que se proponen en la modificación.

· Pero incluso en el campo del análisis cuantitativo, debe evitarse caer en simplificaciones como la de emplear como única referencia temporal el periodo de crisis económica reciente (lo que provoca una clara distorsión estadística) o como única referencia demográfica la evolución reciente del número de habitantes en términos absolutos (ignorando por ejemplo la drástica disminución del número medio de personas por hogar), que además conducirían al absurdo de negar toda perspectiva de desarrollo futuro en una Comunidad con saldo demográfico negativo.

· Por último, importa destacar la aplicabilidad al caso de preceptos como el artículo 34.1.c) de la Ley de Urbanismo, que permite la previsión de suelo para segunda residencia y usos vinculados al ocio en los municipios con atractivo turístico, o el 5.7 de las Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León, que propugna en áreas de muy baja densidad “fomentar propuestas atractivas de implantación o reconversión de actividades económicas, tanto en el sector industrial como en el turismo ligado a la calidad del entorno.” 

3. Interpretación del artículo 34 de la Ley de Urbanismo.

En el fundamento tercero del escrito del Servicio Territorial se hace una breve referencia al artículo 34 de la Ley de Urbanismo, del cual se cita una parte del apartado 1 sin que se entienda bien si se hace con carácter obstativo a la aprobación de la modificación planteada. En todo caso, el precepto ya ha sido invocado en la discusión anterior, precisamente como argumento que aporta justificación a las pretensiones de la modificación, pues, como ya se ha dicho:

· El precepto pone de manifiesto que han de resolverse las necesidades de suelo residencial, sí, pero también las necesidades de suelo destinado a otros usos, como los dotaciones y los productivos. Hay en el escrito alguna referencia a una supuesta independencia entre el campo de golf respecto del sector residencial, pero la memoria deja clara la unicidad de la actuación: ni el campo de golf es viable económicamente sin el apoyo de una zona residencial vinculada, ni esta tiene justificación sin la vecindad del campo de golf.

· El precepto aludido añade además, en su apartado c), que la ordenación urbanística puede tener en cuenta “la situación del municipio en ámbitos de la Comunidad que por su atractivo turístico precisen la previsión ordenada de suelo para segunda residencia y usos vinculados al ocio,” que es justamente la situación en la que nos encontramos.

· En todo caso, la lectura del precepto ha de hacerse en su integridad, sin limitarse al suelo residencial, no olvidando lo relativo al suelo dotacional y de servicios, o que en este caso se atiende a una demanda exógena, como se justifica en la memoria del instrumento de planeamiento. Téngase en cuenta que el artículo 81 del Reglamento establece que la ordenación será el resultado del análisis y diagnóstico de las circunstancias del municipio. 

No hay por tanto elemento obstativo alguno a la modificación propuesta que pueda encontrarse en la redacción del artículo 34 de la Ley de Urbanismo, ni en su desarrollo operado por el artículo 81 (apartado 1.d) del Reglamento de Urbanismo.

4. Interpretación de las sentencias invocadas.
En su fundamento cuarto, el escrito del Servicio Territorial procede a repasar sus argumentos anteriores a la luz de una serie de sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. En primer lugar se alude a la Sentencia 441 de 15 de marzo de 2013, cuyos argumentos se reproducen en las ulteriores sentencias de 3 de mayo de 2013 y 14 de octubre de 2014, y también podían encontrarse en la previa de 14 de febrero de 2013.

Pues bien, tomando como ejemplo la misma sentencia, puede verse que su conclusión es la siguiente: “objetivo que en el caso no se ha motivado ni justificado que se cumpla”. 

Es decir, lo que rechaza la sentencia es la ausencia de justificación de los requisitos legales, de manera que el planeamiento objeto de juicio se rechaza por injustificado. 

Pero es muy importante destacar la notable diferencia entre los adjetivos “injustificado” e “injustificable”. Que un planeamiento se anule por falta de justificación (por injustificado) no quiere decir que esa justificación no pueda existir (que sea injustificable). Lo que quiere decir es que no se ha aportado una justificación suficiente, y como señala alguna de las sentencias citadas, no se ha aportado donde se debe aportar, que es en la memoria del instrumento de planeamiento urbanístico de que se trate. Pero eso no quiere decir que esa justificación no hubiera podido aportarse, ni mucho menos que no pueda aportarse en otros casos.

Por lo tanto, no es imposible que instrumentos de planeamiento posteriores, a la luz de lo exigido por las sentencias citadas, sí aporten la justificación necesaria, como sucede por lo demás en el caso que nos ocupa. Ya que frente al argumento que se invoca al citar, por ejemplo, la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 2012 que anula un determinado desarrollo urbanístico en Logroño, por entender que en dicho municipio ya existía una previsión suficiente de suelo residencial, cabe oponer en este caso, como se ha hecho en el apartado segundo de este informe, que lo que aquí se plantea es, en primer lugar, una demanda de suelo para usos diferentes de los residenciales, pero que requieren a estos como complemento necesario para su viabilidad, y en segundo lugar, que el suelo disponible como destino residencial en Medina de Rioseco no es comparable al que se precisa para dar satisfacción a la demanda razonable de vivienda de segunda residencia vinculada a actividades de ocio, deporte y turismo, resultando incluso del todo inútil a tales efectos.

Hay que decir, además, que las sentencias citadas se refieren a expedientes que se iniciaron y resolvieron en otro contexto normativo; si bien había entrado en vigor la Ley de Suelo, no era de aplicación la adaptación de la normativa urbanística a la misma, y así lo indica la Sala expresamente. Ahora, entrada en vigor la adaptación de nuestra normativa urbanística a la legislación básica, se debe aplicar al planeamiento urbanístico la legislación urbanística como competencia exclusiva, como ya se ha señalado en el apartado 1.

Por último, no está de más dejar constancia de que la casuística objeto de las sentencias citadas no es ni remotamente comparable a la planteada en esta modificación, ni por el uso específico (un gran equipamiento, con vivienda no principal), ni por su magnitud (397 viviendas); como ejemplo de la diferencia, la sentencia 441 parcialmente transcrita, se refiere a la aprobación de suelo urbanizable para 6.600 viviendas en un municipio con 435 existentes, mientras que otras de las citadas se refieren a dos sectores con 15.687 viviendas o 8.915 viviendas.

Por todo ello no es adecuado hacer una traslación automática del resultado de las sentencias que se citan al caso que nos ocupa, ya que, en resumen:

· Que un planeamiento se anule por estar injustificado, no implica que cualquier planeamiento incluso remotamente análogo resulte injustificable.

· Las sentencias invocadas se ciñen, en ausencia de otros argumentos, a un análisis puramente cuantitativo de comparación con la oferta residencial disponible. Lo que nada tiene que ver con el caso que nos ocupa, donde se plantea una oferta radicalmente diferente de la existente.

5. Interpretación del apartado 2.b) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo.

Respecto al requisito del apartado 2.b) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo, señala con acierto el escrito del Servicio Territorial que en este caso concreto se discute la excepción prevista en el epígrafe 3º del citado apartado, que permite excusar el requisito general de contigüidad al suelo urbano “cuando el sector que se va a clasificar esté separado del suelo urbano por terrenos protegidos por la legislación sectorial, con una distancia máxima de 2.000 metros.”
El escrito admite del Servicio Territorial que “con la literalidad del art. 27.2.b)3º del RUCyL, considerada en sentido estricto, pudiera entenderse que en este caso sí existe una continuidad con el suelo urbano por estar todos los suelos situados entre este y el nuevo sector protegidos por la legislación sectorial”. Y con este reconocimiento explícito debería darse por concluida la cuestión, precisamente por la invocación de la literalidad de la norma.

Sin embargo, el escrito realiza seguidamente una interpretación tendente a negar la aplicabilidad al caso del supuesto, basándose en el criterio general de fomento de la compacidad del crecimiento urbano.  Esa interpretación debe rechazarse, porque precisamente lo que aquí se discute es un supuesto de excepción a ese criterio general. La norma establece con claridad ese criterio general, y lo despliega en numerosos preceptos. Pero prevé al mismo tiempo ciertas excepciones, como la que nos ocupa; negar la aplicación de las excepciones previstas por su oposición al criterio general equivale, simple y llanamente, a inaplicar la regulación vigente.

En su interpretación, el escrito del Servicio Territorial llega a sostener que la excepción que nos ocupa sería aplicable si los terrenos protegidos pudieran llegar a desaparecer: “Estos suelos, aunque en un primer momento puedan suponer una barrera, a la larga se incorporan al desarrollo urbano y permiten mantener la necesaria continuidad.” Pero nada hay en la norma legal ni en su desarrollo reglamentario que ampare esa interpretación restrictiva. 

Es más, llevando la cuestión al terreno en que se plantea, cabe preguntarse ¿qué tipo de suelos protegidos serían esos que pueden desaparecer con el tiempo? No desde luego los protegidos por razones naturales, sean ríos, bosques u otros hábitat, ni terrenos amenazadas por riesgos; este supuesto solo es concebible, precisamente, para los terrenos protegidos por la existencia de estructuras que por ser de fábrica humana, artificiales, como las carreteras, sí son al menos potencialmente eliminables o sustituibles por otras, aunque sea en un futuro indefinido. 

Por lo tanto, si se admitiera el argumento que ahora discutimos, habría que entender que en este caso sí es concebible que las barreras artificiales existentes son susceptibles de desaparición en algún momento del futuro (¿acaso no está proyectado en Valladolid el soterramiento del ferrocarril?) Y si no es este el tipo de suelos protegidos al que se refiere el argumento del Servicio Territorial, ello implica que no existirían dichos suelos protegidos “reversibles”, con lo cual el argumento cae por su base, pues quedaría vacío de contenido.

Como se ha dicho, en este caso la separación al suelo urbano existente es debida a los requisitos para la localización de una instalación de estas características; es su superficie e incompatibilidad con los valores que determinan la protección sectorial de esos otros suelos protegidos intermedios, lo que condiciona su localización en un ámbito no protegido más alejado.

Pero más allá de estas interpretaciones extremas, lo esencial es que el apartado 2.b) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo se cumple en el supuesto que nos ocupa, como así lo admite el escrito del Servicio Territorial, siendo aplicable la excepción prevista en su epígrafe 3º y careciendo de base normativa y lógica los argumentos obstativos expuestos.

6. Conclusión.


En conclusión, de todo lo dicho y analizado cabe concluir que en el expediente que nos ocupa queda justificado el cumplimiento de lo dispuesto en al artículo 27 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, y por su mediación, en el artículo 13 de la Ley de Urbanismo y en el artículo 10 de la Ley de Suelo, sin que resulten aplicables directa y literalmente al caso las sentencias invocadas, por responder a supuestos sensiblemente diferentes en los términos expuestos.

Valladolid, 11 de febrero de 2015

ÁNGEL Mª MARINERO PERAL

Director General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo


DUODÉCIMO.- Con fecha 18 de febrero de 2015 se recibe Instrucción de la D.G. de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo para la aplicación de los artículos 13 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León y 27 de su Reglamento, en relación con el artículo 10 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, que señala lo siguiente:

INSTRUCCIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO PARA LA APLICACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 13 DE LA LEY DE URBANISMO DE CASTILLA Y LEÓN Y 27 DE SU REGLAMENTO, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 10 DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE SUELO

Con fecha 30 de enero de 2015 el Servicio Territorial de Fomento de Valladolid ha solicitado una clarificación de criterios en relación con un expediente de modificación de planeamiento general que tiene por objeto la clasificación de un sector de suelo urbanizable, a la vista de varias sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León y del Tribunal Supremo, que a juicio del Servicio Territorial pudieran alterar las consideraciones emitidas en previos informes de esta Dirección General  sobre la interpretación de los artículos 13 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León (en adelante Ley de Urbanismo) y 27 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado por Decreto 22/2004, de 29 de enero (en adelante Reglamento de Urbanismo), en relación con el artículo 10 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio (en adelante Ley de Suelo), todo ello en cuanto se refiere a los criterios a observar para la clasificación de suelo urbanizable por el planeamiento general.
Es esta una cuestión relevante que trasciende al análisis de expedientes concretos, siendo de interés conseguir una armonización de criterios aplicable por el conjunto de los órganos urbanísticos de la Administración de la Comunidad. Por lo tanto, con el objeto de establecer los criterios para la correcta aplicación por los citados órganos de los artículos 13 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León y 27 de su Reglamento, en relación con el artículo 10 de la Ley de Suelo, conforme al artículo 21 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se dicta la siguiente

INSTRUCCIÓN

PRIMERO. Criterios para la aplicación del apartado 1 del artículo 10 de la Ley de Suelo.

El artículo 10 de la Ley de Suelo establece en su apartado 1 que:
“1. Para hacer efectivos los principios y los derechos y deberes enunciados en el Título I, las Administraciones Públicas, y en particular las competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, deberán:

a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, impedir la especulación con él y preservar de la urbanización al resto del suelo rural.

b) Destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos y para uso residencial, con reserva en todo caso de una parte proporcionada a vivienda sujeta a un régimen de protección pública que, al menos, permita establecer su precio máximo en venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, como el derecho de superficie o la concesión administrativa.”

Conforme a la disposición final primera del mismo texto legal, este apartado 1 del artículo 10 tiene junto con otros muchos, “el carácter de condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los correspondientes deberes constitucionales y, en su caso, de bases del régimen de las Administraciones Públicas, de la planificación general de la actividad económica y de protección del medio ambiente, dictadas en ejercicio de las competencias reservadas al legislador general en el artículo 149.1.1, 13, 18 y 23 de la Constitución.”

Es decir, se trata de un precepto de la legislación básica del Estado, llamado a ser desarrollado por el legislador autonómico, habida cuenta de que, según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, no puede vaciar de contenido las competencias propias de la Comunidad Autónoma (en este caso las urbanísticas). Lo que sí hace es acotar el ámbito del desarrollo autonómico. Así la legislación básica y la de desarrollo se condicionan mutuamente; el desarrollo debe respetar la legislación básica, pero esta no puede agotar totalmente la regulación de la materia, para que la norma de desarrollo disponga de un espacio suficiente donde la Comunidad Autónoma pueda ocuparse de sus especificidades.

Por lo tanto, el apartado 1 del artículo 10 de la Ley de Suelo no debe ser objeto de interpretación y aplicación de forma separada e independiente de aquellos preceptos de la normativa urbanística de Castilla y León que se ocupan de las mismas materias, sino que todos ellos deben aplicarse de forma conjunta, lo que a su vez debe hacerse a través del desarrollo autonómico de la legislación básica. Aplicando la legislación de desarrollo, que en este caso es la urbanística, se aplica automáticamente la legislación básica, que en este caso es la relativa al suelo, por la simple razón de que aquella desarrolla esta, adaptándola a las particularidades y necesidades de Castilla y León.

Así pues carece de sentido contrastar el cumplimiento del artículo 10.1.a) de la Ley de Suelo con un análisis separado e independiente del que se debe hacer en relación con los artículos 13 de la Ley de Urbanismo y 27 de su Reglamento. Es aplicando estos preceptos como de forma indirecta pero con seguridad jurídica y en nuestro marco constitucional, se aplica también el artículo 10.1.a) de la Ley de Suelo, en su recta interpretación como legislación básica que ha sido objeto de desarrollo legítimo e incuestionado por el legislador autonómico.

Hacerlo de otra forma implicaría que sobre una misma materia se solaparían las normas del Estado y de la Comunidad Autónoma, siendo posible que en un determinado supuesto se cumpliera la legislación estatal pero no la autonómica y viceversa, lo cual es contrario al principio de distribución competencial que establece nuestra Constitución. Cierto es que se puede cuestionar la adecuación de la norma autonómica al marco básico del Estado, pero ello ha de hacerse mediante los procedimientos establecidos para juzgar la constitucionalidad de las normas. 

Importa destacar que el artículo 13 de la Ley de Urbanismo fue modificado íntegramente por la Ley 4/2008, de 15 de septiembre, de medidas sobre urbanismo y suelo, norma cuyo objeto fue adaptar la legislación urbanística de Castilla y León a la nueva legislación básica del Estado plasmada en la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, luego refundida mediante el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Por lo tanto no se trata de una norma previa, que deba reinterpretarse en función y a la luz de una posterior legislación básica, sino de una redacción perfecta e intencionadamente acomodada a la legislación básica, sin que su constitucionalidad haya sido puesta en cuestión.

Análogamente, el artículo 27 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, cuya redacción original databa del año 2004, fue modificado íntegramente por el Decreto 45/2009, de 9 de julio, cuyo objeto primordial fue trasladar al plano reglamentario la nueva orientación de la Ley de Urbanismo de Castilla y León operada por la antes mencionada reforma de 2008. De modo que también este precepto responde y se acomoda de forma constitucionalmente indiscutida a los mandatos de la legislación básica, y más en concreto al ya mencionado apartado 1.a) del artículo 10 de la Ley de Suelo.

En conclusión, en cuanto a la clasificación de suelo urbanizable, los preceptos normativos cuyo cumplimiento debe ser comprobado para la aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento urbanístico (y de sus revisiones y modificaciones), son los artículos 13 de la Ley de Urbanismo y 27 de su Reglamento; cumplimiento que, de darse, implica de forma automática el cumplimiento del apartado 1.a) del artículo 10 de la Ley de Suelo.

SEGUNDO. Criterios para la interpretación del apartado 1.a) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y del apartado 2.a) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo.

Así pues en cuanto al suelo urbanizable se ha de analizar el cumplimiento de los artículos 13 de la Ley de Urbanismo y 27 de su Reglamento. En concreto, el apartado 1.a) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo impone para permitir la clasificación de terrenos como suelo urbanizable, la condición de “que su transformación en suelo urbano se considere justificada a la vista de las demandas de suelo para usos residenciales, dotacionales o productivos.” Añade el artículo 27 del Reglamento que “estas demandas deben analizarse en la memoria del instrumento que clasifique los terrenos.”

Diversas sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León han sentado un criterio exigente en cuanto a la concreción de las demandas que justifiquen la clasificación de nuevo suelo urbanizable, no bastando con afirmaciones genéricas; además, dejan claro que la justificación debe constar en la memoria del instrumento de planeamiento que realice la clasificación.

En ausencia de esas justificaciones, el Tribunal ha venido examinando los argumentos de los recurrentes bajo las premisas planteadas por estos, que tienden a ser de orden meramente cuantitativo; así por ejemplo se han examinado las existencias de suelo urbanizable no desarrollado, o incluso la estadística de concesión de licencias en los años previos, o la evolución demográfica.

Pero a esos análisis se ha procedido en ausencia de justificaciones válidas en la memoria de los instrumentos de planeamiento que pretendían clasificar nuevo suelo urbanizable. Ni puede deducirse de la redacción de las sentencias comentadas que el Tribunal entienda como “injustificable” lo que tan solo califica como “injustificado”. Es importante destacar la notable diferencia entre ambos adjetivos: que un planeamiento se anule por falta de justificación (por injustificado) no quiere decir que esa justificación no pueda existir (que sea injustificable). Tan solo quiere decir es que no se ha aportado una justificación suficiente. Pero eso no quiere decir que esa justificación no hubiera podido aportarse, ni mucho menos que no pueda aportarse en otros casos.

Por lo tanto, acudiendo al tenor literal del apartado 1.a) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y del apartado 2.a) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo, vemos que las que deben ser objeto de análisis en la memoria del instrumento de planeamiento que pretenda clasificar suelo urbanizable son “las demandas de suelo para usos residenciales, dotacionales o productivos.”

No dicen las normas, en absoluto, que el único parámetro para juzgar dichas demandas sea la evolución demográfica de la población. Mucho menos, que la única necesidad social a satisfacer por el planeamiento urbanístico sea la provisión de la primera residencia de la población ya residente en el término municipal. Una visión tan estrecha haría imposibles múltiples desarrollos que pueden ser legítimamente planteados en orden a proveer una oferta razonable de suelo con usos tales como los dotacionales, asistenciales, productivos, logísticos, o vinculados a actividades relacionadas con el ocio, el turismo o el deporte, solo por citar algunos ejemplos entre muchos posibles. Lógicamente, tampoco dicen las normas que sea ilegal plantear un desarrollo urbanístico orientado a proporcionar una oferta de segunda residencia para personas no residentes en el término municipal concreto.

Así pues, entre las demandas que justifiquen la clasificación de nuevo suelo urbanizable será posible atender a las de usos dotacionales y productivos, así como a las interdependencias entre los diferentes usos, sin que necesariamente deban evaluarse de forma indepediente. Téngase en cuenta la orientación de la legislación urbanística de Castilla y León hacia una ordenación urbanística integral, que armonice y haga compatibles todos los usos convenientes para el desarrollo socioeconómico. Por ello no cabe un análisis simplificador que reduzca la comprobación de legalidad a tan solo uno de los aspectos de una determinada propuesta.

Si se argumenta que cada uso debe justificar su necesidad de forma independiente, se llegaría a un reduccionismo absurdo según el cual la justificación de cualquier actuación debe estar dentro de sí; como ejemplo, una gasolinera no podría ser autorizada ya que su razón de ser es la carretera vecina, fuera de su estricto ámbito; o de forma análoga un centro de turismo rural, cuya justificación es la vecindad con áreas de atracción turística.

Por lo tanto y en conclusión, hemos de atenernos al tenor literal del apartado 2.a) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo y hacer una valoración integral del concepto de “demandas de suelo”, que puede no limitarse a los usos residenciales, o puede integrar las complementariedades y sinergias que puedan darse entre diferentes usos, siempre que ello se justifique.

Pero incluso al estudiar las demandas de suelo para uso residencial, no debe hacerse un análisis exclusivamente cuantitativo, como si toda tipología de viviendas fuera equiparable: ni toda oferta ni toda demanda de suelo residencial es equiparable, y bien podría suceder la oferta de suelo existente resultase inútil a efectos de unas demandas justificadamente diferentes.

Asimismo deben evitarse simplificaciones como la de evaluar la demanda en función de los datos resultantes de los años de crisis económica, que ha repercutido de forma especialmente notable en el sector de la construcción y en la demanda de vivienda, pues ese análisis temporal resulta profundamente distorsionado; análogo razonamiento implicaría la renuncia a toda obra pública en adelante, contrastados solo los datos de actividad económica de los últimos 6 años, o negar la legitimidad de nuevas inversiones privadas porque durante estos últimos años lo normal ha sido el cierre de empresas o la reducción de su actividad.

Más grave resulta invocar como argumento obstativo la situación de declive demográfico de la mayor parte de nuestros municipios, o de la propia Comunidad en su conjunto. En sentido inverso, equivaldría a legitimar, casi a hacer obligatorio, seguir incrementando la oferta de suelo en aquellos pocos municipios en los que ha crecido la población, haciendo imposible criterios de ordenación como el reequilibrio territorial, o incluso la ordenación del territorio en su más amplia concepción.

Antes al contrario, una administración pública que ha hecho objetivo esencial el combate contra el declive demográfico está obligada a reconocer la legitimidad de la promoción de las actividades susceptibles de generar empleo y por tanto recuperación demográfica. Con el cumplimiento de todo precepto normativo aplicable, pero evitando interpretaciones subjetivas del concepto de demanda que se hagan depender de la evolución precedente, lo que produciría el resultado, extendido al conjunto de la Comunidad, de la ilegitimidad de cualquier iniciativa de pretensiones dinamizadoras, deslegitimada precisamente por la situación a la que pretende responder. Ideas centrales de la planificación, como el reequilibrio territorial, quedarían completamente en entredicho.

Por último, importa destacar la aplicabilidad concurrente de otros preceptos normativos: así el artículo 34 de la Ley de Urbanismo señala en su apartado 1 que “el planeamiento general tendrá como objetivo resolver las necesidades de suelo residencial, dotacional, industrial y de servicios del término municipal correspondiente y de su área de influencia, teniendo en cuenta las previsiones de los instrumentos de ordenación del territorio y, en su caso…” señalando a continuación varios supuestos en los que resulta legítimo atender demandas externas a las propias del término municipal, como por ejemplo la situación en ámbitos de la Comunidad que por su atractivo turístico precisen la previsión ordenada de suelo para segunda residencia y usos vinculados al ocio.

Con mayor detalle, el apartado 1.d) del artículo 81 del Reglamento de Urbanismo señala que “…el Plan General debe tener en cuenta todas las demandas, en el marco de las previsiones de los instrumentos de ordenación del territorio y teniendo en cuenta la situación del Municipio en…” citando a continuación varias circunstancias socio-geográficas en las que resulta legítimo clasificar suelo en función de demandas exógenas. Aquí la referencia a “todas las demandas” implica que no es admisible un análisis basado en exclusiva en la demanda residencial, y mucho menos uno basado en exclusiva en la demanda residencial local.

También conviene acudir al contenido de la Ley 3/2008, de 17 de junio, de aprobación de las Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio de Castilla y León, que aporta diversos criterios de ordenación susceptibles de interpretarse como justificación de las demandas de suelo no estrictamente derivadas del crecimiento demográfico. Véase por ejemplo el artículo 5.7 “compromiso activo con los espacios menos favorecidos”, que establece que “serán áreas de actuación preferente… aquéllas con densidad inferior a 10 habs. / km2… En todas estas áreas se realizará un esfuerzo de diagnóstico para fomentar propuestas atractivas de implantación o reconversión de actividades económicas, tanto en el sector industrial como en el turismo ligado a la calidad del entorno.” 

Por último, es relevante también lo que el artículo 4 de la Ley de Urbanismo formula como “la regulación del uso del suelo para favorecer la funcionalidad del tejido productivo, la atracción de nuevas inversiones y la capacidad para incorporar innovaciones tecnológicas”. En todo contexto de falta de actividad económica y empleo, debe planificarse el suelo para acogerla precisamente cuando no la hay; si bien clasificar suelo no basta sólo para generarla, la inexistencia del suelo “necesario” para un uso determinado y conveniente impediría cambiar esa realidad, lo que constituye el fin esencial de toda planificación. Los planes sirven a los objetivos, no al contrario.

En conclusión, puede resumirse así la interpretación correcta de los apartados 1.a) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y 2.a) del artículo 27 de su Reglamento:

· Debe hacerse una valoración integral del concepto de “demandas de suelo”, sin ceñirse a un tipo determinado, y teniendo en cuenta las complementariedades y sinergias entre diferentes usos.

· En particular, al estudiar las demandas de suelo para uso residencial, no debe hacerse un análisis exclusivamente cuantitativo, como si toda tipología de viviendas fuera equiparable.

· Pero incluso en el análisis cuantitativo, deben evitarse simplificaciones como emplear el periodo de crisis reciente como única referencia temporal (lo que provoca una clara distorsión estadística) o emplear la evolución reciente de la población como única referencia demográfica (ignorando por ejemplo la disminución del número de personas por hogar), que además conducirían al absurdo de negar toda perspectiva de desarrollo en una Comunidad con saldo demográfico negativo.

· La aplicación de los criterios cuantitativos y cualitativos puede hacerse respecto a los dos ámbitos establecidos en la normativa: el propio municipio o un ámbito supramunicipal justificado por la jerarquía territorial, capacidad y potencial de atracción del municipio.

· Por último, deben aplicarse preceptos concurrentes como los artículos 4 y 34 de la Ley de Urbanismo, así como las Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León.

TERCERO. Criterios para la interpretación del apartado 1.b) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y del apartado 2.b) del artículo 27 del Reglamento de Urbanismo.

En los apartados 1.b) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y 2.b) del artículo 27 de su Reglamento se impone como condición para clasificar terrenos urbanizables “que se incluyan en un sector cuyo perímetro sea colindante en al menos un 20 por ciento con el suelo urbano de un núcleo de población existente”. Sin embargo ese criterio general admite varias excepciones, vinculadas a la naturaleza del uso predominante, a la separación por ciertos tipos de suelo o a su planificación mediante instrumentos de ordenación del territorio. 

Para juzgar la legitimidad de tales excepciones, debe atenderse a la literalidad de su formulación normativa, sin que pueda negarse su empleo acudiendo a interpretaciones de segundo orden, pues es evidente que una excepción a un criterio supone apartarse de ese criterio, y no se puede invocar ese criterio general para negar la excepción, si la misma viene prevista en la normativa.

Aunque la norma establezca con claridad un criterio general, si prevé al mismo tiempo ciertas excepciones, negar la aplicación de las excepciones previstas por su oposición al criterio general equivale, simple y llanamente, a inaplicar la regulación vigente. Las excepciones pueden aplicarse siempre que se dé la existencia objetiva de cualquiera de los cuatro supuestos legales.

Por lo tanto, los apartados 1.b) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y 2.b) del artículo 27 de su Reglamento deben aplicarse en su redacción literal, admitiéndose las excepciones previstas cuando se den los supuestos a los que se refieren, sin que puedan negarse por su oposición al criterio general del que son excepción legítima.

Valladolid, 18 de febrero de 2015

ÁNGEL Mª MARINERO PERAL

Director General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo


DECIMOTERCERO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


De conformidad con el artículo 161.2,  la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo debe examinar el instrumento de planeamiento general realizando un doble control:


“a) Control de la legalidad de las determinaciones y del procedimiento: este control es pleno, salvo si entran en juego conceptos jurídicos indeterminados que no afecten a competencias supramunicipales, para los cuales el margen de apreciación corresponde al Ayuntamiento.


b) Control de oportunidad de las determinaciones, que debe limitarse a las cuestiones de importancia supramunicipal que trasciendan el ámbito del interés puramente local […]”


Los PGOU y sus MODIFICACIONES suponen un instrumento de configuración del modelo territorial del término municipal con claras implicaciones en aspectos supramunicipales. Su aprobación definitiva tal y como disponen LUCyL y RUCyL, no la realiza el Ayuntamiento, sino un órgano autonómico, teniendo que cumplir la Comisión, por tanto, con el doble control del precitado artículo 161.2 del RUCyL. A mayor abundamiento cabe citar las implicaciones supramunicipales existentes en un PGOU, tales como: la provisión de servicios públicos (transporte, carreteras, aguas, sanidad, educación…), su incidencia en el tráfico...etc. 


SEGUNDO.- De la documentación técnica de la Modificación puntual se desprende que los aspectos señalados en el informe de la Ponencia Técnica de la CTU de febrero de 2012, están subsanados por las siguientes razones:


En cuanto al primer apartado del citado informe, se justifica en la memoria del presente documento que los datos citados en la Memoria del vigente PGOU no son exactos, ya que no han considerado el potencial edificatorio de los solares o la posible sustitución de ellos aplicando las condiciones de edificación de los instrumentos vigentes. Haciendo el cálculo de las posibilidades reales de los suelos y de los solares, tanto edificados como vacíos, da como resultado una cuantía de 1.755 viviendas de remanente en SUC que junto con las 318 previstas en los sectores de SUNC y las 2.345 existentes da un total de viviendas en suelo urbano de 4.418, superior a las 3.886 previstas en suelo urbanizable (3.489+397) motivo por el que se justifica el cumplimiento del art. 81.2.b) del RUCyL.


Respecto al cuarto apartado del informe de la Ponencia Técinica de febrero de 2012, también se puede considerar subsanado con la justificación del interés público que se recoge en la memoria del documento (página 19), al señalar: “Motivados por su idoneidad de implantación a partir de su acuerdo con el modelo territorial y urbano planificado para Medina de Rioseco y en las nuevas infraestructuras viarias proyectadas, en especial la nueva variante de la futura Autovía Valladolid – León, y en la demanda contrastada a nivel regional y específicamente en la zona, de instalaciones deportivas y de ocio como la prevista, se definen como objetivos esenciales de la propuesta:

· Dotar a Medina de Rioseco y su entorno territorial –entre León y Tordesillas, Valladolid y Zamora- de un equipamiento deportivo de gran demanda (campo de golf), con una implantación de alta accesibilidad territorial

· Generar un desarrollo urbanístico atractivo, bien articulado con el núcleo urbano, aprovechando las condiciones paisajísticas y medioambientales del lugar sin alterar sus valores, incluyendo viviendas de diversas tipologías y en elevada proporción en régimen de protección pública

· Promover el marco urbanístico para la implantación de actividades económicas asociadas al ocio y el medio rural –hostelería, turismo…- que refuercen las estrategias de desarrollo local en Medina de Rioseco y su entorno”

Estos planteamientos se justifican, desde el punto de vista del interés público en que “Las Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio de Castilla y León, aprobadas como Ley 3/2008, de 17 de junio, definen entre sus Objetivos para el Modelo Territorial y sus estrategias para su desarrollo, criterios para fortalecer la Red de Centros Urbanos, considerando en un primer nivel los centros urbanos de referencia, aquellos con población igual o superior a 5000 habitantes. Para estos nodos territoriales de la red, entre los que se encuentra Medina de Rioseco claramente si atendemos a su papel histórico de cabecera territorial-- se plantea su consideración como centros de referencia para la dotación de equipamientos, la prestación de servicios y las acciones de innovación en el territorio. Medina de Rioseco participa además, en su condición de núcleo de referencia y Conjunto Histórico de excepcional valor, de diversas directrices para la protección y puesta en valor de, Patrimonio Cultural – Red de conjuntos históricos…-, lo que auspicia las políticas y acciones de desarrollo local en marcha y proyectadas, entre las que se inscribiría la actuación aquí planteada.

El proyecto contempla la implantación de nuevas actividades productivas asociadas a las instalaciones de ocio y dotacionales y al sector residencial y los usos urbanos planificados en el mismo (Instalaciones deportivas y equipamientos asociados, hostelería, dotaciones asistenciales y de servicios básicos vinculadas al sector residencial, infraestructuras del complejo…), que supondrán un factor de desarrollo local en cuanto inversiones –directas e indirectas- y su generación inducida de empleo, en las distintas etapas de desarrollo de la actuación –construcción, mantenimiento y gestión-.

La finalidad del proyecto según los objetivos y estrategias definidos, con su doble vertiente de generación dotacional y de desarrollo urbanístico y residencial, su incardinación con las estrategias de promoción económica impulsadas desde las administraciones públicas en la región (Turismo, Ocio, Cultura, Infraestructuras, Empleo…), y la perfecta adecuación respecto al marco definido por los modelos de ordenación territorial y urbanística vigentes en el ámbito, acreditan el interés público de la actuación y por extensión justifican la Modificación necesaria del Plan General vigente.”


En lo referente al resto de lo indicado en el mencionado informe de Ponencia técnica, asimismo ha de considerarse subsanado teniendo en cuenta la Instrucción de 18 de febrero de 2015 de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo al señalar ésta que:


Respecto a la interpretación del apartado 1.b) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y apartado 2.b) del artículo 27 RUCYL (colindancia en al menos un 20% con suelo urbano) se señala en la citada instrucción que la regla general es la colindancia con el citado suelo urbano, pero que no se puede negar la aplicación de las excepciones que permite el artículo 27.2  b) RUCYL, pues eso supondría inaplicar la regulación vigente.


En cuanto a la aplicación del artículo 13.1.a) de la Ley de Urbanismo y artículo 27.2 a) RUCYL, la Instrucción dispone que: 

“En conclusión, puede resumirse así la interpretación correcta de los apartados 1.a) del artículo 13 de la Ley de Urbanismo y 2.a) del artículo 27 de su Reglamento:

· Debe hacerse una valoración integral del concepto de “demandas de suelo”, sin ceñirse a un tipo determinado, y teniendo en cuenta las complementariedades y sinergias entre diferentes usos.

· En particular, al estudiar las demandas de suelo para uso residencial, no debe hacerse un análisis exclusivamente cuantitativo, como si toda tipología de viviendas fuera equiparable.

· Pero incluso en el análisis cuantitativo, deben evitarse simplificaciones como emplear el periodo de crisis reciente como única referencia temporal (lo que provoca una clara distorsión estadística) o emplear la evolución reciente de la población como única referencia demográfica (ignorando por ejemplo la disminución del número de personas por hogar), que además conducirían al absurdo de negar toda perspectiva de desarrollo en una Comunidad con saldo demográfico negativo.

· La aplicación de los criterios cuantitativos y cualitativos puede hacerse respecto a los dos ámbitos establecidos en la normativa: el propio municipio o un ámbito supramunicipal justificado por la jerarquía territorial, capacidad y potencial de atracción del municipio.

· Por último, deben aplicarse preceptos concurrentes como los artículos 4 y 34 de la Ley de Urbanismo, así como las Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León.


A mayor abundamiento, en el informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, de fecha 11 de febrero de 2015 -relativo al presente documento de modificación Puntual del PGOU de Medina de Rioseco en la Finca Villagodio- se llega a la siguiente conclusión:


“En conclusión, de todo lo dicho y analizado cabe concluir que en el expediente que nos ocupa queda justificado el cumplimiento de lo dispuesto en al artículo 27 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, y por su mediación, en el artículo 13 de la Ley de Urbanismo y en el artículo 10 de la Ley de Suelo, sin que resulten aplicables directa y literalmente al caso las sentencias invocadas, por responder a supuestos sensiblemente diferentes en los términos expuestos”


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Plan General de Ordenación Urbana de Medina de Rioseco, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


Por lo expuesto y en su virtud, y tras el correspondiente debate, emitido voto particular por el representante de las ONGs en materia de medio ambiente, de acuerdo con el artículo 5.5.b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las CTMAyU, la COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO NO ADOPTA ACUERDO, SI NO QUE SOLICITA INFORME A LA D.G. DE VIVIENDA , ARQUITECTURA Y URBANISMO DE LA CONSEJERIA DE FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE, que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del acuerdo durante dos meses; emitido el informe, se devolverá el expediente a la Comisión para que prosiga las actuaciones, sin que sea ya aplicable esta regla en el caso de que se formule nuevamente algún voto particular.
No obstante lo anterior, se señalan las deficiencias detectadas en el Informe- Propuesta del Servicio Territorial de Fomento:

1.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.

2.- Se aportará certificado municipal sobra capacidad de las redes, tanto de abastecimiento como de saneamiento, a las que va a conectar el sector. Se hará especial hincapié en señalar si la red de la Mancomunidad, a la que va a conectar la red del sector, está en funcionamiento ya que tal y como ha señalado el informe de CHD “con el fin de poder garantizar la disponibilidad de recursos hídricos para la aprobación del presente instrumento de planeamiento, es imprescindible que se prosiga con la tramitación reglamentaria del expediente concesional C-668/2011-VA hasta su resolución favorable” ya que el expediente se encuentra paralizado con aviso de caducidad.   
3.- Se deberá aportar la siguiente documentación:

· Plano de circulaciones de los viarios.

· La parcela de Servicios Urbanos SU-IN 2 deberá tener frente a viario público a fin de poder ser considerada solar.

El representante de las ONG en materia de medio ambiente manifiesta que “Como hemos advertido en reiteradas alegaciones durante el trámite de información pública de la aprobación inicial, la documentación expuesta en la página web señalada para la consulta de la misma www.medinaderioseco.com se ha limitado al Estudio de Impacto Ambiental y al Documento de Avance de fecha Septiembre de 2010, vulnerando lo dispuesto en el artículo 142 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León y el artículo 432 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, y por extensión el derecho constitucional a la participación. 

Tampoco pueden considerarse por ello cumplidos los requisitos documentales de los artículos 169.3.b), 110 a 116, 140, 142 y 135.2  del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, al carecer la documentación expuesta a información pública de al menos:

· La identificación y justificación pormenorizada de las determinaciones del instrumento modificado que se alteran, sin reflejar el estado actual y el propuesto (art. 169.3.b.2º). 

· El resumen ejecutivo (art. 112.c).

· Un estudio de tráfico y movilidad (art. 140.2. f ).

· El Estudio de Impacto Ambiental debe contener un verdadero Análisis de Alternativas (art. 111.1.c.2º), que el sometido a información pública obvia al reducirlo a una única opción, además de la Alternativa 0, en una sola página.

· Un estudio hidrológico-hidráulico del río Sequillo a su paso por el nuevo sector, con su correspondiente Mapa de peligro de inundación (art. 111.1.c.3º), incorporado al expediente con posterioridad a la información pública.

· La Normativa, los Planos de Información y Ordenación a Escala mínima 1:1.000 y el Estudio Económico de la ordenación detallada (art. 135.2).

Respecto al fondo del asunto, el nuevo sector de suelo urbanizable residencial cuya clasificación y ordenación detallada se pretende se encuentra completamente desconectado del núcleo urbano de Medina de Rioseco, del que dista más de un kilómetro, separado por suelo urbanizable, suelo rústico con protección de infraestructuras, suelo rústico con protección natural y suelo rústico común, situándose en la margen opuesta del río Sequillo y al otro lado de la futura autovía de Valladolid a León.

El artículo 81.2 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León establece que “El Plan General no podrá generar nuevos núcleos de población”, salvo que los instrumentos de ordenación del territorio establezcan otros criterios, y el artículo 27.2.b) establece como requisito para la clasificación de suelo urbanizable “Que se incluyan en un sector cuyo perímetro sea colindante en al menos un 20 por ciento con el suelo urbano de un núcleo de población existente”, requisito que puede excusarse en determinados supuestos no aplicables al caso dado que el nuevo sector propuesto no es colindante con el suelo urbano ni urbanizable, y está separado del suelo urbano además de por terrenos protegidos por la legislación sectorial (futura autovía y río Sequillo) por suelo urbanizable (mayoritariamente) y suelo rústico común.

Por otro lado, el nuevo sector carece de justificación porque su transformación en suelo urbano no está justificada por la demanda de usos residenciales o productivos, siendo el campo de golf perfectamente autorizable en suelo rústico, por lo que en realidad el objetivo de la operación no es obtener esta dotación sino habilitar la construcción de las 400 viviendas que le acompañan y para las que en realidad se constituye como un mero reclamo comercial. Son claros a este respecto el artículo 10.1 del Texto Refundido de la Ley de Suelo y la STSJ de Castilla y León de 15 de marzo de 2013, entre otras.

Todas estas deficiencias no subsanables han sido acertadamente puestas de manifiesto por la Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo en su informe desfavorable de fecha 21 de febrero de 2012. El hecho de que para rebatirlo sean necesarios dos prolijos informes de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo es prueba de su propia debilidad argumental para tratar de justificar lo injustificable, esto es, un pelotazo urbanístico en toda regla, cuyo modelo está en la base de la creación y del estallido de la burbuja inmobiliaria”.


El representante de las ONG en materia de medio ambiente reitera los argumentos contenidos en el voto particular que se ha transcrito manifestado de nuevo su desacuerdo con la aprobación de la presente modificación. A lo cual es respondido por el Delegado Territorial alegando que  la evolución de las condiciones sociales y económicas aconseja concentrar las inversiones en las actividades directamente vinculadas a la generación de empleo, postergando otras no tan esenciales en la actualidad.
2.- Autorizaciones en suelo rústico 

A.2.1  ALMACÉN DE MATERIAL APICOLA, EXTRACCIÓN Y ENVASADO DE MIEL “VALORIA LA BUENA”.- (EXPTE. CTU 119/14).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 5 de noviembre de 2014 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Valoria la Buena, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 18 de noviembre de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 21 de enero de 2015 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León en fecha 18 de noviembre 2014, en el diario Norte de Castilla  en fecha 1 de octubre 2014, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal.


TERCERO.-  El promotor del expediente es la empresa “Miguel Rodríguez Blanco”

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.



SEGUNDO.- La nave  está situada en la parcela 5063 del polígono 5, tiene una superficie de 5.628 m², y una superficie útil de la nave construida de 400 m². Cuenta con Licencia de Obras de fecha 21 de octubre 1991. 


TERCERO.- La parcela  se encuentran situada en Suelo No Urbanizable Común, 


CUARTO.- El uso es autorizable de acuerdo con el artículo Articulo 59.2º.b) del RUCyL: “Son usos sujetos a autorización todos los citados en la letra g) del artículo 57: Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que se puedan considerar de interes público:

1º Por estar vinculados a cualquier forma de servicio público.

2º Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus especificos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circustancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.


QUINTO.- En las N.U. Municipales, según la Sección 2º en el articulo 5.2.13 a efectos de establecer tal regulación, los usos excepcionales en suelo rústico se agrupa en distintos grupos, en el caso que nos ocupa le corresponderia el GRUPO VII, Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que se puedan considerar de interes público:

A.- Por estar vinculados a cualquier forma de servicio público.

B.- Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus especificos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circustancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.

SEGÚN EL ARTICULO 5.2.15 REGULACIÓN USOS PERMITIDOS, AUTORIZABLES Y PROHIBIDOS.

· En el Suelo Rustico Común S.R.C. seria un uso autorizable.


Tienen certificado de Utilidad Pública, declarada por el Ayuntamiento según informe del Arquitecto Municipal. 


SEXTO.- Condiciones de autorización de las edificaciones en Suelo Rústico Común:


Parcela minima (articulo 5.2.16.1) .- La parcela tendra que tener una superficie minima de 30.000 m².

Condiciones de edificación 


Altura (articulo 5.2.17.1) .- 8 m. a cornisa y 10 m. a cumbrera.


Retranqueos. ( articulo 5.2.17.2).- Se establece un retranqueo minimo de 5 m. a linderos posterior y linderos.

Edificabilidad y ocupación articulo 5.2.17.3).- 10% sobre la parcela.

La edificabilidad no se fija.


Materiales y colores (articulo 5.2.17.4)
Los materiales empleados se adaptarán a los tradicionales de la zona en que se instalen, debiendo en todo caso garantizarse un acabado adecuado, estando prohibidos expresamente los materiales de desecho para cualquier tipo de construcción.

En fachada se deberá revestir mediante revocos en coloraciones ocres o crudas, adaptándose al entorno. Se prohíben los materiales metálicos en su color, acabados brillantes, bloques de hormigón o muros de hormigón visto, ladrillo caravista, etc.

Las cubiertas serán igualmente de materiales lacados o coloreados, sin brillos, en tonos marrones. Se permite el uso de teja cerámica en su color. Se prohíbe expresamente el uso de uralitas, fibrocementos, chapas metálicas brillantes o en su color, tejas de hormigón en su color, etc.

Cerramientos de fincas (articulo 5.2.17.5)

La parte opaca de los cerramientos se resolverá con soluciones adaptadas a las tradicionales de la zona, no pudiendo sobrepasar en ningún caso un metro de altura.

Se prohíbe expresamente la incorporación de materiales y soluciones potencialmente

peligrosas, tales como vidrios, espinos, filos y puntas.

El cerramiento deberá retranquearse como mínimo las distancias señaladas en el Art. 5.2.4 (art.5.2.4), sin perjuicio de mayores limitaciones que pudieran derivarse de la propia configuración parcelaria del camino.

Según art. 4.3.3:

Además, con carácter general, todos los cierres y vallados así como construcciones e instalaciones, que se realicen en suelo rústico se situarán en el interior de la parcela y a una distancia igual o superior a las reflejadas en el Art. 4.3.3 de estas Normas. Todo ello sin perjuicio de mayores limitaciones establecidas por la normativa sectorial.

En todo caso la anchura mínima de un camino no podrá ser inferior a 4 metros y las fincas que linden con estos caminos no podrán ser valladas al borde del mismo sino que, como mínimo, se respetará una distancia de 5 m. al eje del camino.


No cumple con los parámetros urbanísticos, la parcela minima y el retranqueos al lateral izquierdo.


SEPTIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola, de acuerdo con el artículo 307 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Valoria la Buena, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para almacén de material apicola, extracción y envasado de miel, en el término municipal de Valoría la Buena, para la parcela 5063 del polígono 5, promovida por MIGUEL RODRIGUEZ BLANCO, quedando la construcción disconforme con el planeamiento.

A.2.2.- AMPLIACION DESGUACE.- CIGALES.- (EXPTE. CTU 78/14).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 21 de julio de 2014 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Cigales, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 23 de julio de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 19 de enero de 2015 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León en fecha 7 de mayo 2014, en el diario Norte de Castilla  en fecha 22 de abril 2014, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal.


TERCERO.-  El promotor del expediente es la empresa “Hermanos Velázquez Gómez S.L”

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.



SEGUNDO.- La ampliación del desguace se realiza en las parcelas colindantes, parcelas 81042-12, 5052 y 5050 del polígono 10 a las instalaciones ya existentes que cuentan con Licencia de Obras de fecha 20 de diciembre 2004,  Las parcelas donde se pretende hacer la ampliación  tienen una superficie de  68.076,00 m². 


TERCERO.- La ampliación consiste en la realización de una nave de 2.800 m² y el resto de las superficie para campa para albergar vehiculos descontaminados.

La ampliación de la instalación se proyecta en Suelo Apto para Urbanizar, dentro del Plan Parcial nº 1 y en el Sector nº 6 con uso global industrial y parte en Suelo No Urbanizable Común, según las Normas Subsidiarias Municipales vigentes.


Estos terrenos fueron desarrollados con el Plan Parcial nº 1, tramitado y aprobado definitivamente el 9 de septiembre de 2004, quedando condicionada su entrada en vigor a la obtención de informe favorable de Declaración de Impacto Ambiental. Al no realizarse éste requisito en el plazo correspondiente, el 13 de julio de 2013 fue publicado en el BOCyL la resolución de caducidad de dicho expediente, quedando sin efecto dicha aprobación y con el consiguiente archivo de todas las actuaciones, por lo que se trata de Suelo Urbanizable sin ordenación detallada.


En las DOTVAENT se encuentra en cultivos de secano, equiparable al Rústico Común.


Asimismo Cigales  tiene aprobadas inicialmente NUM, con fecha de 22 de mayo de 2007 y publicadas en BOCyL de 18 de junio de 2007, superando los dos años de suspensión de licencias del artículo 156.5.a) del RUCyL.


CUARTO.- Conforme a lo establecido en el artículo 19.2 de la LUCyL: “En suelo urbanizable, hasta que se apruebe el instrumento citado en el apartado anterior (ordenación detallada), se aplicará el régimen del suelo rústico común”.


En el mismo sentido se manifiesta el artículo 47 del RUCyL: “En suelo urbanizable, hasta que se apruebe el instrumento de planeamiento urbanístico que establezca su ordenación detallada, se aplica el régimen del suelo rústico común. No obstante, los usos excepcionales citados en el artículo 57 sólo podrán autorizarse con carácter provisional, conforme al procedimiento y condiciones previstos en el artículo 313”. Esto será aplicable para la parcela 81042-12 con una superficie de 22.902 m², en el resto de las parcelas que se encuentran en Suelo No Urbanizable Común, parcelas 5050 y 5052 del poligono10 con unas superficies de 2.486.- m² y 42.688,- m², será un uso autorizable sin tener carácter provisional de acuerdo con el articulo 306 y 307 del RUCyl. 


QUINTO.- El uso es autorizable de acuerdo con el artículo Articulo 59.2º.b) del RUCyL: “Son usos sujetos a autorización todos los citados en la letra f) del artículo 57: Obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no esten declaradas fuera de ordenación.


SEXTO.- En las NNSS Municipales, según el Capitulo 3º, apartado 3.4.1, no se encuentra entre los usos permitidos, ni entre los autorizables, pero tampoco se encuentra entre los prohibidos. 


Se podría, sin embargo, entender dentro de los Edificios e instalaciones de utilidad pública o interés social que hayan de ubicarse en el medio rural conforme al artículo 3.4.1 c)  de las Normas Subsidiarias Municipales, que son usos sujetos a autorización. Se incluyen aquellos edificios o instalaciones en los que confluyan los requisitos de ser declarados de utilidad pública y de la conveniencia en cuanto a ubicarse en el medio rural.


Tienen certificado de Utilidad Pública, declarada por el Ayuntamiento. Así mismo, ante los específicos requerimientos en materia de ubicación, la inexistencia en el término municipal de Cigales de Suelo Industrial desarrollado, así como la necesidad de una gran superficie para poder realizar las actividades propias de la ampliación de la instalación proyectada, se aprecia su necesidad de instalación en suelo rústico.


SEPTIMO.- Condiciones de autorización de las edificaciones en Suelo No Urbanizable  Común:


Condiciones urbanísticas.- Todas las edificaciones deberán resolver de modo autónomo sus necesidades particulares en cuanto accesos, abastecimiento, saneamiento, electricidad, etc. o los servicios urbanísticos que precisarán.

En todos los casos, deberá garantizarse la eliminación de residuos o productos de deshecho y de aguas sucias sin perjuicio para el medio, quedando totalmente prohibidos tanto los vertidos incontrolados como los pozos negros.


Condiciones de parcela.- Para garantizar su condición de aislados, las edificaciones que se construyan a partir de la aprobación de estas Normas deberán retranquearse un mínimo de 6 m. respecto a los límites de sus respectivas parcelas.

La ocupación en ningún caso podrá ser superior al 30% de su superficie.


Condiciones de edificación.- En ningún caso se permitirán edificios de más de dos  plantas.


La distancia mínima permitida de cualquier edificación al suelo clasificado como urbano será de 500 m.


Retranqueos.- Los retranqueos mínimo a los linderos serán de 6 m.


Alturas.- La altura máxima de la edificación será de 6 metros.

Cuando la Corporación Municipal lo estime necesario para el correcto funcionamiento de la instalación, la altura máxima podrá llegar a ser mayor que la determinada en el párrafo anterior.


Condiciones estéticas. .No se exigen condiciones estéticas especiales aunque se recomienda la utilización de los elementos constructivos más usuales  y característicos de la zona.

Cumple con todos los parámetros urbanísticos.


OCTAVO.- Con respecto a los informes sectoriales como son:

Carreteras de Diputación.- Con respecto a los accesos el informe es favorable.

Subdelegación del Gobierno en Valladolid “Área de Industria y Energia” .- El Informe es favorable con prescripciones. Cumple con dichas prescripciones.


NOVENO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola, de acuerdo con el artículo 307 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Cigales, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para la ampliación de desguace, en el término municipal de Cigales, para las parcelas 5050 y 5052, así como en la parcela 81042-12, promovida por HERMANOS VELAZQUEZ  GOMEZ S.L., DE FORMA PROVISIONAL al tratarse de un uso excepcional en suelo urbanizable sin ordenación detallada, conforme al procedimiento y condiciones previstos en el artículo 313 del RUCyL.


Cuando se apruebe la ordenación detallada, los usos excepcionales previamente autorizados habrán de cesar, sin indemnización alguna, si resultaran incompatibles con la misma. El cese implica también la demolición de las obras vinculadas a dichos usos. A tal efecto el Ayuntamiento revocará la licencia especificando en la resolución el plazo para el cese, incluidas las demoliciones necesarias, que podrá extenderse hasta la entrada en vigor del Proyecto de Actuación.


La eficacia de la autorización y de la licencia, bajo las indicadas condiciones expresamente aceptadas por los solicitantes, quedará supeditada a su constancia en el Registro de la Propiedad.

A.2.3.- CENTRO DE PADEL.- CIGALES.- (EXPTE. CTU 131/14).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 18 de diciembre de 2014 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Cigales, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 22 de diciembre de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 26 de enero de 2015 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León en fecha 12 de noviembre 2014, en el diario Norte de Castilla  en fecha 6 de noviembre 2014, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal.


TERCERO.-  El promotor del expediente es la empresa “DANSER SPORT C Y L S.L”

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.



SEGUNDO.- La instalación que se pretende realizar se ubica en una de las naves existentes denominada en el documento técnico como nave nº 4 con una superficie construida de 1.715,85 y están ubicadas en la parcela 5060 polígono 10 en el término Municipal de Cigales, con una superficie de parcela de 25.345 m², las naves existentes ha sido construidas anterior a las Normas Subsidiarias Municipales,  mes de febrero de 1.999 y no poseen Licencia Urbanística  y no tiene expediente sancionador abierto, según certificado del Ayuntamiento. 


TERCERO.-  El uso solicitado se proyecta en Suelo Apto para Urbanizar, dentro del Plan Parcial  2 con uso global industrial,  según las Normas Subsidiarias Municipales vigentes.


En las DOTVAENT se encuentra en cultivos de secano, equiparable al Rústico Común.


Asimismo Cigales  tiene aprobadas inicialmente NUM, con fecha de 22 de mayo de 2007 y publicadas en BOCyL de 18 de junio de 2007, superando los dos años de suspensión de licencias del artículo 156.5.a) del RUCyL.


CUARTO.- Conforme a lo establecido en el artículo 19.2 de la LUCyL: “En suelo urbanizable, hasta que se apruebe el instrumento citado en el apartado anterior (ordenación detallada), se aplicará el régimen del suelo rústico común”.


En el mismo sentido se manifiesta el artículo 47 del RUCyL: “En suelo urbanizable, hasta que se apruebe el instrumento de planeamiento urbanístico que establezca su ordenación detallada, se aplica el régimen del suelo rústico común. No obstante, los usos excepcionales citados en el artículo 57 sólo podrán autorizarse con carácter provisional, conforme al procedimiento y condiciones previstos en el artículo 313”. será un uso autorizable con carácter provisional de acuerdo con el articulo 306 y 307 del RUCyl. 


QUINTO.- El uso es autorizable de acuerdo con el artículo Articulo 59.2º.b) del RUCyL: “Son usos sujetos a autorización todos los citados en la letra g) del artículo 57: Otrs usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que se puedan considerar de interes público:

1º Por estar vinculados a cualquier forma de servicio público.

2º Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus especificos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circustancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.


SEXTO.- En las NNSS Municipales, según el Capitulo 3º, apartado 3.4.1 c) entre las instalaciones de Utilidad Pública o Interes Social podran figurar:

· Las de tipo recreativo o vinculadas al ocio.


Tienen certificado de Utilidad Pública, declarada por el Ayuntamiento. Así mismo, ante los específicos requerimientos en materia de ubicación, la inexistencia en el término municipal de Cigales de Suelo Industrial desarrollado, así como la necesidad de una gran superficie para poder realizar la actividad.


SEPTIMO.- Condiciones de autorización de las edificaciones en Suelo No Urbanizable  Común:


Condiciones urbanísticas.- Todas las edificaciones deberán resolver de modo autónomo sus necesidades particulares en cuanto accesos, abastecimiento, saneamiento, electricidad, etc. o los servicios urbanísticos que precisarán.

En todos los casos, deberá garantizarse la eliminación de residuos o productos de deshecho y de aguas sucias sin perjuicio para el medio, quedando totalmente prohibidos tanto los vertidos incontrolados como los pozos negros.


Condiciones de parcela.- Para garantizar su condición de aislados, las edificaciones que se construyan a partir de la aprobación de estas Normas deberán retranquearse un mínimo de 6 m. respecto a los límites de sus respectivas parcelas.

La ocupación en ningún caso podrá ser superior al 30% de su superficie.


Condiciones de edificación.- En ningún caso se permitirán edificios de más de dos  plantas.


La distancia mínima permitida de cualquier edificación al suelo clasificado como urbano será de 500 m.


Retranqueos.- Los retranqueos mínimo a los linderos serán de 6 m.


Alturas.- La altura máxima de la edificación será de 6 metros.

Cuando la Corporación Municipal lo estime necesario para el correcto funcionamiento de la instalación, la altura máxima podrá llegar a ser mayor que la determinada en el párrafo anterior.


Condiciones estéticas. .No se exigen condiciones estéticas especiales aunque se recomienda la utilización de los elementos constructivos más usuales  y característicos de la zona.

Cumple con todos los parámetros urbanísticos.


OCTAVO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola, de acuerdo con el artículo 307 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Cigales, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, con las abstenciones de Eva Miguel Cuña y Fernando Polanco Uya, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para centro de padel en la parcela 5060 del polígono 10, en el término municipal de Cigales, promovida por DANSER SPORT CyL S.L., DE FORMA PROVISIONAL al tratarse de un uso excepcional en suelo urbanizable sin ordenación detallada, conforme al procedimiento y condiciones previstos en el artículo 313 del RUCyL.


Cuando se apruebe la ordenación detallada, los usos excepcionales previamente autorizados habrán de cesar, sin indemnización alguna, si resultaran incompatibles con la misma. El cese implica también la demolición de las obras vinculadas a dichos usos. A tal efecto el Ayuntamiento revocará la licencia especificando en la resolución el plazo para el cese, incluidas las demoliciones necesarias, que podrá extenderse hasta la entrada en vigor del Proyecto de Actuación.


La eficacia de la autorización y de la licencia, bajo las indicadas condiciones expresamente aceptadas por los solicitantes, quedará supeditada a su constancia en el Registro de la Propiedad.

A.2.4.- NAVE VACUNO.- VALDENEBRO DE LOS VALLES.- (EXPTE. CTU 16/15).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 2 febrero de 2015 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Valdenebro de los Valles, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 5 de febrero de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 9 de febrero de 2015 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León en fecha 7 de enero 2015, en el diario Día de Valladolid  en fecha 24 de diciembre 2014 y en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal.


TERCERO.-  El promotor del expediente es la empresa SAT HERMANOS VAQUERO.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.



SEGUNDO.- Se solicita autorización de Uso Excepcional para la construcción de una nave ganadera y una balsa de purines. La parcela concreta para la que se solicita esta Autorización de Uso Excepcional está situada en el término municipal de Valdenebro de los Valles. Es una parcela clasificada como Suelo Rústico Común y parte como Suelo de Protección de Infraestructuras, según las Normas Urbanísticas Municipales. Se trata de la parcela catastral nº 42 del polígono 11. Dicha parcela tiene una superficie de 102.920 m²,  de los que se pretenden ocupar con la nave, la balsa de purines, un total aproximado de 1.594,22 m², las otra  nave existente en la parcela cuenta con Licencia Municipal según certificado de la Secretaria del Ayuntamiento. 


TERCERO.-  El uso solicitado se proyecta en Suelo Rústico Común y la zona de la balsa en Suelo Rústico de Protección de Infraestructuras según las  Normas Urbanísticas Municipales.

el artículo 5.2.12 USOS EXCEPCIONALES.

El uso estaria regulado por el apartado a) GRUPO I y según la regulación de usos permitidos, autorizables y prohibidos  en el articulo 5.2.14. En el suel Rústico Común es un uso permitido y sería Licencia directa por el Ayuntamiento, la zona de la balsa se encuentra en Suelo Rústico de Protección de Infraestructuras es un uso autorizable. 

5.2.15 CONDICIONES DE PARCELA.

GRUPO I.- 5.000 M².

5.2.16 CONDICIONES DE EDIFICACIÓN.

5.2.16.1 GRUPO I  8 m. a cornisa Y 10 m. a cumbrera

5.2.16.2 UBICACIÓN EN LA PARCELA RETRANQUEOS.

Se establece un retranqueo mínimo a linderos laterales y posteriores de 5 m. para todos los grupos y edificaciones.

De acuerdo con el articulo 5.2.4 de estas Normas, las edificaciones se situarán como minimo a una distancia de 7 m. del limite de la parcela y 10 m. del eje del camino, considerandose siempre la distancia mas restrictiva para el particular.

5.2.16.3 EDIFICABILIDAD Y OCUPACIÓN.

Se establece una ocupación del 20%

La edificabilidad 8.000 m².

Cumple con todos los parametros urbanistico 

· Con respecto a la balsa de purines tiene informe favorable de la Red Electrica Española para su ubicación.

CUARTO.- El uso es permitido para la nave agricola de acuerdo con el artículo Articulo 59. a) 1º del RUCyL: “Son usos permitidos :los citados el la letra a) del articulo 57: Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotaciones agricola, ganaderas, forestal, piscicola y cinegetica”

Con respecto a la balsa de purines el uso es autorizable según el articulo 63 2 b) 2º del RUCyL “los citados en la letra c) del articulo 57 cuando no esten previstos en la planificación sectorial ni en instrumentos de ordenación del territorio o planeamiento urbanistico.

QUINTO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola, de acuerdo con el artículo 307 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Valdenebro de los Valles, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico, para la construccion de nave de vacuno y balsa de purines  en la parcela 42 del polígono 11, en el término municipal de Valdenebro de los Valles,  promovido por “SAT HERMANOS VAQUERO”.

A.2.5  LEGALIZACIÓN DE NAVES GANADERAS Y CONSTRUCCIONES DE EDIFICIOS VINCULADOS PARA GANADO BOBINO “VILLABRAGIMA”.- (EXPTE. CTU 95/14).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 25 septiembre de 2014 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Villabragima, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 1 de octubre de 2014, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 30 de enero de 2015 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León en fecha 27 de agosto 2014, en el diario Norte de Castilla  en fecha 27 de agosto 2014 y en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal.


TERCERO.-  El promotor del expediente es la empresa “INMEVA ENERGIAS RENOVABLES, S. L”

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.



SEGUNDO.- Se solicita autorización de Uso Excepcional para la legalización de unas naves ganaderas y la construcción de unas nuevas construcciones vinculadas a la instalación ganadera, que consisten nave almacén, edificio de oficinas y una vivienda para el guarda de las instalaciones.


La parcela concreta para la que se solicita esta Autorización de Uso Excepcional está situada en el término municipal de Villabrágima. Es una parcela clasificada como Suelo Rústico de Protección Natural según las Normas Urbanísticas Municipales vigentes  de fecha 25 de enero de 2011. Se trata de la parcela catastral nº 5027 del polígono 11, dicha parcela tiene una superficie de 442.765 m²,  de los que se pretenden ocupar con la nave, las oficinas y la vivienda para el guarda o pastor, un total aproximado de 1.350 m². Las naves existentes según Certifica la Secretaria que según los datos obrantes en el Ayuntamiento no consta la Licencia Urbanística ni expediente sancionador, la ejecución de la construcción y según escrito del redactor del expediente fueron realizadas el 15 de enero de 2014. 


TERCERO.-  El uso solicitado se proyecta en Suelo Rústico de Protección Natural según la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en el Régimen del Suelo Rústico con Protección Natural de fecha 25 de enero 2011, se modifica el artículo 5.6.1. 3º Condiciones de uso en el apartado 3.3 son usos sujetos a autorización:

 en el apartado 3.3.1 Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agricola, ganadera, forestal , piscicola y cinegetica.

En todo caso, en suelo rústico con Protección Natural por estar sometido a algún regimen de protección singular conforme a la legislación de espacios naturales, vida silvestre, aguas, montes, vias pecuarias,medio ambiente en general u ordenación del territorio, debe aplicarse el regimen establecido en dicha legislación y en los estrumentos de planificación sectorial y ordenación del territorio que la desarrollen.

Tiene informe favorable de la Unidad de ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.


CUARTO.- El uso es autorizable de acuerdo con el artículo Articulo 64.2º.a) 1º del RUCyL: “Son usos sujetos a autorización todos los citados en la letra a) del artículo 57: Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotaciones agricola, ganaderas, forestal, piscicola y cinegetica


QUINTO.- Condiciones de las edificaciones articulo 5.6.2 a. 1) 


En lo que se refiere a la nave y al edificio de oficinas, se cumplirá lo dispuesto en artículo 5.6.2 en su apartado a.1.-) Naves y edificios auxiliares:

Índice de edificabilidad:

- Sobre la 1ª Ha: 10.000 m² x 0,10 m²/m² = 1.000 m²

- De 10.000 m² a 100.000 m²: 90.000 m² x 0,05 m²/m² = 4.50m²

- Para el resto de parcela 342.767 m² x 0,01 m²/m² =3.427,67 m²

Total: 8.927,67 m².

Altura máxima: 8,00 m. a cornisa

Parcela mínima: La catastral existente.

Retranqueo mínimo a linderos: 10,00.

Retranqueo mínimo a masas forestales: 15,00 m 10,00 m.

En proyecto: 

Edificabilidad.- 1.062 m² 155,20 m² Total: 1.217,20 m²

Altura máxima: 5,45 m 3,20 m

Parcela mínima.- La  Catastral.

Retranqueo mínimo a linderos: 158,00 m. 32 m

Retranqueo mínimo a masas forestales: > 15 m

En cuanto a las condiciones de edificación, para el caso de la vivienda unifamiliar se estará

a lo dispuesto en el artículo 5.6.2 en su apartado a.2.-) Vivienda unifamiliar vinculada la explotación:

Edificabilidad máxima: 200 m² 

Altura máxima: 6,50 m. a cornisa. 

Parcela mínima: La catastral existente a efectos de edificación Catastral

Retranqueo mínimo a linderos: 10,00 m 

Retranqueo mínimo a masas forestales: 15,00 m. 

En proyecto:

Edificabilidad máxima: 131.95 m²

Altura máxima: 3,20 m.. a cornisa. 

Parcela mínima: La catastral existente a efectos de edificación Catastral

Retranqueo mínimo a linderos: 18,00 m.

Retranqueo mínimo a masas forestales: > 15 m.

En el conjunto de la explotación se propone una superficie construida total de:

Nave: 1.062 m2

Oficinas: 155 m2

Vivienda del guarda: 132 m2

Total: 1.314 m2 inferior a los 8.927 m2 máximos.

Las construcciones se han ubicado en claros del arbolado, reduciendo al mínimo la tala de árboles y facilitando el cumplimiento de la Normativa que exige una distancia mínima de 15 m entre las construcciones en suelo rústico de protección natural y las masas forestales. En el caso de la nave, deberá despejar una zona más amplia de la que tiene actualmente, hasta cumplir los 15 m de retranqueo mínimo a masas forestales. Realmente la mayor parte de la vegetación que es necesario deforestar consiste en matorrales y pequeños arbustos que crecen de forma natural.

JUSTIFICACION DE LA DOTACION DE LOS SERVICIOS NECESARIOS.

Los servicios necesarios para desarrollar las actividades propuestas son acceso rodado,energía eléctrica, agua y saneamiento.

- El acceso rodado se realizará desde el Camino de las Cargas que parte de la carretera VA-511 hacia el norte, paralelo al límite del término municipal y desde este, a través de caminos existentes en la parcela.

- Con respecto al agua, se tomará de la perforación existente en la finca. Se trata de un pozo de 20 m de profundidad y 2 m de diámetro para uso ganadero, con un caudal instantáneo máximo de 0,55 l/sg y un caudal medio equivalente de 0,02 l/sg. El volumen máximo anual es de 584 m3. El caudal es suficiente para abastecer las construcciones complementarias propuestas.

- El saneamiento se resolverá mediante fosa séptica, una para cada edificio, con vertido al terreno natural, previa autorización por la Confederación Hidrográfica del Duero.

- La energía eléctrica se conectará al centro transformador que se sitúa en la parcela 5026 del polígono 11.

· En consecuencia, la dotación de servicios necesarios está garantizada.

· Cumple con todos los parámetros urbanísticos.


SEXTO.- Con respecto a los informes sectoria de medio ambiente es favorable “no tendran efectos negativos apreciables” con condiciones, que se tendran que respetar.

SEPTIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola, de acuerdo con el artículo 307 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Villabrágima, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico, para legalización de naves ganaderas y construcciones de edificios vinculados para ganado bobino en la parcela 5027 del polígono 11, en el término municipal de Villabrágima,  promovido por “INMEVA ENERGIAS RENOVABLES, S. L”

A.2.6.- ALMACEN DE SEMILLAS Y PRODUCTOS FITOSANITARIOS.-  LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 7/15).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 16 de enero de 2015 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de La Pedraja de Portillo, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 20 de enero de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 10 de febrero de 2015 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 10 de diciembre 2014 y en la prensa en el Norte de castilla en fecha 10 de diciembre 2014 y en el tablón de edictos del Ayuntamiento del 11 de diciembre de 2014 hasta el día 8 de enero 2015, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal.


TERCERO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Las obras civil consisten en :

· Nave principal. 2.986,20 m².

· Voladizo.             480, 00m².

· Nave de fitosanitarios, almacén y aseos 349,70 m² (Planta baja) y 191,49 m² ( planta 1ª).


El proyecto que se pretende desarrollar en la parcela 16 del poligono 5 tiene una superficie de parcela 15.490 m², con una ocupación de 3.815,90 m² y una superficie construida de 4.007,38 m² dichas parcela que esta clasificada como Suelo Rústico Común, del término municipal de La Pedraja de Portillo, dotado de Normas Urbanísticas Municipales. 


TERCERO.- De acuerdo con el artículo 5.2.16 Usos excepcionales, a efectos de establecer tal regulación, los usos excepcionales en suelo rústico se agrupan en distintas clases  de grupos, en el uso que nos solicitan se agruparia en el GRUPO VI B. Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales , de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interes público:

En el apartado B porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus especificos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circustancias especiales, o por su incopatibilidad con los usos urbanos.


CUARTO.- El presente uso se podría autorizar según el art. 57. g) del RUCyL “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales , de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interes público:

En el apartado 2º porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus especificos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circustancias especiales, o por su incopatibilidad con los usos urbanos.”


QUINTO.- En la Sección 3ª CONDICIONES GENERALES DE APROBECHAMIENTO Y EDIFICACIÓN EN SUELO RÚSTICO.

Según Modificación Puntual de fecha 28 de mayo de 2014 con y numero de expediente C.T.U 92/13 las N.U. Municipales en el GRUPO VI B. (Condición de Suelo Rústico de la Pedaraja de Portillo GRUPO VI B. )

Parcela Minima.- (articulo 5.2.19.1) GRUPO VI B. 15.000 m² 

Altura.- (articulo 5.2.20.1) GRUPO VI B. 8 m. a cornisa y 10 m. a cumbrera. 

Retranqueos.- (articulo 5.2.20.2) GRUPO VI B. Se establece un retranque minimo a todos los linderos laterales y posteriores de 5 m. y según el articulo 5.2.4 de las N.U.Municipales, las edifficaciones se situan como mínimo a una distancia minima de 7 m. del limite de la parcela o 10 m. del eje del camino, considerandose siempre la distancia más restrictivas para el particular.

Edificabilidad y ocupación .- (articulo 5.2.20.3) GRUPO VI B. 

Ocupación.- 30%

Edificabilidad.- 4.500.-  m²

A la vista de lo anteriormente expuesto cumpliria con todos los parametros de las Normas Urbanisticas. Según la Modificación Puntual de fecha 28 de mayo de 2014 y numero de expediente C.T.U 92/13.


SEXTO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola  (art. 307 del RUCyL).


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de La Pedraja de Portillo, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para la construcción de ALMACEN DE SEMILLAS Y PRODUCTOS FITOSANITARIOS, en la parcela 16 del poligono 5 del término municipal de La Pedraja de Portillo, promovida por Agrotecnica el Alamillo, S.A..

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  “B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- Expedientes de actividades de instalaciones sometidas a la tramitación establecida en el régimen de licencia ambiental 

B.1.1. Expte.- 12/2015.- ACTIVIDAD DE GESTOR DE RESIDUOS NO PELIGROSOS EN INSTALACIONES EXISTENTES en SARDÓN DE DUERO, Parcelas 242 y 47, Polígono 7. Solicitado por YO RECICLO, S.L.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 30/12/13

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 20/10/14
Información pública: B.O.P. de 16/01/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto Municipal. 

Alegaciones: Una alegación de Dª Consuelo Gómez Gaite en la que manifiesta que las instalaciones no son compatibles con el uso residencial.

Informes sectoriales desfavorables:

-
 ST Industria de fechas 7/04/14,13/06/14, y 15/09/14, estableciendo que debe justificarse adecuadamente el Reglamento de Seguridad contra incendios en establecimientos industriales aprobado por el R.D. 2267/2004, de 3 de diciembre. 

Informes sectoriales favorables:

-
 ST Industria de 12/01/15.

-
 Unidad de Ordenación y Mejora del ST de Medio Ambiente: 14/03/14

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

El proyecto consiste en la actividad de recogida, transporte, almacenamiento y valorización de residuos no peligrosos: papel, cartón, plásticos, maderas y aceites vegetales usados.

Las instalaciones se ubicarán en una parcela de 11.200 m² en suelo rústico común, en seis naves existentes de superficie total construida  2.060,67 m².

Los posibles vertidos son recogidos en fosa séptica estanca y el abastecimiento de agua procede de sondeo en parcela.

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio deberá:

· Presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Obtener Autorización de Gestor de Residuos, según lo establecido en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.

· Como titular de una actividad potencialmente contaminante del suelo, en cumplimiento del art. 3 del R.D. 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados, deberá presentar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente, un informe preliminar de situación del suelo en el que se desarrolla la actividad, con el alcance y contenido mínimo que se recoge en el Anexo II de dicho Decreto.

· Las zonas de almacenamiento de aceites deberán quedar correctamente impermeabilizadas, de modo que se impida la posible contaminación del suelo.

· Según lo establecido en el informe del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de 12 de enero de 2015, el promotor deberá realizar las gestiones oportunas ante ese Servicio, para la legalización de la nueva instalación industrial, cumpliendo lo establecido en los Reglamentos de Seguridad Industrial que le sean de aplicación.

· El uso privativo de las aguas procedentes de la perforación precisa concesión administrativa de la CHD según lo establecido en el artículo 59 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas.

· Deberá solicitar la autorización de sondeo para la captación de agua a la Sección de Minas del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, según lo establecido en el R.D. 865/1985, de 2 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de Normas Básicas de Seguridad Minera (artículos 1, 108 y 109 de dicho Reglamento e Instrucciones Técnicas Complementarias (itc´s) ITC MI S.M. 06.0.01 e ITC MI S.M. 06.0.07), así como en el R.D. 150/1996, de 2 de febrero, por el que se modifica el artículo 109 del Reglamento General de Normas Básicas de Seguridad Minera.

· Deberá obtener la autorización de uso excepcional en suelo rústico ante la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

B.1.2. Expte.- 13/2015.- CENTRO DE SELECCIÓN Y CLASIFICACIÓN DE SEMILLAS Y ALMACÉN DE FITOSANITARIOS en LA PEDRAJA DE PORTILLO, Ctra. Valdestillas, p.k. 10,4. Solicitado por D. José Antonio Martín Gómez, en rep. AGROTÉCNICA EL ALAMILLO, S.A.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 14/10/14

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 17/12/14
Información pública: B.O.P. de 13/12/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto Municipal. 

Alegaciones: Ninguna.

Informes sectoriales favorables:

-
 ST Medio Ambiente, Unidad de Ordenación y Mejora: 11/02/15

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

El objeto del proyecto es la construcción de un centro de selección y clasificación de semillas y almacén de fitosanitarios, ubicado en suelo rústico común, en una parcela de 15.490 m², formado por dos naves de destinadas a almacén y centro de clasificación de cereal (2.986,20 m²), nave almacén de fitosanitarios (541,19 m²), y un cobertizo (480 m²).

La capacidad de cereal procesado será de 20.000 t anuales y el abastecimiento de agua es mediante sondeo en parcela. 

INFORME:

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Según lo establecido en el informe de 11 de febrero de 2015 de la Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente:

· En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminando los riesgos de contaminación de suelos y de las aguas tanto superficiales como subterráneas, así como su depósito en los terrenos próximos de forma intencionada o por traslado imprevisto debido al viento o a otros elementos.

· El tendido eléctrico necesario para dar suministro a la explotación propuesta deberá cumplir estrictamente y en toda su longitud las prescripciones establecidas en el Real Decreto 1432/2008, de 29 de agosto, por el que se establecen medidas para la protección de la avifauna contra la colisión y la electrocución en líneas eléctricas de alta tensión.

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio:

· Deberá presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Presentar una comunicación previa de inicio de actividades de producción de residuos para inscribirse en el Registro de Producción y Gestión de Residuos de la Comunidad de Castilla y León, que se realiza en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, según lo establecido en el artículo 29 y 39 de la Ley 22/2011, de 28 de junio, de residuos y suelos contaminados.
· La actividad desarrollada pertenece al grupo B del catálogo actualizado de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera establecido en el RD 100/2011, de 28 de enero (Producción, molienda, mezcla o manipulación de productos alimentarios pulverulentos a granel para consumo humano o animal con c.p ≥ 3000 tn/año). Según lo indicado en el artículo 5.1 del citado R. D., la actividad queda sometida a la autorización prevista en el artículo 13.2 de la Ley 34/2007, que deberá solicitar al Servicio Territorial de Medio Ambiente.

· Se solicitarán los Libros de Registro de Mediciones de Emisión de Contaminantes Atmosféricos en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, adjuntando informe de Organismo de Control Ambiental donde se acredite el cumplimiento de lo establecido en materia emisiones a la atmósfera.

· Según lo establecido en el art. 5 de la Orden de 26 de diciembre de 1997, de la Consejería de Agricultura y Ganadería por la que se regula el acondicionamiento de granos destinados a la siembra en Castilla y León, las personas físicas o jurídicas interesadas en realizar las actividades de acondicionamiento de granos para siembra, como servicio a terceros y, en el caso de las entidades asociativas agrarias (cooperativas y sociedades agrarias de transformación) para sus asociados, deberán solicitar la correspondiente autorización a la Dirección General de Producción Agropecuaria y Desarrollo Rural, según modelo del Anexo II.

· Se deberá solicitar la inscripción en el Registro Oficial de Proveedores de Vegetales de Castilla y León, conforme al art. nº5 de la Orden AyG/1038/2013 de 29 de noviembre de 2013, mediante el modelo del anexo I, en la sección de Acondicionamiento de Grano para la siembra.

· Se deberá solicitar la inscripción en el Registro Oficial de Productores y Operadores (ROPO), conforme al art. nº42.2.b).1º, del RD 1311/12 de 14 de septiembre de 2012, mediante el modelo de solicitud elaborado por el Servicio de Sanidad y Ordenación Agrícola de la Dirección General de Producción Agropecuaria y Desarrollo Rural.

· Se deberá solicitar la inscripción en el Registro Oficial de Productores y Operadores (ROPO), conforme al art. nº42.2.a), del RD 1311/12 de 14 de septiembre de 2012, mediante el modelo de solicitud elaborado por el Servicio de Sanidad y Ordenación Agrícola de la Dirección General de Producción Agropecuaria y Desarrollo Rural.

Además deberá tener en cuenta la siguiente normativa: 

I. R.D. 1311/2012, de 14 de septiembre, por el que se establece el marco de actuación para conseguir un uso sostenible de los productos fitosanitarios.

II. Reglamento (CE) nº1107/2009, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, relativo a la comercialización de productos fitosanitarios. 

III. R.D. 3349/1983, de 30 de noviembre, por el que se aprueba la Reglamentación Técnico-Sanitaria para la fabricación, comercialización y utilización de plaguicidas.

· El uso privativo de las aguas procedentes de la perforación precisa concesión administrativa de la CHD según lo establecido en el artículo 59 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas.

· Deberá solicitar la autorización de sondeo para la captación de agua a la Sección de Minas del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, según lo establecido en el R.D. 865/1985, de 2 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de Normas Básicas de Seguridad Minera (artículos 1, 108 y 109 de dicho Reglamento e Instrucciones Técnicas Complementarias (itc´s) ITC MI S.M. 06.0.01 e ITC MI S.M. 06.0.07), así como en el R.D. 150/1996, de 2 de febrero, por el que se modifica el artículo 109 del Reglamento General de Normas Básicas de Seguridad Minera.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

B.1.3. Expte.- 14/2015.- CENTRO DE ALMACENAMIENTO DE PRODUCTOS QUÍMICOS en LA CISTÉRNIGA, Parcela 14, Nave 16 P.I. LA MORA. Solicitado por SAFETY KLEEN ESPAÑA, S.A.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 18/02/14

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 02/07/14
Información pública: B.O.P. de 25/04/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto Municipal. 

Alegaciones: Ninguna.

Informes sectoriales desfavorables:

-
 ST Industria de 31/07/14,  estableciendo que debe justificarse adecuadamente el Reglamento de Seguridad contra incendios en establecimientos industriales aprobado por el R.D. 2267/2004, de 3 de diciembre. 

Informes sectoriales favorables: 

-
 ST Industria, Comercio y Turismo: 17/02/15

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

El objeto del proyecto es la descripción de una actividad dedicada al almacenamiento para su comercialización y distribución, de maquinaria y/o equipos de limpieza y desengrase, así como el almacenamiento temporal de los disolventes, líquidos de limpieza utilizados por la maquinaria que distribuye, y residuos de procedencia de talleres de automóviles con el fin de llevarlos posteriormente a su centro de transferencia de residuos peligrosos que tienen en Madrid.

Dispone de cubetos de retención para los posibles derrames en caso de accidente o fuga.

La actividad se realiza en el P.I. La Mora en una nave nido de 276,42 m².

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio deberá:

· Presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Obtener Autorización de Gestor de Residuos, según lo establecido en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.

· Obtener la Autorización de vertido a la Red de Saneamiento Municipal.

· Como titular de una actividad potencialmente contaminante del suelo, en cumplimiento del art. 3 del R.D. 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados, deberá presentar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente, un informe preliminar de situación del suelo en el que se desarrolla la actividad, con el alcance y contenido mínimo que se recoge en el Anexo II de dicho Decreto.

· Según lo establecido en el informe del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de 17 de febrero de 2015, el promotor deberá realizar las gestiones oportunas ante ese Servicio, para la legalización de las infraestructuras (electricidad, gas, agua) e instalaciones, cumpliendo lo establecido en los reglamentos de seguridad industrial que le sean de aplicación.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

B.1.4. Expte.- 15/2014.- BODEGA DOMÉSTICA Y PUNTO DE VENTA DE VINOS en SANTERVÁS DE CAMPOS, Parcela 5169 Y 98, Polígono 3. Solicitado por D. Santiago Baeza Benavides.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 20/02/14

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 12/01/15
Información pública: B.O.P. de 28/04/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y de la Diputación. 

Alegaciones: Ninguna.

Informes sectoriales favorables:

-
 ST de Medio Ambiente, Unidad de Ordenación y Mejora: 11/02/15

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

Adaptación de una nave existente de 588 m² de superficie construida, para realizar la actividad de bodega doméstica de elaboración, embotellado, almacenamiento y crianza de vinos, ubicada en suelo rústico común, en una parcela de 2.157 m². La capacidad de producción es de 12.000 litros/año. Las aguas de proceso son evacuadas a la red de saneamiento municipal, previo paso por depuradora.

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Según lo establecido en el informe de 11 de febrero de 2015 de la Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente:

· En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminando los riesgos de contaminación de suelos y de las aguas tanto superficiales como subterráneas, así como su depósito en los terrenos próximos de forma intencionada o por traslado imprevisto debido al viento o a otros elementos.

· Se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad del  trazado y del posible tránsito ganadero de la vía pecuaria “Colada de Joarilla de las Matas por Melgar de abajo a Villalón de Campos”, utilizándose para el acceso a la explotación únicamente el Vial existente dentro de los terrenos de la vía pecuaria.

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio, deberá:

· Presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Obtener la Autorización de vertido a la Red de Saneamiento Municipal.

· Deberá solicitar la autorización sanitaria de funcionamiento/comunicación previa, según lo establecido en el R.D. 191/2011, de 18 de febrero, sobre Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y Alimentos.

· Deberá obtener la autorización de uso excepcional en suelo rústico ante la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

B.1.5. Expte.- 16/2015.- BODEGA en LA SECA, C/ San Judas, nº 6. Solicitado por BODEGAS JOSÉ PARIENTE, S.L.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 29/05/13

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 23/01/15
Información pública: B.O.P. de 6/11/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto Municipal. 

Alegaciones: Ninguna.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

Adaptación de una nave existente de 206,29 m² de superficie construida, para realizar la actividad de bodega de elaboración, embotellado, almacenamiento y crianza de vinos, ubicada en suelo urbano. La capacidad de producción es de 15.000 litros/año. Las aguas de proceso son evacuadas a la red de saneamiento municipal, previo paso por depuradora propia.

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio, deberá:

· Presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Obtener la Autorización de vertido a la Red de Saneamiento Municipal.

· Deberá solicitar la autorización sanitaria de funcionamiento/comunicación previa, según lo establecido en el R.D. 191/2011, de 18 de febrero, sobre Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y Alimentos.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

B.1.6. Expte.- 17/2015.- TALLER MECÁNICO en LAGUNA DE DUERO, C/ La Aceña, nº 4-E. Solicitado por D. Luis Germán Pérez Reverter.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 29/10/14

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 20/01/15
Información pública: B.O.P. de 13/12/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto Municipal. 

Alegaciones: Ninguna.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

El objeto del proyecto es el acondicionamiento de nave existente de 303,94 m², ubicada en Polígono Industrial, para realizar la actividad de taller de reparación de vehículos a motor. 

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio:

· Deberá presentar una comunicación previa de inicio de actividades de producción de residuos para inscribirse en el Registro de Producción y Gestión de Residuos de la Comunidad de Castilla y León, que se realiza en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, según lo establecido en el artículo 29 y 39 de la Ley 22/2011, de 28 de junio, de residuos y suelos contaminados.
· Deberá presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Deberá obtener la Autorización de vertido a la Red de Saneamiento Municipal.

· Como titular de una actividad potencialmente contaminante del suelo, en cumplimiento del art. 3 del R.D. 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados, deberá presentar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente, un informe preliminar de situación del suelo en el que se desarrolla la actividad, con el alcance y contenido mínimo que se recoge en el Anexo II de dicho Decreto.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

B.1.7 Expte.- 18/2015.- TALLER MECÁNICO en SANTOVENIA DE PISUERGA, C/ Cotanillo, nº 10. Solicitado por D. Rafael Escudero Díez.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 04/06/14

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 9/01/15
Información pública: B.O.P. de 3/11/14, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto Municipal. 

Alegaciones: Ninguna.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

El objeto del proyecto es el acondicionamiento de nave existente de 281,75 m², ubicada en Polígono Industrial, para realizar la actividad de taller de reparación de vehículos a motor. 

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Servicio Territorial de Medio Ambiente propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio:

· Deberá presentar una comunicación previa de inicio de actividades de producción de residuos para inscribirse en el Registro de Producción y Gestión de Residuos de la Comunidad de Castilla y León, que se realiza en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, según lo establecido en el artículo 29 y 39 de la Ley 22/2011, de 28 de junio, de residuos y suelos contaminados.
· Deberá presentar informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Deberá obtener la Autorización de vertido a la Red de Saneamiento Municipal.

· Como titular de una actividad potencialmente contaminante del suelo, en cumplimiento del art. 3 del R.D. 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados, deberá presentar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente, un informe preliminar de situación del suelo en el que se desarrolla la actividad, con el alcance y contenido mínimo que se recoge en el Anexo II de dicho Decreto.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

2.- Expedientes de actividades de instalaciones sometidas a la tramitación establecida en el Titulo II Régimen de autorización ambiental, incluyendo, en su caso, las sometidas al procedimiento de E.I.A. 

AA-VA-014/2014. EXPLOTACIÓN AVÍCOLA DE PUESTA, CENTRO DE CLASIFICACIÓN DE HUEVOS E INDUSTRIA DE OVOPRODUCTOS, ubicada en el término municipal de ALDEAMAYOR DE SAN MARTÍN (Valladolid). Solicitada por MARCOPOLO COMERCIO, S.L.

Vista la solicitud de modificación sustancial de la autorización ambiental de la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos, ubicada en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid), formulada por MARCOPOLO COMERCIO, S.L., para la instalación de una fábrica de pienso y teniendo en cuenta los siguientes:

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos ubicada en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid), titularidad de MARCOPOLO COMERCIO, S.L., está afectada por las siguientes disposiciones relativas a la autorización ambiental:

 RESOLUCIÓN de 26 de noviembre de 2008, de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, por la que se formula la Declaración de Impacto Ambiental del proyecto básico y de ejecución de explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos, solicitada por Hibramer, S.A., en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid).

 Orden de 4 de diciembre de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se concede autorización ambiental a la empresa HIBRAMER, S.A., para la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid).

 Orden de 23 de noviembre de 2009 de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se concede autorización de inicio de actividad a HIBRAMER, S.A. para la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos, ubicada en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid).

 Orden de 17 de mayo de 2012 de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, por la que se otorga el cambio de titularidad de la autorización ambiental concedida a la empresa Hibramer, S.A. para la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos, en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) a favor de Marcopolo Comercio, S.L.

 ORDEN FYM/49/2014, de 3 de enero, sobre actualización de autorizaciones ambientales integradas en Castilla y León. (BOCyL nº, 10 de febrero de 2014)

SEGUNDO.- Con fecha 16 de julio de 2014 la empresa MARCOPOLO COMERCIO, S.L. solicita modificación de la autorización ambiental, que califica como sustancial, para la instalación de una fábrica de pienso en los terrenos contiguos a las instalaciones actuales. 

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, a la solicitud se acompañó el “Proyecto básico de fábrica de pienso de la empresa MARCOPOLO COMERCIO, S.L. en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid)”.
Con fecha 2 de enero de 2015, a requerimiento del órgano instructor presenta otra documentación necesaria para la tramitación del expediente.

TERCERO.- Consta en el expediente administrativo la solicitud de informe al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) de uso excepcional en suelo rústico y de compatibilidad de la actividad con la normativa urbanística municipal.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Medio Ambiente, al amparo de lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, y en el artículo 15, punto 5 a) del Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, acuerda someter al trámite de información pública el “Proyecto básico de fábrica de pienso de la empresa MARCOPOLO COMERCIO, S.L. en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid)” mediante anuncio publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León de 18 de septiembre de 2014 y exposición pública en el Tablón de Anuncios del Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín (Valladolid), no habiéndose presentado alegaciones durante dicho trámite.

QUINTO.- Concluido el período de información pública, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, el Servicio Territorial de Medio Ambiente, solicita informe a los siguientes organismos:

· Servicio Territorial de Sanidad y Bienestar Social de Valladolid.

· Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid.

· Servicio Territorial de Cultura.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid

El contenido de los informes recibidos se ha tenido en cuenta en el condicionado ambiental de esta Resolución.

SEXTO.- En cumplimiento de lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, el 23 de octubre de 2014 se solicita al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) informe sobre la adecuación de la actividad analizada a todos aquellos aspectos que sean de su competencia. 

SÉPTIMO.- Realizada la evaluación ambiental del proyecto por el Servicio Territorial de Medio Ambiente, el 12 de enero de 2015 se inició el trámite de audiencia al solicitante de la autorización, a los interesados en el procedimiento y colindantes con la instalación, mediante notificación fehaciente de dicho acto, no habiéndose presentado alegaciones durante dicho trámite.

OCTAVO.- El 17 de enero de 2015, el Servicio Territorial de Medio Ambiente formula informe relativo a la modificación de la Orden de 4 de diciembre de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se concede autorización ambiental a la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos, ubicada en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid), titularidad de MARCOPOLO COMERCIO, S.L., como consecuencia de la modificación sustancial nº1, que se somete a la consideración de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

Los antecedentes de hecho mencionados encuentran su apoyo legal en los siguientes:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El titular de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 20 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, modificado por la Ley 1/2009, de 26 de febrero, es el órgano administrativo competente para resolver sobre la autorización ambiental en el ámbito territorial de esta provincia para las actividades e instalaciones incluidas en el apartado B.2. del Anexo I de la citada Ley.
SEGUNDO.- El expediente se ha tramitado según lo establecido en la Ley 16/2002, de 1 de julio, y en la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León.
TERCERO.- El proyecto de modificación de la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos, ubicado en Aldeamayor de San Martín (Valladolid), según la documentación aportada por el solicitante, consiste en la instalación de una fábrica de pienso con una capacidad máxima de producción de 245 t/día. Esta modificación supone la producción de sustancias no incluidas en el proyecto original, en consecuencia y según lo expresado en la Ley 16/2002, de 1 de julio, esta modificación de la instalación debe considerarse sustancial.

Por lo tanto, a la vista de la solicitud y del expediente tramitado, procede modificar la Orden de 4 de diciembre de 2008 de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se concede autorización ambiental a la instalación, a los efectos de incluir las nuevas instalaciones propuestas y determinar los condicionantes ambientales que le afectan.

VISTOS

Los Antecedentes de Hecho mencionados, la normativa relacionada en los Fundamentos de Derecho y las demás normas de general aplicación:

SE PROPONE

PRIMERO.- Modificar la Orden de 4 de diciembre de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se concede autorización ambiental a la explotación avícola de puesta, centro de clasificación de huevos e industria de ovoproductos ubicada en el término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid), titularidad de MARCOPOLO COMERCIO, S.L., como consecuencia de la modificación sustancial nº 1, para la instalación de una fábrica de pienso.

SEGUNDO.- Esta modificación sustancial queda condicionada al cumplimiento de las obligaciones derivadas de la normativa medioambiental que resulten de aplicación y de las prescripciones técnicas que se recogen en el anexo que se relaciona, con independencia del cumplimiento del resto de la normativa sectorial.

Los anexos, que a todos los efectos formarán parte de la presente Resolución, son los siguientes:

Anexo I- Descripción de la instalación.

Anexo II- Condicionado Ambiental.

TERCERO.- El titular de esta autorización ambiental, dispondrá de un plazo de 5 años, contados a partir de la fecha de recepción de su notificación, para iniciar la actividad conforme a lo previsto en el artículo 12 del Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre.

CUARTO.- En caso de incumplimiento de las condiciones impuestas en la presente autorización se estará a lo dispuesto en el Título IV. Disciplina ambiental, de la Ley 16/2002, de 1 de julio y en el Título X. Régimen sancionador de la Ley 11/2003, de 8 de abril.

ANEXO I 

Se modifican los apartados “Datos del establecimiento” y “Descripción de instalaciones y equipamientos“, quedando como sigue: 
Actividad: Explotación avícola de puesta para 923.712 aves, centro de clasificación y envasado de huevos, industria de ovoproductos y fábrica de piensos compuestos.

Las instalaciones existentes constan de 12 naves de alojamiento de aves con una superficie total de 24.241 m2, nave recepción y retirada de gallinaza de 429 m2, edifico de servicios varios de 1.430 m2, centro de clasificación de huevos de 5.540 m2, industria de ovoproductos de 2.740 m2 y fábrica de pienso compuesto de 1.921,53 m2.

La fábrica de pienso estará formada por 2 silos de almacenaje de 743 m3 cada uno, 8 silos de dosificación de 118.9 m3, 3 silos de minerales de 40 m3, un silo de colorante, un silo de aceite, zonas de maquinaria de 316.7 m2, piquera de recepción de 45.6 m2 y dos silos de carga a granel del pienso de 73.2 m3. 

Las materias primas que se utilizarán para la elaboración de piensos serán: cebada, trigo, soja y harina de trigo como productos sólidos, carbonato y fosfato como minerales, y grasa de ave, colorante amarillo y rojo, lisina y metionina como productos líquidos.

ANEXO II - CONDICIONADO AMBIENTAL

En el Anexo II, CONDICIONADO AMBIENTAL, punto 2 “Fase de explotación”, se añade el subapartado a.3., “Emisiones atmosféricas”: No existirán focos emisores ya que se dispondrá de filtros de mangas que evitarán cualquier tipo de emisión de partículas a la atmósfera.

Según la Ley 34/2007 de 15 de noviembre de Calidad del aire y Protección de la atmósfera en el Anexo IV, la actividad que se desarrollará en la industria objeto de este proyecto se considera potencialmente contaminador de la atmósfera. Los valores máximos permitidos serán los que se exigen en el Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, según su anejo 3, parte 2:

	Cód.
	Denominación
	Parámetro
	VLE
	Controles y muestreos

	
	
	
	Cantidad
	Muestreo
	

	F1
	Piquera recepción cereales y harinas
	partículas
	50 mg/Nm3
	Media horaria
	Inicial y 2 focos alternativamente cada dos años

	F2
	Recepción minerales
	
	
	
	

	F3 
	Dosificación de minerales
	
	
	
	

	F4
	Molinos
	
	
	
	

	F5
	Instalación de mezcla
	
	
	
	

	F6
	Carga a granel
	
	
	
	


En cuanto a las emisiones de ruido, las potenciales fuentes generadoras son el tránsito de vehículos, los equipos y maquinaria de producción (molinos, granuladoras, enfriadores…), la maquinaria auxiliar, zonas de carga y descarga de materia prima y producto terminado. Los límites y las condiciones técnicas a cumplir en relación a las emisiones de ruido se establecerán de acuerdo a las prescripciones para prevenir, reducir y vigilar la contaminación acústica, según la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León:

En el ambiente exterior del recinto de la instalación no se sobrepasarán los siguientes Valores Límites de Emisión (VLEs):

	Área receptora exterior
	Índice acústico
	Día (8:00 – 22:00h)
	Noche (22:00 – 8:00

	Tipo 4. Área ruidosa
	LAeq 5 s dB(A) (*)
	65
	55


(*) Cuando en el proceso de medición de un ruido se detecta la presencia de componentes tonales emergentes, componentes de baja frecuencia o ruido de carácter impulsivo se aplicará el LKeq,T., donde:

El índice de ruido LKeq,T es el nivel de presión sonora continuo equivalente ponderado A, (LAeq,T), corregido por la presencia de componentes tonales emergentes, componentes de baja frecuencia y ruido de carácter impulsivo, de conformidad con la expresión siguiente: LKeq,T = LAeq,T + Kt + kf + Ki, donde

· – Kt es el parámetro de corrección asociado al índice LKeq,T, para evaluar la molestia o los efectos   nocivos por la presencia de componentes tonales emergentes, calculado por aplicación de la metodología descrita en el Anexo V.1;

· kf es el parámetro de corrección asociado al índice LKeq,T, para evaluar la molestia o los efectos nocivos por la presencia de componentes de baja frecuencia, calculado por aplicación de la metodología descrita en el Anexo V.1;

· Ki es el parámetro de corrección asociado al índice LKeq, T para evaluar la molestia o los efectos nocivos por la presencia de ruido de carácter impulsivo, calculado por aplicación de la metodología descrita en el Anexo V.1;

· T = 5 segundos.

Cada cuatro años se realizará mediante Entidad de Evaluación Acústica un estudio de ruidos, que acredite que los niveles emitidos cumplen los límites establecidos. Dicho estudio incluirá resultados de las mediciones realizadas, régimen de operación durante el control y fecha y hora de realización de la medición.

Cualquier modificación de lo establecido en estos límites y condiciones y en particular en las características de las emisiones de ruido como: valores límite (dBA), aislamiento acústico, etc., deberá ser notificada previamente al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid y al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín.

C.-
En el epígrafe 2 dentro del apartado b. “Gestión y producción de residuos” al subapartado. “Residuos peligrosos” se añadirá la presencia de pilas y acumuladores y pilas alcalinas.

MEDIDAS DE CONTROL RELATIVAS AL INICIO DE LA ACTIVIDAD. 

De conformidad con lo recogido en el artículo 12 del Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, aprobado por Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, el titular de la autorización deberá presentar una “DECLARACIÓN RESPONSABLE” indicando la fecha y el cumplimiento de las condiciones fijadas en la autorización, de conformidad con el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Previo al inicio de actividad, el titular deberá disponer de la siguiente documentación: 

· Certificado de técnico competente relatico a la adecuación de la actividad y de las instalaciones a la documentación presentada y al condicionado ambiental de la autorización.

· Copia en formato electrónico del proyecto autorizado con las modificaciones, en su caso, realizadas.

3.- Expedientes de actividades o proyectos sometidos al procedimiento ordinario de evaluación de impacto ambiental (EIA) 

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL SOBRE EL PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE EXPLOTACIÓN DE GANADO VACUNO, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE LA CUBILLAS DE SANTA MARTA (VALLADOLID), PROMOVIDO POR SAT SANTA MARTA.

La Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, establece la obligación de someter al procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, en la forma prevista en aquella y demás normativa que resulte de aplicación, con carácter previo a la resolución administrativa que se adopte para su realización o autorización, la totalidad de los proyectos, públicos o privados, consistentes en la realización de obras, instalaciones o actividades comprendidas en los Anexos III y IV de la citada Ley, y, de igual modo, de todos aquellos para los que así se disponga en la legislación básica.

El proyecto se encuentra sometido a Evaluación de Impacto Ambiental por estar incluido en el punto 2.4.6º “Instalaciones de ganadería intensiva que superen las siguientes capacidades: 200 plazas para vacuno de leche”, del Anexo IV de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León. Por otra parte, también se encuentra incluido dentro del Real Decreto Legislativo 1/2008, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, en el Anexo I, grupo 1, apartado e) punto 6º , instalaciones de ganadería intensiva con más de 300 plazas de ganado vacuno.

Este proyecto cuenta con declaración de impacto ambiental (Resolución de 30 de julio de 2003, de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid), siendo la nueva actividad a evaluar, la consistente en la ampliación de la explotación de ganado vacuno dedicada a la producción de leche y de terneros en régimen intensivo. En las instalaciones, actualmente se encuentran 150 vacas de producción y 50 novillas. Con la ampliación se llegará a las siguientes cifras de ganado vacuno: 1000 vacas de producción y 500 novillas. 

La explotación se encuentra ubicada a 2.500 metros del casco urbano de Cubillas de Santa Marta. Las construcciones están ubicadas en el polígono 6, parcelas 40, 41 y 42 del catastro de rústica del término municipal de Cubillas de Santa Marta, en el paraje “El Amón. El acceso a la granja se realiza a través de caminos agrícolas que salen directamente de la autovía A-62.

El proceso consiste en la obtención de leche mediante el ordeño mecanizado de las vacas dos veces al día, y la obtención de terneros con una periodicidad de un parto por vaca y año.

Las instalaciones en la actualidad constan de: nave ganadera de 3.004 m2, nave almacén de 976 m2, balsa de purines y estiércol, depósito para el agua, zona de oficinas y cerramiento perimetral. Con la nueva ampliación de la actividad, será necesario la ampliación y construcción de nuevas dependencias (que en ningún caso afectarán a zonas del Dominio Público Hidráulico del Arroyo del Prado). La nave ganadera se ampliará en 2.900 m2 y el almacén en 300 m2. Se proyecta la construcción de varias instalaciones nuevas: nueva nave de estabulación de 400 m2, sala de ordeño de 252 m2, zona de estancia para el ganado de 4000 m2, dos silos enterrados de 1000 m2, nuevo estercolero y ampliación de la cubierta de la nave principal de 300 m2 para terneros recién nacidos.

Para la gestión de los residuos ganaderos generados, se cuenta con una superficie agrícola acreditada de 529,32 ha., en la que se repartirán las deyecciones ganaderas, siendo una superficie suficiente para el número de ganado que albergará la explotación. También cuenta en la actualidad la granja con un sistema de gestión de cadáveres y de recogida de productos sanitarios.

El abastecimiento de agua se realiza a través del sondeo que tiene autorizada la propia explotación. Con el incremento en el consumo previsto, deberá modificarse la concesión de aprovechamiento de agua subterránea con la que cuenta el promotor en la actualidad. El consumo de agua de limpieza se produce principalmente en las instalaciones de ordeño. Para la recogida de las aguas de limpieza de la zona de ordeño se dispone de un sistema de tubería y arquetas que recogen las aguas y las conducen a la balsa de deyecciones.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 8º del Real Decreto Legislativo 1/2008, y tras la presentación por el promotor del documento inicial del proyecto, el 4 de octubre de 2012 se inicia el trámite de consultas, al objeto de determinar el alcance del Estudio de Impacto Ambiental, a las siguientes Administraciones:

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de Valladolid.

· Servicio Territorial de Sanidad y Bienestar Social de Valladolid.

· Servicio Territorial de Cultura de Valladolid.

· Confederación Hidrográfica del Duero.

· Diputación Provincial de Valladolid

· Ayuntamiento de Cubillas de Santa Marta

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid

Los informes más relevantes recibidos en esta fase, son el del Servicio de Agricultura y Ganadería, que indica que la instalación cumpliría la normativa vigente aplicable, y el informe de Confederación Hidrográfica del Duero, que recoge que las nuevas instalaciones a construir, tampoco afectarían a la zona de policía del Arroyo del Prado.

El Estudio de Impacto Ambiental elaborado tras la fase de consultas previas, analiza los posibles impactos y propone adecuadas medidas protectoras para este tipo de proyectos.

La ubicación de la explotación no tiene coincidencia territorial con ninguna zona especialmente sensible incluida en la Red Natura 2000, designadas en aplicación de las Directivas 79/409/CEE y 92/43/CEE.

Consta asimismo en el expediente, Informe sobre Repercusiones en Red Natura, de fecha 13 de febrero  de 2015, en el que se concluye que las actuaciones proyectadas, no tendrán incidencia en lugar alguno de la Red Natura, ni efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan las condiciones del informe que constan en la declaración de impacto ambiental, así como las medidas contempladas en el estudio de impacto ambiental del proyecto.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 51 de la Ley 11/2003 de 8 de abril, y en el artículo 29 del Decreto 209/1995, de 5 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental de Castilla y León en Valladolid, el estudio de impacto ambiental fue sometido al trámite de información pública durante treinta días, mediante anuncio publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León de 30 de diciembre de 2014, y se expuso en el tablón de anuncios del Ayuntamiento de Cubillas de Santa Marta, sin que se hayan recibido alegaciones. También se dio trámite de audiencia a la Asociación Ecologistas en Acción, sin que se haya recibido informe por parte de dicha asociación.

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 209/1995, de 5 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental de Castilla y León, y en la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de las Normas Urbanísticas y otra normativa vigente que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada. La presente Declaración se refiere al Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto de Ampliación de la Explotación de ganado vacuno, que obra en el expediente, para la explotación ubicada en el polígono 6, parcelas 40, 41 y 42 del catastro de rústica del término municipal de Cubillas de Santa Marta.

La actividad a evaluar consiste en una explotación de ganado vacuno para un total de 1500 vacas (1000 vacas para producción de leche, y 500 novillas).
2. Medidas protectoras. Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, además de las contempladas en el apartado 5 del Estudio de Impacto Ambiental “Medidas preventivas y correctoras”, en lo que no contradigan a las presentes, son las siguientes:
a) Normativa sectorial. Esta granja deberá cumplir, en la medida en que la afecten, las especificaciones sobre funcionamiento y equipamiento, bienestar animal, protección agroambiental, separación sanitaria, dotación de infraestructuras y demás condiciones establecidas en la normativa sectorial; en particular, lo establecido en el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, sobre protección de los animales en las explotaciones ganaderas, y la normativa sectorial relativa a explotaciones de ganado bovino.

De acuerdo con lo establecido en el Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, deberá llevar a cabo un adecuado programa de higiene, limpieza de los locales, complementado con prácticas habituales de desinfección, desinsectación y desratización.

b) Distancias de seguridad. Las instalaciones de la granja deberán de guardar las distancias con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcelas, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa urbanística, sectorial o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para el vertido controlado de los residuos ganaderos.

c) Base territorial. Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación ganadera, la superficie agrícola útil necesaria para la incorporación de los estiércoles y otros efluentes producidos, cumpliendo lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y demás legislación aplicable, así como para llevar a cabo, en todo momento, una correcta gestión de los mismos.

El promotor deberá acreditar periódicamente la disposición de superficie agrícola suficiente para el vertido controlado de los residuos ganaderos, mediante fotocopia compulsada de las declaraciones anuales de superficies de la Política Agraria Común (P.A.C.) y, en caso necesario, mediante convenios suscritos al efecto con los titulares de otras explotaciones agrarias, complementado con similar documentación. 

Cualquier variación que afecte a la producción de residuos ganaderos o a su utilización para el abonado de la superficie agrícola ligada a la granja, en especial si se aumenta la dimensión de la cabaña ganadera, será comunicada por el promotor, previa o inmediatamente después, al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

El promotor deberá demostrar fehacientemente ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid que la base territorial que será utilizada es de uso exclusivo suyo.

Deberá tenerse presente que dicha superficie no podrá ser utilizada para el mismo fin por otras granjas ni por otro ganado de la misma explotación y que deberá mantenerse el número de hectáreas ligadas a la explotación, salvo que las características de las parcelas o sistemas de explotación sufran modificaciones, en cuyo caso, así como si se planteara un nuevo sistema de gestión de los residuos ganaderos, deberá contarse con autorización de dicho Servicio.

d) Distancias y condiciones de aplicación. Con carácter general, no se aplicarán residuos ganaderos al terreno en las siguientes condiciones: a 10 m de las vías de comunicación de la red de carreteras nacionales, regionales y locales, a 100 m de corrientes de agua y zonas húmedas catalogadas y a 200 m de pozos, manantiales y depósitos de abastecimiento de agua potable, zonas de baño y núcleos de población. A este respecto, se deberán excluir de la base territorial todas aquellas parcelas que no cumplan las distancias anteriores, pudiendo exigirse además la exclusión de otras si se reciben quejas justificadas de olores u otras molestias durante la fase de explotación. Tampoco se aplicarán estiércoles ni otros residuos ganaderos durante los períodos en que el suelo se encuentre helado o con nieve, ni durante los períodos de pluviometría elevada o nivel freático alto. No se aplicarán tampoco en terrenos no cultivados (barbechos o parcelas retiradas), ni con pendiente superior al 20%. En todos los casos deberá procederse al enterrado de los residuos ganaderos mediante las oportunas labores agrícolas, en el plazo máximo de 24 horas tras la aplicación al terreno.

e) Almacenamiento de estiércoles y residuos. La capacidad útil de almacenamiento de estiércoles en el exterior de las naves, dentro de la propia granja, deberá ser suficiente para su retención durante los periodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y en todo caso no inferior a tres meses de máxima producción. En ningún caso podrán almacenarse estiércoles fuera de las instalaciones previstas para este fin, ni acumularse en el campo durante los periodos de lluvias. 

De acuerdo con el artículo 234 del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, está prohibido efectuar vertidos directos o indirectos que contaminen las aguas, o acumular residuos sólidos, escombros o sustancias, cualquiera que sea su naturaleza y el lugar en que se depositen, que constituyan o puedan constituir un peligro de contaminación de las aguas o de degradación de su entorno. Asimismo, no se podrán efectuar acciones sobre el medio físico o biológico ligado al agua que constituyan o puedan constituir una degradación del mismo.

El almacenamiento de estiércoles y residuos para su posterior uso como abono, deberá realizarse en una zona debidamente adecuada, que se ubicará fuera de la zona de policía de cauces y de su zona inundable, y a una distancia mínima de 100 metros de pozos y manantiales de abastecimiento, depósitos de agua potable, zonas de baño tradicionales o consolidadas y viviendas.

La zona de almacenamiento de estiércol deberá estar construida de tal forma que se garantice la impermeabilidad de la misma y con una capacidad suficiente para almacenar dichos residuos durante el periodo en el cual no esté permitida su aplicación al terreno, que al menos será de 3 meses.

La gestión de los residuos ganaderos deberá realizarse de acuerdo el Decreto 40/2009, de 25 de junio, por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero y se aprueba el Código de Buenas prácticas Agrarias.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la cabaña ganadera de la granja, las superficies acreditadas y otros datos aportados en la documentación, se estima necesaria una capacidad de almacenamiento exterior no inferior a 8.702 m3, con independencia del volumen acumulable en el interior de las naves y de los márgenes de seguridad apropiados.

f) Libro registro. Se dispondrá en la explotación de un libro registro en el que se anotarán las evacuaciones de abonos, fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas receptoras, dosis aproximada aportada en cada una expresada en m3/ha, plazo de enterrado y cultivo receptor. Todo ello conforme a la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León. El libro registro estará a disposición de las Administraciones competentes para su comprobación y control, junto con los datos al menos de los últimos tres años.

g) Plan anual de vertido. El promotor deberá disponer de un plan anual, coincidente con el año agrícola, de aplicación a la superficie citada de los residuos ganaderos producidos en la explotación, en el que se reseñarán las parcelas a utilizar, especificando dosis de aplicación, cultivo y mes de abonado previsto. Dicho plan se plasmará de forma gráfica en copias de los planos catastrales, con escala y formato adecuados.

El plan de gestión de estiércoles tendrá en cuenta las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características de los terrenos y las necesidades de los cultivos. Se preverá la distribución de estiércoles en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y la posibilidad de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará mediante una declaración jurada, que presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, de la adecuada gestión de los estiércoles producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para la adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno.

h) Producción de olores y molestias. Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán aquellas tecnologías disponibles económicamente viables que sean de aplicación, tales como enterrado inmediato de los residuos, inyección de los estiércoles en el terreno, o puesta en práctica de otras medidas que incluya el Código de Buenas Prácticas Agrarias aprobado por el Decreto 40/2009, de 25 de junio.
Se respetarán en todo caso los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto y en esta Declaración. El transporte de estiércoles producidos se efectuará, siempre que sea posible, por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro.

Los lodos y estiércoles producidos se gestionarán de forma que no se conviertan en foco de proliferación de insectos ni roedores.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 11.2.b del Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, se deberá llevar a cabo un adecuado programa de higiene, limpieza de los locales, complementado con prácticas habituales de desinfección, desinsectación y desratización.

i) Consumo de agua. A fin de minimizar el consumo de agua y la producción de residuos ganaderos y aguas sucias, se controlará el consumo de este recurso, se corregirán inmediatamente las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza de las naves con sistemas de alta presión.
j) Prevención de la contaminación. Tanto las fosas de saneamiento, como las construcciones, arquetas, estercoleros y balsas de purines o lixiviados, deberán construirse de forma que se impida su desbordamiento y sean impermeables, garantizándose su estanqueidad, a fin de evitar escorrentías o filtraciones al terreno.
Las soleras de las naves, perfectamente hormigonadas, deberán contar con el grado de impermeabilidad necesario para impedir la filtración de efluentes hacia la capa freática.

Las aguas contaminadas que se generen en la explotación deberán canalizarse hacia la fosa de aguas residuales.

Se mantendrán todas las instalaciones en buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad o capacidad de almacenamiento.

k) Protección de las aguas. En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no, cuando así esté regulado o sea previsible que por escorrentía o infiltración pudieran contaminarse dichas aguas o los acuíferos subterráneos; en consecuencia, tampoco podrán efectuarse vertidos en el perímetro de protección de humedales y lagunas, canales, pozos y sondeos y cauces próximos. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 606/2003, de 23 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.
Por otra parte, las concesiones existentes sobre los sondeos en la parcela, deberán obtener previamente ante la Confederación Hidrográfica del Duero la correspondiente modificación de las características de dichos aprovechamientos.

l) Protección de la atmósfera. Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza el Catálogo de Actividades Potencialmente Contaminadoras de la Atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación. Según este Catálogo la actividad propuesta se encuentra clasificada como Grupo B, correspondiéndole los códigos 10040201 y 10050201, por disponer de una capacidad de ganado vacuno superior a 600 cabezas, por lo que deberá contar con la preceptiva autorización como actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera que establece la citada Ley 34/2007, a solicitar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
m) Eliminación de cadáveres. Se utilizará algún sistema autorizado, incineración o transformación en planta de tratamiento, que cumpla lo establecido en el Reglamento (CE) nº 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales no destinados al consumo humano, en el Real Decreto 1429/2003, de 21 de noviembre, por el que se regulan las condiciones de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, de la Junta de Castilla y León y en cualquier otra normativa aplicable..
n) Otros residuos. El promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los productos de desecho procedentes de los tratamientos sanitarios, así como de cualquier otro residuo generado en la granja, cuando así esté regulado. Todos los residuos generados durante la ejecución de las obras de ampliación, deberán ser retirados periódicamente y en el plazo más breve posible, evitándose en todo momento la acumulación incontrolada de los mismos en la zona objeto de proyecto o en sus alrededores. Serán gestionados mediante entrega a gestor autorizado, conforme a lo dispuesto en la Ley 22/2011, de 29 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados, y lo dispuesto en el Real Decreto 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de residuos de construcción y demolición.
o) Análisis periódicos. Deberán realizarse análisis de los estiércoles y de los terrenos de vertido, así como del agua de las captaciones, propias o ajenas, que radiquen en las proximidades, y de los cauces colindantes afectados en la forma y momentos que determine el órgano competente.
p) Registro de actividad. La explotación deberá estar inscrita en la Base de Datos de Explotaciones Ganaderas de Castilla y León, regulada en la Orden AYG/1027/2004, de 18 de junio.
q) Contaminación acústica y vibraciones. En todo caso, se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León.
r) Protección del Patrimonio. Dando cumplimiento al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá darse conocimiento a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.
s) Vías pecuarias.- El acceso a la explotación se realiza a través de la vía pecuaria Cañada Real Leonesa Oriental por lo que, si se realizase alguna acción sobre esta vía pecuaria en el desarrollo de la actividad, será necesaria la previa obtención de la autorización tramitada ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
t) Cese de actividad. Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, se evacuarán los estiércoles y demás residuos existentes en las instalaciones y se gestionarán correctamente, según lo establecido en esta Declaración de Impacto Ambiental y en la normativa que sea de aplicación.

3. Modificaciones. Toda modificación significativa sobre las características de la granja, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, especialmente si se modifica el sistema de tratamiento de residuos ganaderos descrito en la documentación, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan.

Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta Declaración, así como las que supongan un incremento voluntario de capacidad de almacenamiento de estiércoles.
4. Programa de Vigilancia Ambiental. Se completará el Programa de Vigilancia Ambiental contenido en el Estudio de Impacto Ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta Declaración y facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 11 del Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental, aprobado por Real Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre, y se presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

5. Informes periódicos. Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta Declaración, un informe sobre el desarrollo del Programa de Vigilancia Ambiental y sobre el grado de cumplimiento de las medidas protectoras de esta Declaración y del Estudio de Impacto Ambiental, al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

6. Seguimiento y vigilancia. El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta Declaración de Impacto Ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de las competencias que el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, atribuye a la Consejería de Fomento y Medio Ambiente como órgano ambiental, quien podrá recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

7. Comunicación de inicio. De acuerdo con lo establecido en el artículo 14.3 del Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de Proyectos, el promotor queda obligado a comunicar al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid con la suficiente antelación, la fecha de comienzo de la ejecución de este proyecto.
8. Caducidad de la declaración de impacto ambiental. Esta Declaración caducará si en el plazo de cinco años, tras la autorización o aprobación del proyecto, no se hubiera comenzado su ejecución. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 14.2 del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de Proyectos.
9. Publicidad del documento autorizado. El órgano sustantivo que adopte la autorización ó aprobación de la actuación a que se refiere esta Declaración de Impacto Ambiental deberá poner a disposición del público la información incluida en el artículo 15 del Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos.

Se hace constar en acta  la despedida por jubilación de D. Julián Atienza del Rey, Jefe de Sección de Protección Ambiental, agradeciéndole por todos los presentes el trabajo prestado a lo largo de estos años de servicios, y deseándole mucha suerte en su nueva etapa disfrutando de su jubilación.


Por parte de D. Fernando Polanco Uya se hace constar igualmente su agradecimiento a Julián por su buen hacer y su buena disposición en la Comisión. Igualmente se disculpa por la vehemencia en la discusión de alguno de los asuntos incluidos en el Orden del Día.


Siendo las once horas y treinta  minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 

LA SECRETARIA DE LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO


Vº Bº

EL PRESIDENTE

Fdo.: Verania Domínguez Sabugo.

Fdo.: D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez - Conde
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